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QUEJOSO:

RELATOR: MAGISTRADO ROBERTO LARA HERNÁNDEZ.
SECRETARIA: LIC. ROSA MARÍA CORTÉS TORRES.

México, Distrito Federal.- Ápuerdo del Sexto Tribunal
Colegiado en Materia Periá del Primer Circuito,
í3^|[espondiente a la sesión de yjeifttío^ho de febrero dos mil
séls.

\

./'•EX? Di'

o  VISTOS, para refolver l(|¿ autos relativos ai juicio de
amparo directo número r6/200Í i, promovido por |

RESULTANDO:

%■
I.- Mediante escrito presentado ante la autoridad

responsable, en fecha quincq de diciembre de dos mil cinco,
actualmente privado de su

libertad en el interior del Redusorio Preventivo Varonil Sur del
Distrito Federal, por su propio derecho, solicitó el Amparo y
Protección de la Justicia Federal, contra actos del Cuarto
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Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito y Juez

Séptimo de Distrito de Procesos Penales Federales en el

Distrito Federal, como autoridades ordenadoras, y Director

General de Ejecución de Sanciones del Órgano

Administrativo Desconcentrado, Prevención y Readaptación

Social de la Secretaría de Seguridad Pública Federal

(denominación correcta de la señalada por el quejoso como

Director de Ejecución de Sanciones de la Dirección General

de Prevención y Readaptación Social dependiente de la

Secretaría de Seguridad Pública Federal) como autoridad

ejecutora, por considerar que violan en su perjuicio

garantías individuales contenidas en los artículos 14, 16 yi¿
fracción IX Constitucionales. i.

SBCrOTR:

MATERIA'

De la primera autoridad, reclama la sentencia definitiva:

de fecha tres de diciembre de dos mil tres, dictada en el

toca penal número 0HH|formado con motivo del recurso

de apelación interpuesto por el agente del Ministerio Público

de la Federación, el quejoso y el Defensor Público Federal,

en la que MODIFICÓ la sentencia de veintitrés de junio de

dos mil tres, dictada por el Juez Séptimo de Distrito de

Procesos Penales Federales en el Distrito Federal, en la

causa penal flU donde la consideró penalmente
responsable en la comisión del delito CONTRA LA SALUD
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EN LAS MODALIDADES DE Ct^ERCIO (HIPÓTESIS DE
VENTA) DE CLORHIDRATO/pE COCAÍNA, previsto y
sancionado en el artícuio 194,/fracción I, en relación con ei
diverso 193, ambos dei Códigp Penai Federal y POSESIÓN
DE CLORHIDRATO DE COCAÍNA, CON FINES DE

COMERCIO (VENTA), previsto y sancionado por el artículo

195, primer párrafo, en connrdancia con los diversos 193 y

194, fracción i, dei Código Penal Federal; imponiéndole una

pepa de DIEZ AÑOS DE PRISIÓN y CIEN DÍAS MULTA,

4|^^lente ésta por la cantidad de $4,365.00 (cuatro mil
||iyFientos sesenta y ciniío pesos, 00/100, M.N.), a razón
deser $43.65 (cuarenta y ti es pesos, 65/100, M.N.) el salario

ECWOÉBto general vigente al momento de los hechos; le negó

los sustitutivos de la pena >de prisión y el beneficio de la

condena condicional, previsto^or los artículos 70 y 90, del
Código Penal Federal, se ordenó el decomiso de la cantidad

recibió el quejoso por la venta del

narcótico y, ordenó su Iamonestación para prevenir su
reincidencia, así como el fratamiento médico respecto de la

toxicomanía que padece el quejoso.

La modificación consistió en que el Juez A quo le había

impuesto una pena de trece años nueve meses de prisión

y doscientos días multa equivalentes a la cantidad de
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$12,000.00 (doce mil pesos 00/100 M.N.); asimismo,

suspendió en sus derechos políticos y civiles al quejoso y,

decretó el decomiso del narcótico afecto a la causa.

Del Juez Séptimo de Distrito de Procesos Penales

Federales para el Distrito Federal, reclama la sentencia

definitiva dictada dentro de la causa número fBH
veintitrés de junio de dos mil tres y, del Director General de

Ejecución de Sanciones del Órgano Administrativo

Desconcentrado, Prevención y Readaptación Social de la

Secretaría de Seguridad Pública Federal, la ejecución de la

sentencia dictada por la responsable ordenadora. ¿
tí ■ •

i
%

II. Por auto de tres de enero de dos mil seis, /el

Presidente de este Tribunal Colegiado admitió a trámite^.^
demanda de garantías bajo el número 16/2006; únicamenteP'

respecto del acto reclamado al Cuarto Tribunal Unitario en

Materia Penal del Primer Circuito y desechó la demanda de

garantías respecto de los actos reclamados al Juez Séptimo

de Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito

Federal; tuvo por recibidos los autos del toca penal

y  la causa penal así como el informe justificado

emitido por la responsable ordenadora; dio vista al agente del

Ministerio Público de la Federación de la adscripción, en
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términos de lo establecido en JbH artículo 181, de la Ley de
Amparo, quien se abstuvo d^ fbrmular pedimento, tuvo por
autorizados en términos del apcjulo 27, de la Ley de Amparo,
a los Licenciados

finalmente, de conformidad! ccn el artículo 61, de la Ley
Federal de Transparencia y Ac»so a la información Pública

Gubernamental, relativo al ^st iblecimiento de los Órganos,
criterios y procedimientos irjstitficionales para proporcionar a

la información, mediante

icter general, debe atenderse

qu^í establece el Reglartidhto de la Suprema Corte de

los '^rticulares el acces<
mtos o acuerdos de

^tísticia de la Nación y del Cbhsejo de la Judicatura Federal,
'j|éf^<>^plicación de dicha lejL publicado en el Diario Oficial
de la Federación el dos de abr I Wdos mil cuatro y, que entró
en vigor al día siguiente y, de conformidad con ello serán los
Comités de Acceso a la información las instituciones

ejecutivas encargadas de tomjr las medidas necesarias para
coordinar las acciones tendier tes a cumplir con la publicidad
de la información que se en cuentre bajo resguardo de los
Órganos Jurisdiccionales, del Poder Judicial de la
Federación. I
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III.- Mediante proveído de veinte de enero de dos mil

seis, se turnó el presente asunto al Magistrado Roberto

Lara Hernández, para que en términos del artículo 184, de la

Ley de Amparo formule el proyecto de resolución

correspondiente.

CONSIDERANDO:

PRIMERO.- Este Sexto Tribunal Colegiado en Materia

Penal del Primer Circuito, es competente para conocer y

resolver del presente juicio de amparo directo,#c<le

conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracCÍp^,
inciso a), de la Constitución Política de ios Estados Umi^
Mexicanos, 4, 44, 158 y 179, de la Ley de Amparctxy)T0®t^>

f.'iArERlAPENA

fracción I, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder JudicialtodaA

la Federación, en virtud de que se reclama una sentencia

definitiva dictada por un Tribunal Unitario en Materia Penal

con residencia dentro del ámbito territorial en donde ejerce

jurisdicción este Órgano Colegiado.

SEGUNDO.- La existencia del acto reclamado a la

responsable ordenadora Cuarto Tribunal Unitario en Materia

Penal del Primer Circuito, se encuentra demostrada por así

haberlo manifestado el Secretario en funciones de Magistrado
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le

al rendir su informe justificaao, al cual adjuntó los autos

originales del toca penal BBriH 6n los que se encuentra la
sentencia reclamada, asi como del proceso penal Km
constancias que tienen vaor probatorio pleno que les

confieren los artículos 129/y 202, del Código Federal de
Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley de
Amparo, de conformidad coH lo establecido en el artículo 2°
de dicho ordenamiento

Ahora bien, respectf de los actos de ejecución

eral de Ejecución de Sanciones

Desconcentrado, Prevención y

Secretaría de Seguridad Pública

Iciertos, no obstante de haber

su informe justificado, ya que de

o por el artículo 531, del Código

Penales, a la autoridad citada le

corresponde designar el lu jar en que eventualmente deba

cumplirse la sanción privativ t de libertad que le fue impuesta.

TERCERO.- La sentencia emitida por el Cuarto Tribunal

Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, dice:

r  i

reclamados al Director Ger

del Organo Administrativo

Re#6aptación Social de la

Federal, deben estimarse

negado los mismos al rendi

conformidad con lo dispues

Federal de Procedimientos

"...C ONSIDERANDO:- PRIMERO.- Este Cuarto
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Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito es

legalmente competente para conocer y resolver el recurso

ordinario de apelación interpuesto, en términos de los

artículos 29, fracción II y 31, de la Ley Orgánica del Poder

Judicial de la Federación, así como en el Acuerdo 23/2001

del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la

determinación del número y límites territoriales de los

circuitos en que se divide el territorio de la República

Mexicana: y Ql número, a la jurisdicción territorial y

especialización por materia de los Tribunales Colegia^^^^

Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito;

que lo impugnado atañe a una sentencia

pronunciada por Juez de Distrito que reside en el áTmSIsl

territorial de este órgano jurisdiccional.-

considerativa de la sentencia ahora controvertida a la''WSa

dice: "lil.- El delito contra la salud en la modalidad de

comercio (hipótesis de venta) de clorhidrato de cocaína

previsto y sancionado en el articulo 194, fracción I, en

relación con el 193, ambos del Código Penal Federal, se

integra con los elementos típicos siguientes: a).- La existencia

de un narcótico (en la especie clorhidrato de cocaína); b).-

Que el sujeto activo comercie (venda) el narcótico; y, c).- Que

esa actividad la realice en contravención a lo dispuesto por la

Ley General de Salud.- Los anteriores elementos materiales u

8
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objetivos y normativos se acreditan en autos conforme a los

lineamientos de los artículos 134, 168 y 180, del Código

Federal de Procedimientos Permies, de la forma siguiente: El

objeto material requerido bor el delito y modalidad

mencionado lo constituye unljenvoltorio de papel color azul
conteniendo polvo blanco, alL arecer cocaína, de la que dio fe
ei agente del Ministerio Púb ic 5 de la Federación que conoció

de estos hechos, con lo que se acredita íqfiacientemente su

fenc/a material.' Esta drutíba tiene pleno valor probatorio,
términos del artículo 284, def Código Federal de

^Qcedimientos Penales, m ̂̂0pticarse por un funcionario
UiGutíatío para tal efecto, c( n sujeción a los requisitos que
ELPF'-Mfc'íi , \
establece ei artículo ¿el propio Código y respecto de

objeto que, del^o a su nhterialidad, es susceptible de

apreciarse, ̂ múnmente, p<|r medio del sentido de la vista.-

específica de esa sustancia de

los peritos dependientes de la

■ — j — — - - -

En cuantoi^^ naturaleza
acue^o a lo afirmado por

autoiiH0d investigadora fedoral, la sustancia sólida de color

pi^ge, contenida en dos en\ oltorios de papel azul, motivo del
presente dictamen, corresponde a clorhidrato de cocaína,

sustancia considerada coiio estupefaciente por ia Ley

General de Salud.- A este dictamen se le concede valor

probatorio pleno, con apoye en el artículo 288, del Código

Federal de Procedimientos Penales, en atención a que se



D.P.-16/2006

rindió en cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 234, del

propio código, porque de las constancias de autos se advierte

que la conclusión a la que arribaron los peritos la

desarrollaron con base en su experiencia, en los estudios

minuciosos y precisos realizados y en la técnica a su alcance,

sobre la sustancia cuestionada se obtuvieron resultados

positivos para la identificación de clorhidrato de cocaína, se

encuentran acordes con el msto del material probatorio y no

han sido objetados por las partes, lo que justifica la eficacia

probatoria plena reconocida a estos dictámenes, que son

idóneos para acreditar la naturaleza del narcqtióp
'i M

mencionado.- Es aplicable al respecto la tes&^JSHá

jurisprudencia 256, emitida por la Primera Sala de la Suf^^a
Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página rw,

tomo II, Materia Penal, del Apéndice al Semanario Jíyc?®SS¿r
la Federación 1917-2000, cuyo tenor literal dice: "PERlf&§.
VALOR PROBATORIO DE SU DICTAMEN (SE

TRANSCRIBE).- La existencia de la correspondiente acción

consistente en que el sujeto activo realizó un acto de

comercio (venta) respecto del clorhidrato de cocaína

contenida en un envoltorio de papel que entregó

a  de un

precio cierto y en dinero, se acredita con el parte informativo

suscrito y ratificado ministerialmente, por los agentes

10



D.P.-16/2006

PODER JUnOM. DE lA FEOemiOON

Federales de Investigación Emestp Bautista Carrillo y René
Sánchez Hernández, en ej que asentaron que
aproximadamente a las cero hoijas con quince minutos, dei
cinco de febrero dei dos mil tres, al circular por las Calle

entre las y

percataron de dos personas que intercambiaban objetos de

mano en mano, por lo quej ¡procedieron a interceptar a
quienes dijeron llamarse y

a quienes se solicitó que mostraran sus

ánencias, entregando el p r mero de los mencionados un

orio confeccionado en

pequetísas piedras en color
\ ü'"

aseando de su t)olsa de lac

diferentes denominaciones; la

de un envoltorio con las misma

la misma sustancia, haciendo

cocaína y que momentos antt

que se encontraba Junto a él y

la cantidad de

apel color azul, conteniendo

blanco, al parecer cocaína,

\^recho varios billetes de
segunda persona hizo entrega

s características y conteniendo

mención que es adicto a la

s se la compró a la persona

lue conoce como ̂ HHen

por lo cual pusieron a

disposición del Ministerio Pútílico de la Federación a las

personas, los dos envoltorios y el numerario.- El cual debe

valorarse conforme a las reglai de la prueba testimonial, en
virtud de que el parte ' informativo fue ratificado

11
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ministehalmente por los agentes que lo suscribieron, en cuya

medida, como testimonios, tienen valor legal de indicio que se

les confiere con apoyo en el artículo 285, pues cumplen tales

declaraciones con lo dispuesto en el precepto 289, ambos del

Código Adjetivo Federal de la Materia, al tomar en

consideración que los agentes captores, por su edad,

capacidad e instrucción tienen el criterio necesario para

juzgar el acto; por su probidad, la independencia de su

posición (en particular por su cargo) y antecedentes

personales se presume su completa imparcialidad, ya que no

se allegó prueba de lo contrario; el hecho de que se i

susceptible de conocerse por medio de ios sentidos,

testigos conocieron por sí mismos y no por induccionM^
referencias de otro. Además, ias declaraciones

fueron claras y precisas sin dudas ni reticencias, soBWl¿f^
sustancia del hecho y circunstancias esenciales, y expuestas

libremente, porque no existe prueba de que hubiesen sido

obligados por fuerza o miedo, ni impulsados por engaño, error

o soborno.- Por lo antes dicho, se consideran testimonios de

calidad, en virtud de que no existe constancia que demuestre

que actuaron bajo algún interés personal o que fueron

obligados o coaccionados a declarar en la forma en que lo

hicieron, pues como ya se dijo, actuaron en cumplimiento a

un deber que su función les impone. En apoyo de esta

12
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consideración se invoca ¡a jérisprudencia 255, emitida por la

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

consultable en las páginas «88 y 189, tomo ti. Materia Penal,

del Apéndice ai Semanarn Judicial de la Federación 1917-

2000, con el rubro: ToilcÍAS APREHENSORES. VALOR
PROBATORIO DE TESÚ

básico del acto de comen i) (venta de clorhidrato de cocaína),

se demuestra con lo deci i
I. ■

enterado de la in mutación que obra en su contra,

IONIOS DE".- Además el hecho

ado por

ñaf^ que la acepta, y que fue detenido el día y hora que
iridicán los agentes apneh ánsares, y que al momento de su
~ V-'

^eJepj^n le fue asegura< i > un envoltorio de papel color azul,
}r; .

pqr^niendo polvo blarm, que el deponente sabe que es

cocaína, y que dicha cocaína momento antes de su detención

la había comprado a un sl /mo que le dicen HHM
fue detenido Igual que el diciente, persona que después se

enteró responde al nombn que

lo reconoce como la mism a persona que desde hace un mes

le compra un envoltorio c ida tercer día ya que es adicto ai

consumo de cocaína.- El tistimonio precedente tiene el valor

de indicio, que se le otorgu con apoyo en el artículo 285, del

Código Federal de Procec imientos Penales, al emitirse con

sujeción a los requisitos e ttablecidos en el numeral 289, dei

mismo Código Procesal, / or estar rendido por persona que

13
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por su edad, capacidad e instrucción, tuvo el criterio

necesario para juzgar el acto; tiene la capacidad necesaria

para juzgar el acto; que por su probidad, la independencia de

su posición y antecedentes personales se considera que tiene

completa imparcialidad; que el hecho de que se trata lo

conoció por medio de sus sentidos y no por inducciones o

referencias de terceros, además de que su declaración es

clara y precisa, sin dudas ni reticencias, que versa sobre la

sustancia del hecho así como las circunstancias esenciales y

no se advierte que haya sido impulsado por error, dañq^ o

sobomo, tuvo conocimiento del mismo al ser parte del

(comprador); por tanto en lo individual tiene valor dá^^icm,

en términos del articulo 285, del Código Adjetivo delr^iól/

materia- Sirve de apoyo a lo anterior, la sÉ&sístBUhrie
MATERIA PENAL f

jurisprudencia 376 visible a fojas 275, Tomo II, MafenaRÉtowító

del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-

2000, cuyo rubro y texto son: "TESTIGOS. APRECIACIÓN

DE SUS DECLARACIONES". (SE TRANSCRIBE).- El

elemento normativo lo constituyen los vocablos "comercio",

"venta" y "estupefaciente", en tanto que requieren de una

valoración jurídica específica. Así en cuanto al primero de los

conceptos, debe atenderse a lo dispuesto por el artículo 194,

fracción I, del Código Penal Federal, el cual establece que

debe entenderse como el acto de vender adquirir o enajenar

14
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7í.

algún narcótico; en tanto el segundo es un acto concreto en el

cual una persona (vendedor), Ise obliga a transferir la
propiedad de una cosa (clorhidrato de cocaína) a otro
(comprador), quien paga un precio cierto y en dinero; en

cuanto al último, el articulo 193, del Código Punitivo Federal,

establece que los narcóticos pueden ser estupefacientes
psicotrópicos y demás sustancia s o vegetales que determine

la Ley General de Salud,

internacionales de observanciá

démás disposiciones aplicable^
a^icülo 234, de la citada Le\

■i* «

integran la causa penal en c

los convenios y tratados

obligatoria en México y las
de lé materia, mientras que el
establece que el envoltorio

y--

óbnteniendo clorhidrato de coc< ína (relacionada con la causa)
estupefaciente.- Asi pu s, los medios de prueba que

'j i. DJ

njunto, por su enlace lógico,
jurídico y natural integran la pt ̂ ba circunstancial, con valor
pleno que le asigna el articuk

Procedimientos Penales, apta
286, del Código Federal de

y suficiente, sin lugar a duda
para demostrar que una persi ma (sujeto activo), comerció,
porque vendió un envoltorio de papel color azul conteniendo
clorhidrato de cocaína (objet) material) a flIHIHBB

en la cantidad de

detención (acción), sin la autoi

autoridad sanitaria y en contravención a las disposiciones
penales en vigor (elemento normativo) aproximadamente a

ilación correspondiente de la

15
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las cero horas con quince minutos, del cinco de febrero deT

dos mil tres, en las Calles entre las i

\y

(circunstancias de tiempo, modo, lugar y ocasión)

con lo que se puso en peligro la salud pública (bien jurídico

tutelado por la norma penal infringida).- Además se advierte

claramente en autos el nexo de atribuibilidad entre la

conducta desarrollada por el sujeto activo y el peligro que

causó con ella, pues de no haber actuado de ese modo no se

habría puesto en peligro la salud pública.- IV.- Respecto de la

existencia del delito Contra la Salud en la modalidad de

posesión de clorhidrato de cocaína, con fines de coiieréio
^ A

previsto y sancionado por los artículos 193, 194, fraccf^ f^y
a

195, primer párrafo, del Código Penal Federal, resuña
tefrOTRlBUN/

necesario transcribir ios siguientes preceptos
CIRCUITO, I

"Artículo 195". (SE TRANSCRIBE).- "Artículo 194". (SE

TRANSCRIBE).- y "Artículo 193". (SE TRANSCRIBE).- De la

lectura de los preceptos transcritos, se obtiene que los

elementos típicos que integran el cuerpo del delito

mencionado, son los siguientes: a) La existencia material de

un narcótico (en la especie clorhidrato de cocaína); b) Que

ese narcótico sea objeto de posesión; c) Que eí sujeto activo

ejerza la posesión del narcótico con el fin de realizar alguna

de las conductas establecidas en la fracción I, del artículo

16
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194, del Código Penal Federal en el caso comercio, en la
hipótesis de venta; y, d) Qfé esa conducta la realice en
contravención a las disposíjones de la Ley General de
Salud.- Los anteriores elenjeptos materiales, normativos y
subjetivos se acreditan en b jtos en la forma siguiente: El

primero de los elementos obii tivos o extemos consistente en

el objeto material reque,

mencionados lo constituye

confeniendo polvo de coto

q

díh, fe el agente del Mi li í

conoció de los hehi
J

por el delito- y modalidad

envoltorio de papel color azul

Dlanco^ al parecer cocaína, del

terio Público de la Federación,

con lo que se acredita

fe^ciéntemente su existencia material.- Esta prueba tiene
pféñO^or probatoriú,^^ términos del artículo 284, del

Código Federal de Procedimi mtos Penales, al practicarse por

un funcionario facultado parí tal efecto, con sujeción a los

requisitos quhestablece el a ticulo 208, del propio Código y
respeqto de objetos que, debido a su materialidad, son

suscei^les de apreciarse, comúnmente, por medio del

sentido de la vista.- La suitancia sólida beige, según lo

afirmado por expertos oficíale s de la Procuraduría General de

la República, resultó ser clorí idrato de cocaína, considerada

como estupefaciente en la Ley General de Salud.- A este

dictamen se le concede valor probatorio pleno, con apoyo en

el artículo 288, del Código Federal de Procedimientos

17
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Penales, en atención a que se rindió en cumplimiento de lo

dispuesto en el numeral 234 del propio código, porque de las

constancias de autos se advierte que la conclusión a la que

arribaron los peritos la desarrollaron con base en su

experiencia, en los estudios minuciosos y precisos realizados

y en la técnica a su alcance (reacciones con desarrollo de

color, cromatografía en capa fina y espectrofotometria de

infrarrojo), se encuentra acorde con el resto del material

probatorio y no ha sido objetado por las partes, lo que Justifica

la eficacia probatoria plena reconocida a este dictamen, que

es idóneo para acreditar la naturaleza del narcótico

mencionado.- Es aplicable al respecto la te^ ̂de
jurisprudencia 256, emitida por la Primera Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, publicada en la

tomo II, Materia Penal, del Apéndice al Semanario JudiBñTdS^

la Federación 1917-2000, cuyo tenor literal dice: "PERITOS.

VALOR PROBATORIO DE SU DICTAMEN". (SE

TRANSCRIBE).- El segundo de los elementos objetivos o

extemos, la correspondiente acción, consistente en el hecho

básico de la posesión del clorhidrato de cocaína, se acredita

con el parte informativo suscrito y ratificado ministerialmente,

por los agentes Federales de Investigación Emesto Bautista

Carrillo y René Sánchez Hemández, en el que asentaron que

aproximadamente a las cero horas con quince minutos, del

i'
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' i

cinco de febrero del dos mil tred, al circular por las Calles

entre las ^

se

percataron de dos personas Jbe intercambiaban objetos de
mano en mano, por lo qu^j procedieron a interceptar a
quienes dijeron llamarse y

a quiene, ► se solicitó que mostraran sus

pertenencias, entregando el imero de los mencionados un

papel color azul, conteniendoei^lprio confeccionado en
piedras en colorí blanco, al parecer cocaína,

sacado de su bolsa de /ípo derecho varios billetes de
3S denominaciones: I i segunda persona hizo entrega

áe ̂ ^nvoitorio con las misn ís características y conteniendo
ia misma sustancia, hacienix mención que es adicto a la
cocaína y que momentos ar tes se la compró a la persona
que se encoiitraba Junto a él r\je conoce como Umen
la cantidad de pusieron a
disposición del Ministerio P jblico de la Federación a las
personas, los dos envoltorio^

prueba testimonial, en virtud

ratificado ministerialmente

suscribieron, en cuya medida

y el numerario (fojas 5 y 14 a
17).^ El Cual debe valorarse conforme a las reglas de la

de que el parte informativo fue

por los agentes que lo
como testimonios, tienen vaior

legal de indicio que se les (infiere con apoyo en el artículo

19
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285, pues cumplen tales declaraciones con lo dispuesto en el

precepto 289, ambos del Código Adjetivo Federal de la

Materia, al tomar en consideración que los agentes captores,

por su edad, capacidad e instrucción tienen el criterio

necesario para Juzgar el acto; por su probidad, la

independencia de su posición (en particular por su cargo) y

antecedentes personales se presume su completa

imparcialidad, ya que no se allegó prueba de lo contrario; el

hecho de que se trata es susceptible de conocerse por medio

de los sentidos, que los testigos conocieron por sí mismos y

no por inducciones ni referencias de otro. Además^ ;:j¡]as
Sí®

declaraciones asentadas fueron claras y precisas, sin

ni reticencias, sobre la sustancia del hecho y circun^' ̂ ^

esenciales, y expuestas libremente, porque no

de que hubiesen sido obligados por fuerza o

impulsados por engaño, error o sobomo.- Por lo antes dicho,

se consideran testimonios de calidad, en virtud de que no

existe constancia que demuestre que actuaron bajo algún

interés personal o que fueran obligados o coaccionados a

declarar en la forma en que lo hicieron, pues como ya se dijo,

actuaron en cumplimiento a un deber que su función les

impone. En apoyo de esta consideración se invoca la

jurisprudencia 255, emitida por la Primera Sala de la Suprema

Corte de Justicia de la Nación, consultable en las páginas 188

20
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y 189, tomo II, Mataría Penal, del Apéndice al Semanarío

Judicial de la Federación 19^7-2000, con el rubro: "POLICÍAS
APREHENSORES. VaÍoR PROBATORIO DE
TESTIMONIOS DE"

estupefaciente denomina

encontraba dentro del

material y jurídica, del

manos, ejercía un poder

del concepto posesión.
i-

cúai^ier modo. Sobre

t^lk ¿le Jurisprudencia

expuesto denota que ei

cioifiidrato de cocaína, se

f/o de acción de disponibilidad

íto activo, pues al estar en sus

hecho sobre él, núcleo esencial

n ¡tanto que podía disponer de él de

j/ harticular, este Juzgador invoca la

formada por la Primera Sala de la

^jprema Corte de Jisti Ja de la Nación, visible en las

255 y 256, tor lo II, Materia Penal, del Apéndice al

h Federación 1917-2000, con el

sumado siguiente: "S/lLL/D, DELITO CONTRA LA.

POSESIÓN. NATURALEIA DE LA MODALIDAD". (SE
TRANSCRIBE).- El eieminto subjetivo específico requerido

por la modalidad que se (istudia, consistente en la finalidad

de comercio, en la hipótesis de venta, del clorhidrato de

cocaína que poseía, aya naturaleza de narcótico se

determinó perícialmente, dt ? modo príncipal se acredita por su

presentación un envoltoró, presentación que facilita su

distribución: y que fue asegurado en la vía pública,

agregándose al hecho de que el codetenido

i^f^ánarío Judicial de

21
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señalara que momentos antes de su detención

había comprado un envoltorio con cocaína a un sujeto que le

dicen IHHV después se enteró responde al nombre

de ÍMHIIMÍHHHHI y reconoce como la
misma persona que desde hace un mes le compra un

envoltorio cada tercer día ya que es adicto al consumo de

cocaína.- Estos elementos, al examinarlos en conjunto, por su

relación lógica y Jurídica, inducen a concluir, fundadamente,

con apoyo en el artículo 286, del Código Federal de

Procedimientos Penales, que el sujeto activo poseía el

narcótico mencionado con la finalidad de venderlo, pues no

resulta verosímil pretender que lo haya poseído sólo pprJel

gusto de hacerlo, antes bien se entiende que corrió el i^^g
de poseerlo por el interés de lucro, pues se

también numerario.- Es decir, con base en loá^'^Wátdé^
CIRCUITO. ME

indicados, este Juzgador considera que existen indicios

suficientes para afirmar que la droga asegurada estaba

destinada para su venta, porque, en primer lugar, no es

común que una persona posea dos envoltorios con

clorhidrato de cocaína, en la calle que es donde normalmente

se comercia con ese estupefaciente; y que a su vez el

codetenido señalara que

momentos antes de su detención había comprado un

envoltorio con cocaína a un sujeto que le dicen

22
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que después se enteró responde al nombre de

que lo reconoce como la misma persona

que desde hace un mes le comjjra un envoltorio cada tercer
dia ya que es adicto al consumJde cocaína.- Adicionalmente
debe decirse que el elemento! subjetivo examinado no es

preciso que se declare acreJitado plenamente, pues de
acuerdo con las razones que inspiran el actual texto del

artículo 19 Constitucional y e| 134, del Código Federal de
Procedimientos Penales, basL que aquel requisito esté
satisííécho a título de probable, llomo en el caso acontece, para
que se declare debidamente jLbsfecbo, para los efectos del
puto de formal prisión.- ^ aplicable al respecto, la

em/Z/c/a por el segundo Tribunal Colegiado en

Mmria Penal del Tercer Cin vito, consultable en la página
874 del Tomo XI, mayo de do, \ mil, del Semanario Judicial de
la Federación y su Gaceta en su Novena Época con el

sumario: "SALUD, DELIT^ CONTRA LA. DEBIDA
INTERPRETACIÓN DEL ^Á^AFO PRIMERO, DEL
ARTÍCULO 195, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL
(REFORMADO)". (SE TRANÍi CRIBE).- Además es pertinente
citar la tesis de Jurisprudencm formada por el Primer Tribunal

Colegiado del Vigésimo Terc er Circuito, visible en la página
909, tomo XI, marzo del 2000, de la Novena Época del

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con el

23
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rubrü y texto siguientes: "SALUD, DELITO CONTRA LA. LA

FINALIDAD DE LA POSESIÓN DE NARCÓTICOS,

CONSTITUYE UN ELEMENTO ESENCIAL DEL TIPO PENAL

PREVISTO POR EL ARTÍCULO 195, DEL CÓDIGO PENAL

FEDERAL, QUE PUEDE ACREDITARSE CON PRUEBA

CIRCUNSTANCIAL". (SE TRANSCRIBE).- Asimismo, cabe

destacar que el delito y la modalidad que se estudia requiere

de la demostración de las circunstancias de modo, tiempo y

lugar de la comisión del hecho punible, las que quedaron

debidamente acreditadas en autos, con el parte informativo

suscrito y ratificado ministerialmente, y ante este Juzgado por

los agentes Federales de Investigación Ernesto Bautista

Carrillo y René Sánchez Hemández.- El elemento norrf^tivo

lo constituye el vocablo "estupefaciente" y, ademá^^t^^%
posesión se lleve a cabo en contravención a las dlspoiH&^ftmsLL

ClRClílTQMex/
penales y de salud aplicables, lo cual se actualiza

considerando que el artículo 193, párrafo primero, del Código

Penal Federal, dispone que se consideran narcóticos a los

estupefacientes, psicotrópicos y demás sustancias o

vegetales que determina la Ley General de Salud. Al efecto,

se entiende por estupefaciente "las sustancias de carácter

narcótico (stupeo: estupor; facere: causa, hacer) que

introducidas en el organismo originan trastornos

psicofísiológicos, provocando incluso inconsciencia en la
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perso/ia c^ug los usd. En ompiio Lontido sg Ig ígAgíb a todo
clasG dG rriGdicamentos o drogaJbuG lo mismo tienan función
curativa que da otra índola y iuyo suministro o consumo
pueden originar dependencia pan sus efectos adormecedores,

tranquilizantes, depresivos, esrimulativos, euforizantes, etc."
Francisco Pavón Vasconcelos, diccionario de Derecho Penal,
página 468, Editorial Porrúa.-¡/demás, el artíc&lo 234, de la
Ley General de Salud, dispor (Se traruBf^ribe). Este último

cuerpo normativo, en su precepto 237, prohibe en territorio

naciónal todo acto de los mar c ionados en el artículo 235, de

y  GStos autos nfj^^observa que el inculpado se
L^i^e en alguna de las circuilhtancias de exclusión a que se
^ffpi^el artículo 238 d^^ muLicitada Ley General de Salud.-
A§^úes, los indigíos que gem ían las pruebas que integran la
indagatoria geminada en fon la individual, al estudiarlos en
conjunto, Goikatenados en fcrma lógica, jurídica y natural,
integran la prueba circunstanchl, con valor pleno que se le

otorgá^on apoyo en el artlcu\286, del Código Federal de
Pípcedimientos Penales, idón(^a\(^suficiente para demostrar
que una persona (sujeto activo) poseyó en sus manos

(acción), y por tanto mantuvo c ̂ entro de su radio de acción y
libre disponibilidad núcleo esen lial en que radica la posesión,
un envoltorio de papel color aiul conteniendo polvo blanco,

con las características propias de la cocaína, que al ser
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examinada por peritos oficiales de la Procuraduría General de

la República, concluyeron que corresponde a clorhidrato de

cocaína, con un peso neto recibido de 0.1 gramos sustancia

reputada como estupefaciente en la Ley General de Salud,

aproximadamente a las cero horas con quince minutos, en la

y

(circunstancias de tiempo, modo, lugar y

ocasión), en contravención a las disposiciones penales y

sanitarias aplicables (elemento normativo), con lo que puso

en peligro la salud pública (bien jurídico tutelado), pos)a$ión

que como ya se dijo tenía la finalidad de realizar al^h^ de
ís , J-

las conductas establecidas en el artículo 194, fraccióltó^ilél

Código Penal Federal (elemento subjetivo

concretamente comercio, en la hipótesis de venta.-

se advierte claramente en autos, por vía de consecuencia, de

lo antes razonado, el nexo lógico de atribuibilidad entre la

conducta desarrollada por el sujeto activo y el peligro que

causó con ella, pues de no haber actuado de ese modo no se

habría generado el peligro a la salud pública referido.- V.- La

plena responsabilidad penal de ||HHIHHIHH||P en
la comisión del delito Contra la Salud en la modalidad de

comercio (hipótesis de venta) de clorhidrato de cocaína

previsto y sancionado en el artículo 194, fracción I, en

i
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relación con el 193, del Código ffenal Federal; y en la

modalidad de posesión de clorhidrato de cocaína, con fines

de comercio, en la hipótesis de vema, previsto y sancionado

por los artículos 193, 194, fracción I y 195, primer párrafo, del
Código Penal Federal, y en concordancia a su vez con los

artículos 234, 235, 236 y 237, de la Ley General de Salud, se

encuentra comprobada, en térmihbs de los artículos 134, 168

y 180, del Código Federal de fjQcedimientos Penales, pues
con Jos medios probatorios resn/pados en los considerandos

•"i •''v I
///yz 1% se justifica claramente su [participación en la ejecución
c^ eso's hechos ilícitos y modali

'  ■*' Ir^tériaí probatorio se advierte
'te,

acfes, sin que de ese mismo

alguna causa que pudiera
*0 consecuencia reconocer la licitud de la conducta

ada por el indiciado, )or lo que su actuar debe

calificarse como antijurídico.- E/i efecto, los medios de prueba
detallados en el considerando segundo de esta
determinación, por su enlace lógico, jurídico y natural, en
términos del artículo 286, \del Código Federal de
Procedimientos Penales, son a¡ Job y suficientes también para
demostrar la plena responsabil daa\penal de

en la comisión del delito ^tes precisado, pues de
ese material probatorio destaca, por su pertinencia e

idoneidad jurídica, el parte informativo y de puesta a
disposición suscrito y ratificado ministerialmente, por los
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agentes Federales de Investigación Ernesto Bautista Canillo

y René Sánchez Hernández, en el que asentaron que

aproximadamente a las cero horas con quince minutos, del

cinco de febrero del dos mil tres, al circular por la Calle

entre las

se

percataron de dos personas que intercambiaban objetos de

mano en mano, por lo que procedieron a interceptar a

quienes dijeron llamarse BHHHHHHHIY flHj

^ Quienes se solicitó que mostráramos
pertenencias, entregando el primero de los menciona%^^n
envoltorio confeccionado en papel color azul, contei^i&o
pequeñas piedras en color blanco, al parecer

sacando de su bolsa de lado derecho varios

diferentes denominaciones: la segunda persona hizo entrega

de un envoltorio con las mismas características y conteniendo

la misma sustancia, haciendo mención que es adicto a la

cocaína y que momentos antes se la compró a la persona

que se encontraba junto a él y que conoce como

la cantidad de mHHHHi pusieron a

disposición del Ministerio Público de la Federación a las

personas, los dos envoltorios y el numerario.- Lo ya dicho se

robustece, además, con la inspección que practicó el agente

del Ministerio Público Federal sobre la sustancia asegurada.
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útil para demostrar su existencia y ccp el dictamen en materia
de química, en el que expertos oficiales concluyeron que esa

sustancia corresponde a clorhidrata de cocaína, con un peso
neto de 0.1 gramos, cada e^oltorio.- Finalmente se
corrobora con lo declarado por el ̂ odetenido
mmi Qw/en enterado de la imputación que obra en su
contra, señala que la acepta, y

que indican los agentes aprehe

su detención le fue asegurado

az&l, conteniendo polvo blanco,
y

es cocaína, y que dicha coc>

déWnción la había comprado í

fue detenido el día y hora

»res, y que ai momento de

envoltorio de papel color

ve el deponente sabe que

iína momento antes de su

un sujeto que le dicen

fe/ cual fue detenido igual que el dicente, persona que

después se enteró responde al nombre de
que lo reconoce comó la misma persona que desde

hace un mes le compra un envc Itorio cada tercer día ya que

es adicto al consumo de cochina.- Por tanto, todos los

indicios reseñados, valorados ed forma conjunta, integran la

prueba indiciaría o circunstanciannrevista en el articulo 286,

del Código Federal de Procedimihntos Penales, y permiten

concluir que HHHHIHHIiÉp 1^ persona que en
forma consciente y voluntaria (con dolQj^y en forma personal,
en términos de la fracción II, del artículo 13, del Código Penal

Federal (intervención directa del sujeto activo), vendió un
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envoltorio de papel color azul conteniendo clorhidrato de

cocaína en la cantidad de ̂¡¡¡¡1111011^ y además poseyó
en las manos otro envoltorio de papel color azul conteniendo

clorhidrato de cocaína, y según dictamen emitido por peritos

oficiales de la Procuraduría General de la República, esa

sustancia se considera estupefaciente por la Ley General de

Salud, posesión que tenía la finalidad de realizar alguna de

las conductas establecidas en el artículo 194, fracción I, del

Código Penal Federal (elemento subjetivo específico),

concretamente comercio, en la hipótesis de venta, las cwá/es
•>/ -V;

llevó a cabo aproximadamente a las cero horas con (^irice

minutos, del cinco de febrero del dos mil tres, en la

lAP nal

Además, ya se dijo que la posesión de dicha droga

se considera que estaba destinada para realizar actos de

comercialización, en la especie de venta, en atención a los

antecedentes reseñados, pues el clorhidrato de cocaína

estaba contenido en un envoltorio listo para su venta, aunado

a que fueron asegurados el sujeto y su codetenido cuando se

encontraban en la vía pública, y ya había vendido otro

envoltorio igual a su codetenido fllHUHHBHI
momentos antes de su detención, según lo afirma el antes

citado.- Debe también afirmarse, para acreditar la plena
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responsabilidad penal de que al
momento de cometer los hechosilícitos tenía la capacidad de
comprender lo injusto de su hecho y querer su realización,

afirmación que se formula al np advertirse de la revisión de
los autos que al momento que vendió un envoltorio de

papel color azul con cloíhlcffato de cocaína y ejerció la

posesión de otro envoltorio similar también con clorhidrato de

cocaína con el fin específícl) que perseguía; se hubieren
encontrado bajo un trastojlna mental o desarrollo intelectual
^ta^ado, que le quitara esa capacidad do querer y entender.
Asimismo, debe considen trsB que dicha persona actuó con

p^^ncia de la antijuriucidad del hecho típico, pues de
abtos no se advierte que actuara bajo un error esencial e
invencible de prohibición, por desconocimiento de la ley o
de su alcance, o porque h)íbiere creído que su conducta se
encontraba amparada por ̂ na causa de licitud, ya que
atentas las circunstancias -^ue concurrieron en la realización

de su conducta ilícita, r 3cionalmente le era exigible un

proceder distinto al que eje cutó pues bien pudo determinar su

actuar conforme a derecho.- No es obstáculo para decidir lo

anteriori el hecho de que al rendir

su declaración ministeríel, que ratificó en preparatoria,

::ión que le formulan los agentes

en el

hubiese negado la imputa

aprehensores y el testigo
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sentido de que al momento de su detención no le fue

asegurado objeto prohibido alguno, mucho menos cocaína; lo

anterior es así en virtud de que ante la presencia Judicial al

rendir su ampliación de declaración, reconoció que poseía un

envoltorio con cocaína, por lo cual debe prevalecer sobre sus

primeras declaraciones su posterior versión en la que en

forma lisa y llana, aceptó que le fue asegurado uno de los

papelitos; aunado a que en la propia declaración del

inculpado existen indicios que corroboran el dicho de sus

aprehensores, como son que el inculpado acepta que fqe

en la

detenida otra persona.- Al caso es aplicable la jurisprudenéía
268, consultable en las paginas 150 y 151 del apén^^¡^^¡^¡^,
Semanario Judicial de la Federación, de 1917-1995, Tomoll^ ''
materia penal, que es del tenor siguiente.- "PRUEBA

CIRCUNSTANCIAL VALORACIÓN DE LA. (Se transcribe).-

De igual manera ningún beneficio le aporta la declaración de

^í testigo se limitó a manifestar a

preguntas de la defensa: 1. Que diga si conoce a flimf
R. Si lo conozco, lo conoce por sus

familiares, lo conoce desde el cinco de febrero del presente

año, ya que el emitente fue a la tienda que se encuentra en la

y se percató de que venía por la
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I  "*■

hay puestos de
agente del Ministerio Público de la

misma calle y había un taxi parado en la esquina con
HHVy hajo una pejsona y empezaron a platicar y
luego se bajó el copilotojjy empezaron a forcejear y lo
subieron, había otra pMona detrás del carro, y se
arrancaron. 2. Que diga L qué distancia se percató del
forcejeo. R. De veinte a tréinta metros. 3. Que diga cuánto
tiempo duró el forcejeo áüe refiere. R. Como vn minuto. 4.
Que diga aproximadame^tt f a qué hora aúQnteció el forcejeo.

nueve (Je la noche. 5. Que diga
pónip era la afluencia de personas en ese lugar. R. Que había

Aalgó de gente porque c
A preguntas de /

fción de legales contestó. 1. Que
diga cómo era la.^isibilida \/ en el lugar de los hechos. R. Era

diga si se percató del número de

le puso mucha atención porque
3. Qjie diga cómo vestía IBHV
rra blanca con rayas azules y el
escriba a las personas que refiere

bajaron del vehículo, R. ()ue no las recuerda ya que ya pasó
mucho tiempo y fue rápido.- De lo que se desprende que el
testigo incurre en in precisiones que desvaloran su
testimonio, porque en cue nto al hecho básico de la detención
del acusado, que dijo presenciar, refiere una hora y día

F^leración, previa caí

más o menos clara. 2. Q

placas qumfi^re. R. Que
venía viendo a

R. dSpí traía una cham<
pantalón oscuro. 4. Que
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diferentes de los mencionados por\

pues ei acusado señala que su detención se llevó a cabo a

las diecinueve horas del cuatro de febrero del dos mil tres, y

el testigo menciona que fue como a las ocho y media a nueve

de la noche, del cinco de febrero del año en curso (sic);

además de que en su declaración inicial

no menciona que en su detención haya estado

presente último menciona que lo

conoció hasta el día de la detención, de esto último no resulta

lógico que sin conocerlo previamente haya podido ser

ubicado como testigo, amén de que éste no acr^ifó
ij-i

realmente haber estado presente en el lugar de los hechiqs.-

Aunado a que en contra de

las imputaciones que le hacen los elementos aprehénS^^,
Ernesto Bautista Carrillo y René Sánchez Hemández, en%l

sentido de que aproximadamente a las cero horas con quince

minutos, del cinco de febrero del dos mil tres, al circular por

Calle MHHP HHIHHHIHVy

bhhhhhihíhhihhíhhhíhhhi
percataron de dos personas que intercambiaban objetos de

mano en mano, por lo que procedieron a interceptar a

quienes dijeron llamarse Y AHI

IHIIIBimilllllpa quienes se solicitó que mostraran sus
pertenencias, entregando el primero de los mencionados un
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envoltorio confeccionado en pÁel color azul, conteniendo
pequeñas piedras en color ilanco, al parecer cocaína,
sacando de su bolsa de ladi derecho varios billetes de
diferentes denominaciones; la segunda persona hizo entrega
de un envoltorio con las mismaL características y conteniendo
la misma sustancia, haciende

cocaína y que momentos an

que se encontraba junto a él

la>^aintidad de
sostienen en forma directa
careok- Las cuales están o

efe

mención que es adicto a la

^s se la compró a la persona

que conoce como fHH^en

imputaciones que le

acusado en la diligencias de

roboradas con la declaración

quien señaló que

iención había comprado unitos antes de su d*

envoltorio con cocaína a un que le dicen

que después se enteró respor^e al nombre de

dlHHHI y que
que desde hace un mes le co

node^omo la misma persona
npra un envoltorio cada tercer

día ya que es adicto al consur lo de cocaína.- Sirve de apoyo
a lo anterior, la tesis de Jurispr idencia 376 visible a fojas 275,
Tomo II, Materia Penal del Api ndice al Semanario Judicial de
la Federación 1917-2000, in\ cocada con anterioridad cuyo
rubro es: "TESTIGOS. APRECIACIÓN DE SUS

declaraciones TERCERO.- En vía de agravio, el
Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito
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expresó lo siguiente: "Causa agravio a la Representación

Social Federal la sentencia condenatoria del veintitrés de

junio del año en curso, respecto de la baja penalidad

impuesta sentenciado HHHHHHHHHHV Por
el ilícito de CONTRA LA SALUD EN LA MODALIDAD DE

COMERCIO (HIPÓTESIS DE VENTA), CLORHIDRATO DE

COCAÍNA, previsto y sancionado en el artículo 194, fracción

I, en relación con el previsto 193, ambos del Código Penal

Federal y en la MODALIDAD DE POSESIÓN DE

CLORHIDRATO DE COCAÍNA, CON FINES DE COMERCIO

(VENTA), previsto y sancionado los numerales 193 y 19^,
a-.

fracción I y 195, párrafo primero, del Código Penal Feder&f.-

Pues si bien es cierto, que en la especie, no es posible apliéar

el concurso real de delitos, por las razones que expon^^
juzgador cuando refiere sustancialmente: "...por tenté

solamente se aplicara a la pena que corresponde a la

modalidad de mayor entidad punitiva, sin que sea menester

agravar la misma por cualquier otra circunstancia o en

atención a la restante; en esa tesitura, la modalidad mayor

por lo que hace al acusado de referencia lo es el de contra la

salud en la modalidad de comercio (hipótesis de venta) de

clorhidrato de cocaína, el cual se sanciona conforme a lo

dispuesto por el artículo 194, del Código Penal Federal, que

establece penas de diez a veinticinco años de prisión y de
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cien hasta quinientos días multa J", es decir, al tratarse de un
delito con diversas modalidades no menos cierto resulta ser
que, ilegalmente, el juzgador Implica un concurso ideal de
delitos", puesto que refiere quff aplicará la penalidad de la
modalidad mayor del delito

desprende de lo establecido p

del Código Penal Federal, en

del artículo 64, del mismo ore

entra al salud, según se

el artículo 18, parte primera,

lación con el párrafo primero,

enamiento legal, no obstante

que lo refiere con diversas paisbras, en esencia se trata de
un (^ncurso ideal de delitos, nc obstante que es de explorado
derecho que no cabe, en el caí fo concreto aplicar el concurso

/dea/, sino que la cir :i^stancia de que se trate de
do^iversas modalidades del c te/llfo contra la salud, ello viene
a repercutir en el Juicio de rep¡

analizarse, una mayor culpab

delito, al haber perpetrado a c iversas modalidades del delito

contra la salud, en términos de lo dispuesto por el artículo

193, párrafo tercero, del Código Penal Federal, es decir,

deberá tomar en consideración el juzgador, que tales

ócife. toda vez que deberá de

1idad\en el agente activo del

aspectos recrudecen la pena p

el peligro expuesto a la salud

comenten varias modalidades

ivativa de libertad, puesto que

pública es mayor, cuando se

< ie un delito contra la salud y
no sólo una de ellas, debienéo ponderarse la cantidad de
droga en cuanto a la modalid^ de posesión con fines de
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comercio y a la de venta por separado, asf como la

naturaleza de los narcóticos, como se dijo el mayor peligro

expuesto a la salud pública, por efecto de lo antes trascrito.-

A mayor abundamiento esta Fiscalía, estima que la pena

impuesta al sentenciado correspondiente a TRECE AÑOS,

NUEVE MESES DE PRISIÓN Y DOSCIENTOS DÍAS

MULTAS, equivalentes a DOCE MIL PESOS, es baja, toda

vez que en otro aspecto dicha pena debe ser congruente con

el grado de culpabilidad del hoy sentenciado. Esto es así ya

que de conformidad con el estudio de personalidad practiqado
i?a  Subdirector Torneo

del Reclusorio Preventivo Varonil Sur del Distrito Fedli^l,
éste cuenta con capacidad criminal, índice de

peligroso y adaptabilidad social media, lo que no es

con lo resuelto por el Juzgador, cuando señala que

BIBI presenta un grado de culpabilidad equidistante
entre el mínimo y eí máximo, es decir, una cuarta parte de la

máxima; y si bien el mismo Juzgador hace alusión a que el

sentenciado cuenta con antecedentes penales, es decir, un

ingreso a prisión (antecedente que el mismo activo negó

tener al momento de emitir su declaración preparatoria, pues

él esta consciente, que dicho antecedente le resulta

desfavorable) ante el entonces Juzgado Décimo de Distrito en

Materia Penal en el Distrito Federal, por un delito contra la
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salud (en la modalidad de posesiah de marihuana), sólo hace
mención que es desfavorable pajja
no toma en cuenta dicho dato Jijejado por el Departamento
del Registro Nacional de Idenmtación de Sentenciados, al

momento de imponer la pena.jf^ lo anterior se colige, que
cuenta con un grado de

culpabilidad superior a una chaka parte de la máxima, es
qi e equivaldría a aumentar la

concordancia con la siguiente

p '^asente caso: jurisprudencia

decir, superior a la media, lo

f^nqjidad impuesta, estos en

^sisj que resulta aplicable, al
gúmero 80, visible en la páginÁ '12 y 113, del Apéndice y su

anteriormente Wvocac/os, que precisa lo

-simiente: "PENA. DEBE SER CONGRUENTE CON EL

GRADO DE CULPABILIDAD DEL SENTENCIADO. LA CUAL

DEBE ESTABLECERSE EN

PRECISA". (SE TRANSCRIBE,

f^RMA INTELIGIBLE Y
Méxime, que el activo al

contar con la edad de treinta jf seis años, es una persona
madura, que esta consciente de

mismo ha reconocido que es

sus actos, además de que él

afecto a la cocaína, y a la

marihuana, está consciente de ódos los problemas de salud

que traen consigo dichas adicciones, y aún así quiso la

realización o el resultado d' ? su conducta antijurídica,

exponiendo la salud públicq de los gobernados al

comercializar con una droga, considerada como
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estupefsciente por Id Secretaría de Salud y narcótico por el
Código Penal Federal; aún cuando estaba consciente de su
actuar y conocía los elementos objetivos o externos que
constituyen la materialidad del hecho delictuoso. Asimismo
las circunstancias de lugar, tiempo, modo u ocasión del hecho
delictuoso, el cual se llevó a cabo el día cinco de febrero de
dos mil tres, aproximadamente a las cero horas con quince
minutos cerca del domicilio del sentenciado, pues se llevó a
cabo en la las

éstey vive en

circunstancia que permite reiterar que el
materia penal

realizar su conducta en un lugar público, expuso con
razón el bien Jurídico tutelado como lo es la salud pública,
pues cualquier adicto, al ver la realización del ilícito, hubiera
procedido a actuar al igual que fHHim|[|||mi|P
quien fue el sujeto que le compró a fHiHHIIHHiP
citado narcótico, sobre todo porque es una droga que por su
naturaleza causa adicción y procede más estragos a la salud,
tan es así que se le conoce como una droga "dura", en
contraposición a las "blandas".- Así, a efecto de sustentarlas

consideraciones de todo Juzgador, para determinar el grado
de culpabilidad en que se debe ubicar al sentenciado se

(
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deben concatenar de manera lógica y jurídica, las
circunstancias exteriores de ejecución del delito, con las
circunstancias personales del sentenciado y el dictamen
clínico criminológico, que cumple con el dispositivo del
artículo 146, del Código Federal de Procedimientos Penales,
para que con base en ello, pueda cumplir con los fines

Jurídicos de la aplicación de lis penas, toda vez que en la
especie la pena decretada, se insiste úfjpstituye un mero
Paliativo, pues la misma, ni inlimid^ y mucho menos reprime

1^-conducta ilícita, de los q le sé pone de manifiesto la
necesidad de aplicar penas^^atiendan adecuadamente a

Pre/enckñ general y especial, para con
ello evitar la reincidenS^ralk ia cuenta que el quantum de la
pena debe guartjj^roporcióm analítica con la gravedad de la
infracción y con las caracter^^tiqas del delincuente, lo que
resulta inctt^tuente es el piar teamiento del Administrador de

beneficia al muliirreferido sentenciado, con una

pena%géhima. En consecuencia, es importante señalar que si
f^n, esta Fiscalía estima
encuadra en un grado de culp< ibilidad máxima, tampoco lo es

que encuadre en la equidistan

si bien es cierto, la potestad

e entre el mínimo y el máximo.

es decir, una cuarta parte de í í máxima, sino en un grado de

culpabilidad superior a la media. Finalmente debe decirse que

de la individualización de las
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sanciones corresponde en principio al juzgador, no menos es

verdad, que dicha facultad no es arbitraria y debe ceñirse,

como ya se estableció a las reglas señaladas por los artículos

51, 52 y 193, párrafo tercero, del Código Penal Federal, asi

como a las reglas de la lógica. Consecuentemente, es

menester, que se aumente la penalidad que originalmente se

cuenta con un grado culpabilidad mayor a la cuarta parte de

la máxima, de conformidad con lo ya expuesto en vía de

agravios y en plenitud de jurisdicción.- Se invocan los

siguientes criterios, en apoyo de lo expuesto en vía de

agravios- Octava Época. Instancia: PRIMER TRláy^^L
COLEGIADO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITOry^um^é.
Semanario Judicial de la Federación. Tomo: XIII Abril.

407 "PENA, REGLAS PARA LA INDIVIDUALIZACION DE

LA". (SE TRANSCRIBE).- "PENA. REQUISITOS PARA SU

INDIVIDUALIZACION". (SE TRANSCRIBE). Octava Época,

Tribunales Colegiados de Circuito, Gaceta del Semanario

Judicial de la Federación, Tomo 58, Octubre de 1992, Tesis

II, 3° J/34, P g. 43.- Octava Época. Instancia: SEGUNDO

TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente:

Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VIII Diciembre.

Página: 258. "PELIGROSIDAD, FORMA DE ESTIMAR EL

QUANTUM DE LA". (SE TRANSCRIBE).- Octava Época.
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Instancia: SEGUNDO TRIBUNRi COLEGIADO DEL SEXTO

CIRCUITO. Fuente: Semanaip Judicial de la Federación.
Tomo VIII Diciembre. Páglná 258 "CULPABILIDAD. PARA

DETERMINAR SU GRADO, épBEN TOMARSE EN CUENTA
LOS ANTECEDENTES PE,

TÉRMINOS DE LA REF

CÓDIGO PENAL FEDERA

(SE TRANSCRIBE)".- Por

aefert^a pública del hoy
"V

"Oauáa agravio a

ééñtencia condenatoria de h

por el Juez

láñales Federales en el

consideró penalmente resf.

IES DEL PROCESADO, EN

^MA AL ARTICULO 52, DEL
DE 10 DE ENERO DE 1994".

parte, en vía de agravio la

Rendado expresó lo siguiente:

la

iha veintitrés de junio del año en

\é̂ptimo de Distrito de Procesos
trito Federal en la que se le

el articulo 194, fracción I, en

Federal, y en la modalidad

^able en la comisión del delito
CONTRA LA SALUD en ia modalidad de comercio (hipótesis
de venta) de dorhidrato de c ycaína, previsto y sancionado en

elación al 193, del Código Penal

de posesión de clorhidrato de

cocaína, con fines de comen, io (venta), previsto y sancionado

por ios artículos 193, 194, fn cción I y 195, primer párrafo, del

Código Penal Federal, e imponerle la pena de TRECE AÑOS

NUEVE MESES DE PRISIÓ V Y DOSCIENTOS DÍAS MULTA

EQUIVALENTES A DOCE MIL PESOS.- Se viola en perjuicio
de mi representado lo establecido en los numerales 193 y
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194, fracción I y 195, párrafo primero, del Código Penal

Federal, así como los artículos 161, 168, 279, 285, 287, 289 y

290, del Código Federal de Procedimientos Penales.- Del

estudio y análisis de la sentencia impugnada, se colige que la

misma le causa agravio a

en virtud de que no se presentaron los principios reguladores

de valoración de la prueba, ya que, en contravención a lo

aseverado por el Juez Natural, en los autos que integran la

causa de origen, no existen probanzas o convictivos

suficientes para acreditar fehacientemente su pena
responsabilidad penal en la comisión del delito CON'T'

0SALUD en la modalidad de comercio (hipótesis de

clorhidrato de cocaína, previsto y sancionado en el al

194, fracción I, en relación al 193, del Código PenaiJi^^^^^P^^:^
y en la modalidad de posesión de clorhidrato de

fines de comercio (venta) previsto y sancionado por los

artículos 193, 194, fracción I y 195, párrafo primero, del

Código Penal Federal; ya que no existen elementos

suficientes de prueba para demostrar que efectivamente el

día en que se suscitaron los hechos

HHP/iea//zó actos de comercio con el narcotráfico afecto,
ni que haya poseído la droga afecta a la causa con la

finalidad de realizar actos de comercio (venta), máxime que al

verter sus declaraciones dentro de la causa penal en todo
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momento negó de manera sclstenida y reiterada haber
cometido los hechos que se lelatribuyen y manifestar tal y
como se Hevó a cabo su detenéión¡ por io tanto el Juzgador
debió tomar en consideración (¿chas declaraciones por reunir
los requisitos de Ley.- Por otjd parte, el Juzgador no debió
otorgarle valor alguno al testimonio de ios agentes

aprehensores Ernesto Bauüsja Canillo y René Sánchez
Hernández y <fl|||||||||||||||ÍH no reunir ios
requisitos exigidos en el arti 7iJio 289. del Código Federal de
f^cedimientos Penales.- Pe r todo lo anterior y en este orden
de ideas, solicito a su Señoría revoque la sentencia

^  A/garmecZ/ante la cual se le deje
dn ABSOLUTA E INMEOIAl 1 LIBERTAD a mi representado
por los delitos que se ambuyen, al no existir prueba

fehaciente alguna que demudátra que efectivamente el día en

que se suscitaron los hechbs^ya cometido tales ilícitos,
teniendo aplicación la siguiente tesis de jurisprudencia:

"PRUEBA INSUFICIENTE, CONCEPTO DE", (SE

TRANSCRIBE). Sexta Ép >ca. Instancia: Primera Sala.

Fuente: Apéndice de1995. T }mo: Tomo II. Parte SCJN Tesis:

269. Página: 151.- Por otra f. arte, el Juzgador al proceder a la

e imponerle la pena de TRECE

PRISIÓN Y DOSCIENTOS DÍAS

individualización de la pena

AÑOS NUEVE MESES DE

MULTA EQUIVALENTES A DOCE MIL PESOS, no hace una
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debida aplicación de los artículos 29, 51 y 52, del Código
Penal Federal, porque al aplicarla ella quo no tomó en cuenta

las circunstancias peculiares del acusado, su educación, su

ilustración, sus condiciones económicas, las especiales en

que se encontraba en el momento de la comisión del delito y

circunstancia de tiempo, lugar modo y ocasión que

demostraron su menor culpabilidad. Por lo que el Juzgador al

no aplicar debidamente los artículos señalados, la pena

impuesta a mi defenso resulta excesiva, teniendo aplicación

las siguientes tesis de Jurisprudencia: "pFNA
INDIVIDUALIZACIÓN DE LA. REQUISITOS".Í")i($E
TRANSCRIBE), Sexta Época, Instancia: Primera%l^ta,
Fuente: Apéndice de 1995 Tomo: Tomo II, Parte SCJN, Teéfi:

SEXTO TRIBUNAL

241, Página: 137.^ "PENA, REGLAS PARA^W
CIRCUITO, Mí

INDIVIDUALIZACIÓN DE LA." (SE TRANSCRIBE). Octava

Época, Instancia: Tribunales Colegiado de Circuito. Fuente:

Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VIII Diciembre.

Página 258". CUARTO.- Después de analizar las constancias

del sumario y la resolución impugnada, es de advertir

infundados los conceptos de agravio precisados por la

defensa pública del procesado, pues adversamente a lo que

en ellos se plantea el Juzgador federal de primera instancia,

con apego a los principios reguladores de la valoración de la

prueba a que refieren los artículos 279 y del 284 al 290, del

V
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Código Federal de Procer

estimó acreditado el cuerpí

mientos Penales, válidamente

iel delito contra la salud en las

modalidades de posesión ael narcótico nominado clorhidrato

de cocaína con fines de cojni ircio, hipótesis de venta, previsto
y sancionado por el ártica

con los diversos 193 y

Federal; y venta del i^k

sancionado por el artículo

1^, del código punitiv¿

D 195, párrafo primero, en relación

94, fracción I, del Código Penal

mo estupefaciente, previsto y

fracción I, relación al diverso

?  referencia; pues los datos

son suficientes para acreditar,

étivos o externos, normativos,

fino los subjetivos, qué constituyen el referido ilícito en

Vos cuales son: a) La existencia
ak los señalados en el artículo

íeiéfnodalidades precisadas,
material de algún narcótico

193, del Código Penal Fed^ral^bjeto material); b) Que el
sujeto activo despliegue e

merced a las cuales en rr

posea y verifique acto de

distinta de dicho narcótico (\

conductas previstas en el

Federal, al caso vender tal

vía de acción las conductas

omento y circunstancia diversa

comercio, respecto de cantidad

conductas típicas); c) Que en lo

que corresponde a la conducta de posesión entrañe la

finalidad del agente del delito de realizar alguna de las

artículo 194, del Código Penal

I Sustancia (elemento subjetivo

vinculado a la teleología delictual); d) Que lo anterior lo

'l
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realice sin la autorización a que se refiere el Capítulo I del

Título Décimo Sexto de la Ley General de Salud (elemento

normativo),- Además se encuentra acreditada la

responsabilidad penal del inculpado flHHIBHIHBP
en su carácter de autor material conforme lo preceptuado en

el artículo 13, fracción II, del Código Penal Federal, al

ponerse de relieve la materialidad de los hechos en cuanto a

que aproximadamente a las cero horas con quince minutos

del cinco de febrero de dos mil tres, sobre la

entre las diversas

activo de manera imputable realizó por sí las condéptas

encaminadas al fin doloso, en términos del primer
,Uf:

artículo 9" del código sustantivo aludido, pues a pesar

conocía los elementos del delito quiso la realización de los

hechos descritos por la ley al enajenar un envoltorio de

material sintético transparente contenedor de cero punto un

gramo de la sustancia que pericialmente se determinó

corresponde a clorhidrato de cocaína a

la cantidad de |||||[H|||H[||H^ ulteriormente,
en las inmediaciones del referido lugar, dicho inculpado

poseyó un envoltorio en papel color azul contenedor de

pequeñas piedras blancas con peso neto de cero punto un

gramo de clorhidrato de cocaína, según se dictaminó
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relatados, la cantidad y fot

como la propia aceptaciót

haber comprado uno de /(j

advertir estaba destinado

sin contar con la autorizí

pericialmente, considerada eéupefaciente por la Ley General
de Salud, el cual además/,!conforme a los antecedentes

de la envoltura de la droga, asi

Ve

envoltorios al procesado, es de

5í/ venta; actividad que desplegó

vón correspondieñfe a que se

refiere el Titulo Décimo Sa to. Capítulo fh^e la Ley General
de Salud, con lo cual puso in pe//gp al bien jurídico tutelado
cpn^stente en la salud pi )blica; por lo que es inconcuso,
cómo ya se mencionó, se £ ct^^^n los elementos objetivos o

jetivos que constituyen el cuerpo

dét delito anteriomédlp \ aludido, en la modalidades
precisadas, así p^o la r ísponsabilídad penal de ÍB|H|

úsíóh^ toda vez que las conductas
nculpado lo fueron de manera

hecho, bajo la capacidad psíquica

delicSSq^ dolosa e inexistk dato para establecer causa de

Pf^oeder, o bien excluyante alguna de

culpabilidad.- Lo anterior s i acredita con el parte informativo y

puesta a disposición del :inco de febrero de dos mil tres,

signado por los agentes federales de Investigación Emesto
Bautista Carrillo y René ̂ Sánchez Hemández, en el cual
señalaron que en esa data, aproximadamente a las cero

}en su corn

desplegad9p^or dicho
imputable, con dominio de
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entrehoras con quince minutos, sobre ia

y

vieron a dos sujetos

quienes intercambiaban objetos de mano en mano, al

interceptarlos dijeron llamarse y

el pnmero les entregó de manera

voluntaria un envoltorio en papel azul contenedor de

pequeñas piedras blancas al parecer cocaína y de su bolsa

derecha sacó varios billetes de diferentes denominaciones, el

segundo traía un envoltorio con las mismas características y

sustancia, mencionó la compró a en

\por ello fueron asegurados. Ese parte fue ra^hdo
por sus signatarios ante el Representante Social dMjp

Federación en la misma fecha, y ante la autoridad ¡úWBMfM
■' T/TmiERiaPEnA

ampliar la declaración el nueve de abril de dos mil tré§^'%W^.
diligencias de careos que sostuvieron con el inculpado

entrelaza la declaración de emitida

ante el Representante Social de la Federación el cinco de

febrero de dos mil tres, en la cual señaló que en esa fecha,

aproximadamente a las cero horas con quince minutos, le

aseguraron un envoltorio de papel azul con polvo blanco que

sabía era cocaína, y momentos antes de su detención se la

había comprado a un sujeto que sabe le dicen y
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7/

persona que cada tercer día

hacia un mes atrás aproxit

consideración la diligencia

s

Adfcipnalmente, converge
h.
^napo por ios expertos

i//ca, Giidardo Cruz

fue detenido ai igual que él, e/j ese momento supo se llama

quien reconoció como a la

compraba un envoltorio desde

demente.- Además, resulta de

inspección practicada por el

Ministerio Público de la Febkradón, en la cual se dio fe de

dos envoltorios de papel ami con polvo blanco, al parecer

cocaína y billetes en I diferentes denominaciones.-

eñ dictamen en materia de química

d 3 /a Procuraduría General de la

A ilasco y Elsa Sánchez Barba, en

concluyeron que /A? muestras de los envoltorios de

ozul con peso neto c ada uno de punto un gramos de

polvo beige, corresponden i aorhidrato de cocaína, sustancia

considerada estupefaciente por la Ley General de Salud.- Asi,

la ponderación interrelacionada de las declaraciones de los

agentes captores Emesto Bautista Carrillo y Pené Sánchez

Hemández, permiten estabi 9cer las particularidades de modo,

tiempo y lugar relativas a h i secuela en que acontecieron los

hechos y constituyen impu tación directa respecto a la venta

de clorhidrato de cocaína c ue el inculpado hizo con el testigo

ys que vieron cuando el primero le

entregaba un envoltorio ai segundo y a cambio recibía dinero,

al ser asegurados con jboraron que efectivamente el
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procesado había realizado la venta referida; lo cual se

corrobora con la propia exposición de

aducir que al ser detenido le fue asegurado un envoltorio de

papel azul con polvo blanco con cocaína, la cual momentos

antes de su detención se la vendió fHH quien supo
se asimismo, el inculpado

poseyó con fines de comercio en la hipótesis de venta un

diverso envoltorio de papel azul con pequeñas piedras

blancas de clorhidrato de cocaína que le fueron localizadas

por los elementos aprehensores cuando lo entregó de

manera voluntaria, como se advierte de lo expuesto en el

parte informativo, ratificado ministerialmente y ante el ̂ .quo
\ .

al rendir su ampliación de declaración. Razón por la cual téles

testimonios de los elementos aprehensores y del teé^o^de
WERIAÍ'l

cargo tienen valor de indicio de acumdm

al artículo 285, del Código Federal de Procedimientos

Penales, por satisfacer los requisitos del diverso 289 de la

misma ley, ya que fueron rendidos por personas que por su

edad, capacidad e instrucción tuvieron el criterio necesario

para juzgar los actos que conocieron a través de sus sentidos

y no por inducciones o referencias de otro; por su probidad, la

independencia de su posición y antecedentes personales,

tienen completa imparcialidad, además de que su declaración

es clara y precisa, sin dudas ni reticencias, ya sobre la
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sustsnciQ del hecho, ya sobre sué circunstancias esenciales y
no fueron obligados por fuerza/lo miedo, ni impulsados por
engaño, error o soborno a Mclarar en la forma que lo
hicieron.- Amén de lo ponderacfo, la diligencia de inspección

reseñada pone de manifiesto la existencia de las drogas

aseguradas tanto al procesac o^omo al testigo de cargo

respectp bel ilícito contra la salud en las
fercio (venta) y posesión con

objeto material del ilícito; lo

diversas modalidades de cc

fines de comercio, constituí
■S. 'f-lveqü'^^unado al dictamen en gatería de química emitido por

los^pertos oficiales GildarddlCfyz Velasco y Elsa Sánchez y
Barba, permiten establecer i ̂  las sustancias aseguradas

^lADOm . \co((fSfponden a cloriiidratoX de cocaína, considerada
esfüpefaciente por la Ley Gén^l de Salud; por lo que es
evidente que para la venta ofe diaio narcótico y posesión se
requiere la autorización a que se refiere el Título Décimo
Sexto, Capítulo I, de la refe rida ley sanitaria. Razón por la
cual esos medios de convicción adquieren eficacia
demostrativa en términos c e los artículos 284 y 288, en
relación con los diversos 234 y 235, del Código Federal de
Procedimientos Penales, pues la aludida inspección se
practicó con los requisitos le jales, en tanto que la pericial en
comento fue emitida por expertos oficiales en aplicación de
conocimientos técnicos que les permitieron llegar a la

V

53



D.P.-16/2006

conclusión apuntada.- En esos aspectos, converge el

contenido de la jurisprudencia 256, sustentada por la

entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación, consultable a foja 168, Tomo II, del último Apéndice

al Semanario Judicial de la Federación, que a la letra dice: ^
"PERITOS. VALOR PROBATORIO DE SU DICTAMEN." (Se

transcribe texto).- Asimismo, es menester la valoración en el

presente caso de la prueba circunstancial o indiciaría a que

se refiere el articulo 286, del Código Federal de
r.V.

Procedimientos Penales, a fin de tener por acreditadq^ pl^

elemento subjetivo atingente a que la posesión^^^ del^],
estupefaciente asegurado al inculpado de mérito tenía c^mó^
finalidad la venta del mismo; pues al respecto^^^defié^
considerarse la cantidad y forma de empaquetamiento d§;esa

droga, aspectos acreditados objetivamente de los que se

infiere eran pequeñas sustancias sólidas de color belga, con (

peso neto de cero punto un gramo dentro de un envoltorio de

papel azul, según se infiere de lo expuesto por los agentes

captores, la fe practicada por el Representante Social de la

Federación y el dictamen pericial; asimismo, es relevante la

circunstancia de que momentos antes de su detención el

procesado vendió en ^ SBHHI
mUHmilc/n envoltorio con las mismas características

contenedor de cocaína, lo cual se robustece con la
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imputación del propio VBW esta forma, la
ponderación interrelacionada tie los datos objetivos
demostrados así como los aspectos indiciarlos preindicados,
conducen de manera inequívoca a demostrar el elemento

subjetivo atinente a que la droga asegurada se encontraba

destinada para su venta.- A lo ¡anterior, resulta aplicable la
Jurisprudencia 700 sustentadh por el Primer Tribunal

: Ĵegiado del Décimo Tercer Circuito, consultable a página
II, del último Apéndjce al Semanario Judicial de la

^¡^ación, que a la letra dihj: "SALUD, DELITO CONTRA
%A: LA FINALIDAD DE FTOES/Ó/V DE NARCÓTICOS,

EZ.EMFA/rc| ESENCIAL DEL TIPO PENAL
PPfEVISTO POR EL ART/CuJ^ 195, DEL CÓDIGO PENAL
FEDERAL, QUE PUEDE ACI^DITARSE CON PRUEBA
CIRCUNSTANCIAL" (Se Jfr^cr/6e texto).- Como
correctamente lo aseveró el Juez de Distrito, el testimonio de

}en nada ¡beneficia al procesado, atento a
al referir diferente hora y día deque incurrió en discrepancias

la detención del procesado, f. ues mencionó que fue detenido

el cuatro de febrero de este año, entre ocho y nueve de la

noche, en tanto los elemente s aprehensores como el testigo
de cargo narraron que fue detenido

horas con quince minutos delaproximadamente a las cero

cinco de febrero del presente año; y no mencionaron la

55



D.P.- 16/2006

presencia de el lugar de los hechos.- No obsta a lo

anterior, el motivo de inconformidad esgrimido por la defensa

pública al señalar que no existen pruebas o medios

convictivos suficientes para acreditar la plena responsabilidad

del procesado en la comisión del ilícito en ambas

modalidades, y no se presentaron los principios de valoración

de las pruebas, porque el inculpado en todo momento negó

haber poseído la droga relacionada a la causa y el A quo

debió tomar en consideración dichas declaraciones por reunir

los requisitos de ley. Es infundado lo argüido por la defq^^
pública, adversamente a lo expuesto, existe co^ct^
valoración de las pruebas y aplicación de la ley, porqm la

\  '■■■■ijustipreciación conjunta, circunstancial e interrelaciop^p^ de
los datos objetivos demostrados en correlación

'ÍRCOiiQ^ ^
aspectos indicíanos preindicados conforme al artículo 286, del

Código Federal de Procedimientos Penales, como estableció

en ese sentido el Juez federal de primera instancia con apoyó
en los criterios invocados, son aptos, idóneos y suficientes en

términos del artículo 166 del preinvocado código adjetivo de
la materia para acreditar los elementos del delito de contra la

salud, en las modalidades de comercio (venta) de clorhidrato
de cocaína y posesión con fines de comercio (venta) del

mismo narcótico, materia de la acusación, así como la plena

responsabilidad penal de
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SU comisión, sin que en la espetie se actualice la figura de la
prueba insuficiente como de dañera genérica se arguye en
vía de agravio, ello, porqu^j dicha situación se presenta
cuando del conjunto de dato^

llega a la certeza de las impi
fue constan en la causa no se

aciones atribuidas a los sujetos
activos del delito, lo que erJ ¿I caso no acontece porque, se
reitera, la valoración del cuádro probatorio apuntado conduce
de- panera inequívoca e im í^fectible a teh^r por demostrada

da el sentenciado, justo

o lo establece el articulo 13,

feral, de manera imputable

% eructa ilícita cfesp/e;,
por sf mismo co

f^^cMn II, del Código Pen,
ázíi/ contenedor de cero punto

mgramo de clorhidra^ffe^caína, y poseyó dentro de su
radio de acción ji^^^isponibiltía^ envoltorio más con las

fínes de venta merced a sucitadas características, cor

conducta conforme a.

ese ̂ digo Federal susta,
J'

elemen^s del tipo penal

crito por la ley, al ser

primer párrafo del artículo 9", de

tivo, pues aún conociendo los

quiso la realización del hecho

^  _ patente que la conducta ilícita
atribuida la concretó sin ¿ utorización de la Secretaría de
Salud, de ahí que lo aseverado porque la negativa del
inculpado en la comisión dél delito en ambas modalidades en

nstan en su contra los deposados

además su versión defensiva no

nada le beneficia porque cc

de los testigos de cargo.
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corroborada con prueba alguna por sí sola no hace prueba
plena.- Consecuentemente, se concluye que en el caso al

encontrarse acreditado el cuerpo del delito contra la salud en

las modalidades de venta y posesión con la fínalidad de venta

del estupefaciente nominado clorhidrato de cocaína, así como

la responsabilidad penal de

comisión, procede convalidar el sentido de la sentencia

impugnada

CUARTO.- El quejoso expresó como conceptos de

violación lo siguiente:

'''lí

"...ANTECEDENTES: 1- Los actos reclamados éff lá^
TRIBUiwa Gi

presente demanda de garantías, provienen de la instláUUjims^ di
,  , ciRruiTo.Maii
de un procedimiento penal al suscrito quejoso de nombre

debido la supuesta

comisión del delito Contra la Salud presuntamente cometido

en contravención a la Ley General de Salud, mismo que se

tramitó en la Averiguación Previa número

ante el C. agente del Ministerio Público de la Federación

Titular de la Mesa l-D, de la Subdelegación Zona Norte de la

Procuraduría General de la República; en la causa penal

llevada con el número HHVan/e el C. Juez Séptimo de
Distrito de Procesos Penales Federal en el Distrito Federal y
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en el toca de apelación número ̂ g/g^tramltado ante el H.
Cuarto Tribunal Unitario en Materia ¡Penal del Primer Circuito,
debido a hechos ocurridos los díáá 4 y 5 de febrero del año

2003, entre las 19:00 y las Oojl5 horas aproximadamente,
respectivamente, en la Calle dej^^H^ entre las

y

en los que se vieron involucrados exclusivamente, el suscrito

nombre SIHÉHHiiBHHIBHB una
perdona nombre y ios

ce. agentes Federales gí¿ jnvestigación de nombres
EÑ/^STO BAUTISTA CARRILLO y RENÉ SÁNCHEZ

H^NÁNDEZ, cuya actuaciónlae cada una de las personas
antes mencionadas se aprdiiia en cada una de sus

declaraciones tanto minlsterialeJ^omo las rendidas en vía de
ampliación ante el Juez de Priríera Instancia.- 2.- Siendo las
03:20 horas del día 5 de febrero de 2003, C. agente del
Ministerio Público de la Federación Investigador en el

procedimiento que trajo como consecuencia los actos

reclamados en la presente demanda de Garantías, inició

mediante ACUERDO DE INICIO la Averiguación Previa
número constar la puesta
a disposición del suscrito quejoso

por parte de los CC. agentes Federales de
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Investigación de nombres ERNESTO BAUTISTA CARRILLO

y RENÉ SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, cuando los hechos que se

investigaron en la mencionada Averiguación Previa,

ocurrieron, porque así lo afirman los mencionados agentes

Federales de Investigación, asi como el suscrito de nombre ^

y la persona de nombre

entre las 19:00 y las 00:15

horas de los días 4 y 5 de febrero del año 2003.- Es el caso

que al haber iniciado formalmente la averiguación previa

antes mencionada hasta las 03:20 horas del día 5 de Febrero

del año 2003, se aprecia que los agentes de la l^olicía
Judicial (sic), lo presentaron ante la autoridad encarge^ de
la citada indagatoria, ocho horas después de qae^Tüera

MATERIA

detenido el suscrito hoy quejoso, de acuerdo a su declaración'

y tres horas después de que fuera detenido, según la

declaración de los agentes federales remitentes, lo cual \

constituye una violación a las Leyes del Procedimiento que lo

dejaron en total estado de indefensión, ya que los artículos
I

123, 124 y 126, del Código Federal de Procedimientos

Penales, establecen lo siguiente: Artículo 123. (Se

transcribe).- Articulo 124. (Se transcribe).- Artículo 126.

(Se transcribe).- Así las cosas al haber detenido al suscrito

entre las 19:00 y las 00:15 horas de los días 4 y 5 de febrero

del año 2003, respectivamente, en las que presuntamente se
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perpetraron los hechos, era mbügación de los agentes
Federales de investigación, bonedo a disposición del
Ministerio Público SIN DEMORA ALGUNA, lo cual quiere
decir que al haber iniciado la Averiguación Previa hasta las

03:20 horas del día 5 de febrero del año 2003, el quejoso
estuvo privado de su Ubedíú sin el conocimiento de una

autoridad legitimada para retenerlo en calidad de indiciado, lo
que indudablemente trasgr^Je las disposiciones legales

anteriormente transcritas, pu ísto que de haberse tratado de

una detención hecha en fla^ancia en la comisión de un
heclw delictivo la puesta a dii ̂ sición del Ministerio Público
debb hacerse sin demora alguna, es decir SIN RETRASO,

SIN DILACIÓN, EN FORMA

de acuerdo a la lógica Juríd

Garantías Uninstancial, este

violación proveniente de u

irreparable y que tal hecho

demanda de Amparo Directo

estudiarse en la Demanda

inmediata. Evidentemente y

ca que envuelve el Juicio de

hecho pudiera constituir una

acto consumado en forma

actos reclamados son una

integral de un Juicio del Ora

no pudiera ser materia de la

sin embargo tal hecho si debe

ya que para efectos de su

resolución de acuerdo a lo e; tableado en el ariiculo 76, de la

Ley de Amparo, este Tríbunal Colegiado debe estudiar la

Demanda de Garantías com) un todo, y en razón de que los

consecuencia de la tramitación

en Penal es necesario valorar y
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estimar si desde ia detención del hoy quejoso, se cumplieron

con las normas esenciales del procedimiento y que las

violaciones a éstas hayan trascendido ala Sentencia que

puso fín al Juicio, para efecto de valorar debidamente su

legalidad procesal.- 3.- Ahora bien y en consecuencia a lo

narrado en el numeral anterior, en fecha 6 de febrero del año

2003, el Juez Séptimo de Distrito de Procesos Penales

Federales en el Distrito Federal, efectuó diversas diligencias

en las que radicó la averiguación previa número

y estimó iniciar la Causa Penal número
' -.'S

poner al quejoso en calidad de detenido,

repito que siendo las 03:20 horas del día 5 de FebMip %,
V:..

2003, el agente del Ministerio Público de la Federáció^
Investigador del Procedimiento que trajo como

los actos reclamados en la presente Demanda de

inició mediante ACUERDO DE INICIO la averiguación previa

número IHHHB constar la
presentación del suscrito

por parte de los CC. agentes Federales de Investigación de

nombres ERNESTO BAUTISTA CARRILLO y RENÉ

SÁNCHEZ HERNÁNDEZ, cuando los hechos que se

investigaron en la mencionada averiguación previa,

ocurrieron, porque así lo afirman, tanto el suscrito como los

mencionados agentes Federales de Investigación, así como
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el Señor de nombre entre

las 19:00 y las 00:15 horas dé los días 4 y 5 de febrero del

año 2003.- Es el caso que al haber iniciado formalmente la

averiguación previa antes me^ionada, hasta las 03:20 horas
del día 5 de febrero del año 2003, se aprecia que los agentes
Federales de Investigación,

autoridad encargada de la ¡c
tres horas después de que fi

cyáf constituye una violacic^n

h dejaron en total es|/£

éiíchlos 123, 124 y
E^^0mientos Penales,

transcriben artículos).^ As

iresentaron al suscrito ante la

tada indagatoria, entre ocho y

era detenido el hoy quejoso, lo

a las Leyes del procedimiento

do de indefensión, ya que los

Vi *6, del Código Federal de

(stable en lo siguiente: (Se

Vas cosas al haber detenido a mi

Defenso (sic) entre las 19:0Íy las 00:15 horas de los días 4
y 5 de febrero del año 20(hyqmlas que presuntamente se
perpetraron hs hechos, era obligación de los agentes

Federales de Investigación, ponerte a disposición del

Ministerio Público SIN DECORA ALGUNA, lo cual quiere

decir que al haber iniciada la averiguación previa hasta las

03:20 horas del día 5 de febrero del año 2003, el quejoso

estuvo privado de su libertad sin el conocimiento de una

autoridad legitimada para r rienerlo en calidad de indiciado, lo

que indudablemente tras'^rede las disposiciones legales

anteriormente transcritas, puesto que de haberse tratado de
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una detención hecha en flagrancia en la comisión de un

hecho delictivo la puesta a disposición del Ministerio Público

debe hacerse sin demora alguna, es decir SIN RETRASO,

SIN DILACIÓN, EN FORMA INMEDIATA. Evidentemente y
de acuerdo a la lógica Jurídica que envuelve el Juicio de

Garantías Uninstancial, este hecho pudiera constituir una

violación proveniente de un acto consumado en forma

irreparable y que tai hecho no pudiera ser materia de la

Demanda de amparo directo, sin embargo tal hecho si debe

estudiarse en la demanda ya que para efectos de sil
resolución de acuerdo a lo establecido en el artículo 76; de /ai

Ley de Amparo, este Tribunal Colegiado debe estudiar i¿
'  '■ i'demanda de garantías como un todo, y en razón d^j^^e io^

actos reclamados son una consecuencia de la traMWcióh!^
integral de un juicio del orden penal es necesario valorar y
estimar si desde la Detención del suscrito hoy quejoso, se

cumplieron con las normas esenciales del procedimiento y

que las violaciones a éstas hayan trascendido a la sentencia

que puso fin al juicio, para efecto de valorar debidamente su

legalidad procesal, ya que como se ha manifestado

anteriormente, si el Ministerio Público Investigador omitió

verificar la legalidad de la detención, esto era obligación del

Juez de la causa, ya que debió analizar detenidamente si en

aquella se hablan cumplido con las formalidades esenciales
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del procedimiento, esto porqu^ el articulo 16 de la
Constitución Política de los Esmdos Unidos Mexicanos,
establece que tratándose de delito flagrante cualquier
persona puede detener al indiciaab sin demora a la autoridad
inmediata y ésta con la misma drontitud a la del Ministerio
Público, y tratándose los agentes Federales de Investigación,
de autoridades, estos debieron cch la misma prMátitud poner a
disposición al indiciado ante él MinistÉ^o Público de la

i^ración, por lo que al no valorar^les aspectos el Juez de
do rñl Defenso (sic) normas

yo dejaron en total estado de

la Céj^sa violo en perjuicio
esenciales del procedimientc

indefe&sidn y que trascendier^la los actos reclamados en la
1presente demanda efe Sirven de fundamento a lo

anterior los sjgmntes cni^'os emitidos en vía de
Jurisprudencia: "D^ENCtÓN, ̂ LiFICACiÓN DE LA." (Se
transcribe^ll^o y datos de jlocaiización).- "DETENCIÓN
DE IW INDICIADO. EN EL AUTO INICIAL DEL PROCESO,
EL Mgít SÓLO DEBE CALIFICARLA EN TÉRMINOS DEL

1$jRRAF0 CUARTO, DEL ARTÍCULO 16
ÓONSTITUCIONAL, MAS NO DETERMINAR SI HUBO O
NO DETENCIÓN PROLONGADA ANTES DE SU
CONSIGNACIÓN (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE BAJA
CALIFORNIA)." (Se transcribe texto y datos de
localización).- "DETENCIÓfJ. CUANDO EL QUEJOSO

lüt
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ADUZCA EN LA DEMANDA DE AMPARO CUESTIONES

INHERENTES A LA LEGALIDAD DEL AUTO QUE LA

CALIFICA, ÉSTAS DEBEN SER ESTUDIADAS, AUN

CUANDO SE SEÑALE COMO ACTO RECLAMADO

ÚNICAMENTE EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN." (Se
transcribe texto y datos de localización).- 4.- Ahora bien

durante la tramitación de la causa penal seguida

ante el C. Juez Séptimo de Distrito de Procesos Penales

Federales en el Distrito Federal, en fecha 23 de junio de

2003, se emitió una sentencia definitiva en la que el citado

Juzgador determinó la plena responsabilidad penal del hoy

quejoso, sin que para ello se cumplieran con divagas

formalidades esenciales del procedimiento, por la comisión

del delito Contra la Salud en la modalidad de

(hipótesis de venta) de clorhidrato de cocaína, previsfS'^'^ ''
sancionado en el artículo 194, fracción I, en relación con el

193, ambos del Código Penal Federal, y en la modalidad de

posesión de clorhidrato de cocaína, con fines de comercio

(venta), previsto y sancionado por los artículos 193, 194,

fracción I y 195, primer párrafo, del Código Penal Federal.-

Sirvieron de pruebas para el Juzgador mencionado, dizque

para emitir su resolución, las siguientes: a) PARTE

INFORMATIVO SUSCRITO Y RATIFICADO POR LOS

AGENTES FEDERALES DE INVESTIGACIÓN
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REMITENTES, de nomb,

CARRILLO y RENÉ SÁNCHE.

febrero del año 2003.- b)

envoltorios de papel color a

blanco, al parecer cocaína,

un

i- c) a

por Amalia Gamboa Zúñi\i

au^ridad investigadora Fe

ERNESTO BAUTISTA

FERNÁNDEZ, de fecha 5 de

MINISTERIAL, de dos

ul conteniendo polvo de color

un

y once

TIFICADO MÉDICO, emitido

perito dependiente de la

al en el que concluyó que

y ■■■■■■i
presentan lékiones de las que por su

tardan en sanar [menos de quince días.- d)
Dl(ml»EN EN MATEm DB íiUÍMICA, smitido por Giralda
Cruz Velasco y Elsa Sánchez y Barba, peritos dependientes
de la Procuraduría General ae la República, en el que se
concluyó, que la sustancia sólkle
dos envoltorios de papel
corresponde a clorhidrato de cocaína, sustancia considerada
como estupefaciente por la Lvy General de Salud, cada uno
de los envoltorios con un pesi i neto recibido de 0.1 gramos.-
e) DECLARACIÓN MINISTERIAL, a cargo de

/i9r'c//c/a ante el Ministerio Público
de la Federación Investigador, en fecha 5 de febrero del año
2003.- f) DECLARACIÓN MINISTERIAL, a cargo de

la de color beige, contenida en
azul, motivo del dictamen,
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rendida ante el Ministerio

Público de la Federación Investigador, en fecha 5 de febrero

del año 2003.- g) DICTAMEN MÉDICO, emitido por perito

dependiente de la autoridad investigadora federal, en el que

y fHI
presen/8/7 lesiones que no ponen

en peligro la vida y tardan en sanar menos de quince días, sí

son adictos al consumo de la cocaína y la cantidad 0.1

gramos que le fue ase jurada a cada uno no excede para su

estricto consumo personal.- h) DECLARACIÓN

PREPARATORIA, del suscrito quejoso

I) RESEÑA INDIVIDUAIS f
DACTILOSCÓPICA, númeroWt^e

a la cual se acompaña su fotografía de frettfmy de

perfil.- j) OFICIO NUMERO signado por. el:

Subdirector Técnico del Reclusorio Preventivo Varonil Sur del

Distrito Federal, por el que remitió el estudio de personalidad

de en se indica que

cuenta con capacidad criminal media, adaptabilidad social

media, índice de estado peligroso medio, con pronóstico

reservado control de Impulsos.- k) TELEGRAMA DEL

DEPARTAMENTO DE REGISTRO NACIONAL DE

IDENTIFICACIÓN DE SENTENCIADOS, mediante el cual se

que
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registrado un ingreso anterior a prisién.-1) OFICIO NÚMERO
fli SIGNADO POR EL ^CARGADO DE LA
SUBDIRECCIÓN DE INFORMAOIÓN DE LA DIRECCIÓN

GENERAL DE PREVENCIÓN Y READAPTACIÓN SOCIAL

DEL GOBIERNO DEL DISTR^p FEDERAL, en el que
informó que

registrado un ingreso anteri\.
CERTIFICADAS DE LA SEI

jdena/ instruida
fj

e/i

tiene

a prisión.- m) COPIAS

ICIA dictada en la causa

contra de

y otro.- 1) ¡TESTIMONIAL a cargo de
BAUTISTA CARRl iLy, cuyo contenido se aprecia

en constancias de autos.- t) ¡TESTIMONIAL a cargo de
HERNANDO, cuyo contenido se aprecia

erí" ̂^constancias de autok ■ p) AMPLIACIÓN DE
DECLARACIÓN del suscrito qu ̂¡^o

que corre agregada a los autos de primera

instancia.- q) CAREO CONSTITUCIONAL Y CAREO

PROCESAL, entre y
ERNESTO BAUTISTA ¿ARRILLO.- r) CAREO
CONSTITUCIONAL Y C^REO PROCESAL, entre

y RENÉ SÁNCHEZ

HERNÁNDEZ.- s) TESTIMONIAL A CARGO DE IHI
gue consti > en los autos de primera

instancia.- t) CAREO PROCESAL, entra los testigos
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ERNESTO BAUTISTA CARRILLO e

u) CAREO PROCESAL, entre los testigos RENÉ

SÁNCHEZ HERNÁNDEZ e W

CAREO SUPLETORIO, entre el quejoso

y  el testigo

En primer término constituye una violación a

las normas esenciales del procedimiento en virtud de que el

Juzgador de Primera Instancia emitió su resolución,

atendiendo EXCLUSIVAMENTE EN EL ESTUDIO DEL

CUERPO DEL DELITO CONTRA LA SALUD, imputado al

hoy quejoso, y que fue sobre los elementos materiaM$$j

objetivos y normativos, presuntamente de acuerdqf/é: B

establecido por los artículos 134, 168 y 180, del 3^igój¡
Federal de Procedimientos Penales, cuando tal est&ctioi^l@L\

MAiEria Plwai i
opera en el caso del libramiento de una orden de aprehansÍQn£x

o al momento de emitir el auto de formal prisión, sin embargo

para el efecto de emitir una sentencia en un juicio del orden

penal, el Juzgador está obligado a respetar el contenido de

los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos, en su primer párrafo y 168, del Código

Federal de Procedimientos Penales, que a continuación me

permito transcribir: Artículo 16 Constítucional. (Se

transcribe).- Artículo 168, del Código Federal de

Procedimientos Penales. (Se transcribe).- En este orden de
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ideas se hace valer desde esíte momento la violación
consistente en que el Juzgador de Primera Instancia emitió
una resolución sin considerar toljos los elementos objetivos,
subjetivos y normativos, derijádos de los hechos que
constituyeron el proceso Ijguido al hoy quejoso,
transgrediendo en su perjJijio garantías individuales
consagradas en su favor jómo gobernado y normas
esenciales del procedimiento qU lo dejaron en total estado de
ihd.efensión, además del artíCLid 192, de la Ley de Amparo,

^e^obliga a los Jueces a jespetar el contenido de la
wdencia emitida por la S /brema Corte de Justicia de la

Nación y los Tribunales Co^bg/ados de Circuito, siendo
PfQ^dente en este sentido hac^ valer los siguientes criterios:
'^éUBRPO DEL DELITO, CONCEPTO DEL SÓLO ES
APLICABLE A LA ORDEN Dt APREHENSIÓN Y AL AUTO

DE FORMAL PRISIÓN, DE ACUERDO CON LAS

REFORMAS A LOS ARTÍiWLOS 16 Y 19, DE LA

CONSTITUCIÓN GENERAL. DE LA REPÚBLICA,
PUBLICADAS EL OCHO DE MARZO DE MIL

NOVECIENTOS NOVENTA Y WEVE." (Se transcribe texto
y datos de localización).- "SENTENCIA PENAL NO

SATISFACE LOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES DE

FUNDAMENTACIÓN Y MOTI

RELACIÓN DE PRUEBAS

fACIÓN, SI CON LA SIMPLE

SE CONCLUYE QUE SE
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ACREDITARON LOS ELEMENTOS DEL CUERPO DEL

DELITO." (Se transcribe texto y datos de localización).-

Ahora bien y como se ha mencionado anteriormente la

sentencia definitiva dictada por el Juez de Primera Instancia,

en la causa penal a que se ha hecho referencia, es violatoria

de garantías individuales y de normas esenciales del

procedimiento y que trascendió a los actos reclamados en la

presente demanda de garantías, en razón de que lo

considera como penalmente responsable del delito Contra la

Salud en su modalidad de comercio (hipótesis de ven)a),

ilícito que se encuentra previsto en los artículos 194, fraco^n

I, en relación con el 193, ambos del Código Penal Federal.-

Dichas violaciones en perjuicio del suscrito, transgredi^^íel
SiíArt-

contenido de los artículos 134, 168, 180 y demás relativos^y

aplicables, del Código Federal de Procedimientos Penales y

artículos 7, 9 y 15, del Código Penal Federal, en razón de que

le atribuye la responsabilidad penal por la comisión del delito

Contra la Salud, sin que en el Sumario existan pruebas

suficientes, idóneas y contundentes que acrediten que

efectivamente el quejoso cometió el delito por virtud del cual

el Ministerio Público de la Federación ejercitó acción penal en

su contra y el C. Juez de Primera instancia lo sentenció como

culpable del mismo, máxime que de constancias que obran

en el sumario, se aprecia la existencia indubitable de UNA
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EXCUSA ABSOLUTORIA EN FA\jpR DEL SUSCRITO.- Asi
repito que el suscrito

penalmente responsable del

quedó establecido en el auto

fecha 9 de febrero del año 200^

siguió en primera instancia,

pruebas al quejoso para acredi

no es

delito Contra la Salud, el cual
formal prisión dictado en

n la causa penal que se le

razón de que sirven de

que no se irH^graron todos
los elementos objetivos, subjeti /ós y norrfi^tivos del delito por
^^^uaí se le sentenció indebic aíne^, las que así obran en
e^sfy en consecuencia la i éulfjitélidad se adecúa a lo

/racctón II, ̂ ^rtículo 15 y el contenido del
CóGf^lT Penal Federal, asi como lo

establecido por los aliaos fe. 524 y 525, del Código
Federal de Pror^fii^mientos Pe lales que a continuación se
transcriben: Del ^digo Penó I Federal: Artículo 15. (Se
transcribefi^^rticulo 199. (Si transcribe).- Articulo 523.

JjR^scr/be^.- Articulo 521. (Se transcribe).- Articulo
525.y^transcribe).- Lo anter 'oren virtud de los siguientes
f^onamientos: Por lo q je a la excluyante de

responsabilidad que la Ley ote

declarado inculpable del delito

la fracción II, del Artículo 15

rga el beneficio al suscrito de

que se le imputa, prevista en

, del Código Penal Federal,

quedó debidamente demostrado en el sumario que no
cometió el delito especificado en el auto de formal prisión y
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que es el de Contra la Salud en su modalidad de comercio

(hipótesis de venta), en cuanto a qué el cuerpo del delito

que nos ocupa no ha quedado debidamente acreditado en

la secuencia lógica de los hechos que incriminan al suscrito,

134, 168, del Código Federal de Procedimientos Penales,

transcritos anteriormente, por lo que se describe a

continuación: En fecha 5 de febrero del 2003, los agentes

Federales de Investigación de nombres ERNESTO

BAUTISTA CARRILLO y RENÉ SÁNCHEZ HERNÁNDEZ,

manifestaron en su parte Informativo que: (Se transc^^
Es el caso que siendo las 21:15 horas del día 5 deSi

¿\00,

íitóí:

del año 2003 el C. HILDEBERTO MENDOZA ¿k .
emitió un dictamen médico en el que concluyó

transcribe).- En estricto sentido debo hacer notar'tfi^^^^^
hecho de que conste en el sumario un dictamen médico que

certifique que el suscrito SÍ ERA ADICTO A LA COCAÍNA y

la que me fuera encontrada NO EXCEDÍA PARA SU

ESTRICTO CONSUMO PERSONAL, es prueba suficiente

para que el Juez de primera instancia decretara la

absolución en mi favor del delito imputado por el Ministerio

Público, en virtud de que para que se estime acreditada la

excusa absolutoria prevista por el artículo 199, del Código

Penal Federal, consistente en que al fármacodependiente

que posea algún narcótico, para su estricto consumo
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(Of.

personal, no se le aplique pend alguna, resulta necesario
que exista una opinión téoniia razonada del grado de
adicción que presente como farmacodependiente, así como
de la naturaleza del narcótjao, la cantidad apropiada y
frecuencia que pudiera requeJir el sujeto para satisfacer su
necesidad adictiva; todo

practicado las operaciones

Rugiere, conforme lo previe

ello después de haberse

experimentos que la ciencia

e el artículQ 234, del Código

Pé^eral de Procedimientos / anales. Es decir, que debido al
^spjdio técnico realizado al^suscrito, se determinó que es
'%dicto al estupefaciente, /i que fue determinante para

esta ciihunstancia y la cantidad del
rf^rcótico asegurado, se dequce que es para el consumo
estrictamente personal, lo cuat^no valoró el Juez de primera
instancia y que por ello violó en mi perjuicio normas

esenciales del procedimkmto que trascendieron a la

sentencia impugnada, má.üme que dicha excluyante el

analizarla hasta cuando dictara

' ente desde el momento en que

ico que diagnostique que el

7tve la cantidad de droga que le

fue encontrada era sólo /i necesaria para su consumo,
pues la finalidad de dicha\ excusa absolutoria es que el
indiciado sea puesto a dis^sición de las autoridades de

Juez, no estaba obligado a

sentencia, sino que es ope

exista un dictamen méd

inculpado es toxicómano y
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salubridad pública para su tratamiento.- Sirven de

fundamento a lo anterior, los siguientes criterios emitidos en

vía de jurisprudencia: "SALUD, DELITO CONTRA LA.

CONSTITUCIONALIDAD DE LOS ARTÍCULOS 524 Y 525,

DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS

PENALES." (Se transcribe texto y datos de

localización).- "FÁRMACODEPENDENCIA. REQUISITOS

QUE DEBE CONTENER EL DICTAMEN PERICIAL PARA

QUE OPERE LA EXCUSA ABSOLUTORIA PREVISTA EN

EL ARTÍCULO 199, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL^(Se
" V ?

transcribe texto y datos de localización).' "POS^ÓN

DE NARCÓTICOS. LA EXCUSA ABSOLUTORIA A Ql^sk
REFIERE EL ARTÍCULO 199, DEL CÓDIGO ̂ NAL

MATERIA

FEDERAL PUEDE SER ANALIZADA EN CUALQimR^^

MOMENTO DE LA INSTRUCCIÓN." (Se transcribe texto y

datos de localización).- "SALUD, DELITO CONTRA LA.

POSESIÓN. PARA DETERMINAR EL CONSUMO

PERSONAL A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 199, DEL

CÓDIGO PENAL FEDERAL ES NECESARIO QUE EL JUEZ

NATURAL SE AUXILIE DE UN PERITO EN LA MATERIA."

(Se transcribe texto y datos de locaiización).-

"POSESIÓN DE NARCÓTICOS PARA EL ESTRICTO

CONSUMO PERSONAL DEL FÁRMACODEPENDIENTE.

LA EXCUSA ABSOLUTORIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO
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199, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, NO SE SUJETA A

CONDICIÓN TEMPORAL ALGUiIa." (Se transcribe texto
y datos de locallzaclón).-"FÁRMACODEPENDENCIA.

INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 199, DEL CÓDIGO
PENAL FEDERAL." (Se transcribe texto y datos de

localización).- "POSESIÓN DE NARCÓTICOS PARA EL

ESTRICTO CONSUMO / / PERSONAL DEL
f^RMACODEPENDIENTE. lU EXCUSA ABSOLUTORIA

199, DEL CÓDIGO PENAL

A CONDICIÓN TEMPORAL

Á^EVISTA EN EL ARTÍCUL
F^ERAL, NO SE SUJETA

A^^NA." (Se transcribe

"imSESIÓN
-i.

y datos de localización).-

DE NARÓÓTICOS. la EXCUSA
ABSOLUTORIA A Qim SE REFIERE EL ARTÍCULO 199,

DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL PUEDE SER ANALIZADA

EN CUALQUIER MOMENTO DE-L4 INSTRUCCIÓN." (Se

transcribe texto y datos de localización).- Así también el

Juzgador de primera Instancia, omitió valorar el hecho que

con fecha 19 de marzo del año 2003, el Defensor Particular

del suscrito, el Licenciado JOB GUADALUPE TORRES

RAMÍREZ, presentó un escrito en el cual renuncia al cargo
que le fuera conferido, dizqje por no haber llegado a un

arreglo respecto de sus bono arios con la familia del suscrito,

situación que me dejó en totil estado de indefensión ya que
en ningún momento el Juez ae la causa me notificó respecto
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de la renuncia que había realizado mi Defensor Particular,

ello para estar en condiciones de que el suscrito pudiera

nombrar otro y de tajo emitió el acuerdo que a continuación

me permito transcribir: "México, Distrito Federai,

diecinueve de marzo de dos mii tres. Se recibe y

ordena agregar a la causa ei escrito del Licenciado

Job Guadalupe Torres Ramírez, Defensor Particular

del procesado

cual informa que renuncia ai cargo conferido

defensor particular del procesado.- Atentóla
anterior se tiene ai profesional pron'^^
renunciando ai cargo otorgado en su favor, port0to¿.

y a fin de no dejar en estado de indefegsi^>i'at
.  . ^WhRIAPEf4/»L[

indiciado de mentó, con fundamento en ei artfcumi\2/0if^)

fracción iX, de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos y 160, del Código Federal de

Procedimientos Penales, se le nombra ai Defensor

Público de la Federación adscrito para que le asista en

la presente causa".- Lo cual constituye una violación a las

leyes del procedimiento, ya que la fracción IX, del artículo

20 Constitucional, establece: Artículo 20. (Se transcribe).-

Y es el caso que no consta en el sumario de primera

instancia que el suscrito haya sido requerido para nombrar

un nuevo defensor ante la renuncia del primero, no existe
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constancia en la que el suscrito no haya querido o no haya

podido nombrar un defensor particular, lo cual constituye
una flagrante violación a las norrpks del procedimiento que
se hace valer en el presente julbjo de garantías. Sirven de
fundamento a lo anterior los siguientes criterios, el primero

Interpretado a contrarío sensu.rPROCEDIMIENTO PENAL,

INADECUADA DEFENSA EN^. NO EXISTE VIOLACIÓN
f^OCESAL CUANDO SE AL

ASISTENCIA O Lí

y datos de locallzaciór)

SU DESIGNACIÓN POR
' O EN

flERTE QUE EL QUEJOSO

-FENSOR." (Se transcribe

'DEFENSOR DE OFICIO.

:L JUEZ SÓLO PUEDE

remízarse cuando el in culpado no quiera O NO
PUEDA NOMBRARLO DE^UÉS DE HABER SIDO
REQUERIDO PARA HACERLO." (Se transcribe texto y
datos de localización).- En este mismo sentido, era

procedente que el suscrito fueij^ absuelto del delito que se le
Imputa, por tener en su favor

cuyo aforismo no tiene más

que en ausencia de pruet^

acusado.- Esto resulta ev

Federales de Investigacló

í/ principio de In dublo pro reo,

alcance que el consistente en

a plena debe absolverse al

dente ya que los agentes

y el denunciante de nombre

Jal haber faltado a la verdad
acerca de las circunstancian en que se desarrollaron los

hechos, se acredita de forma dubitable la participación del
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suscrito en dichos acontecimientos, lo que se traduce en su

inocencia al carecer de prueba plena como que cometió el

mencionado ilícito, asi como también por el hecho de que no

se acreditó el elemento normativo del delito señalado

respecto de la POSESIÓN CON FINES DE

COMERCIALIZACIÓN con el que debe actuar el activo.-

Sirve de fundamento a lo anterior el siguiente criterio

jurisprudencial: "DUDA ABSOLUTORIA. ALCANCE DEL

PRINCIPIO IN DUBIO PRO REO." (Se transcribe texto y
v\t>0.

datos de localización).' Asimismo el Juez de
•' 'A

instancia, violó en mi perjuicio, lo establecido por loi^
•■íS

artículos 51 y 52, del Código Penal Federal ya que fu%
o: ; .

omiso en atender las hipótesis que la propia ie^,^ fDré^'^^
para efecto de hacer una correcta individualizaciÓrf'^díé^fEp

CiRCÜirO, MEX

pena que le fue impuesta suponiendo sin conceder que

hubiera desplegado la conducta delictiva de la cual se le

acusó, preceptos legales que se transcriben a continuación:

Artículo 51. (Se transcribe).- Articulo 52. (Se transcribe).-

En la Sentencia que se impugna, el A quo calificó al suscrito

con un grado de culpabilidad equidistante entre el minimo y el

medio o en otras palabras, una cuarta parte de la máxima y la

pena máxima para la culpabilidad máxima, dizque

considerando para ello las pruebas rendidas en autos.

Además dizque consideró las peculiares del suscrito que
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obran en la misma sentencia de trímera instancia, por lo que

el A quo le impuso una pena ptal de 13 años 9 meses y
multa de doscientos días, sin jjue la pena privativa la haya
desglosado puntualmente y explícitamente, todo lo cual es
injusto, ilógico e ilegal.- al Juez, al dictar sentencia

condenatoria, determinará la pena y medida de seguridad

establecida para cada delito yolas individualizarírdentro de los

lírpjtes señalados, con base jen la gravitad del ilícito y el
c/e culpabilidad del agí nte, Iq cual vulnera en perjuicio

dé m/ defénso (sic), por lo ^ue hébe a la naturaleza de la

pleados para ejecutarla, ya

ue el suscrito haya cometido

o empleó ningún medio que

/ denunciante daños en su

ez no consideró en su justo

acción u omisión y los medie

q^¡¡^^oniendo sin concedí
el delito que se le l

agravara la ^cc^, ni caí

persona graves; asTtambiéh el Ji

medio la m^itud del daño causado al bien jurídico o del
peligro en que éste fue colocado, ya que la cantidad de droga

enc^liaída al suscrito Iv al Señor
NO EXtEDÍA PARA EL CONSUMO

ESTRICTAMENTE PERl iONAL; tampoco consideró las

circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión del hecho

realizado; así también no se consideró por parte del Juez de

primera instancia la formé y grado de intervención del agente

en la comisión del delito, ya que como quedó acreditado en
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autos el quejoso al momento de los hechos, se encontraba en

estado de consumo, lo cual redujo su grado de conciencia y

como lo determinaron sus estudios de personalidad su

capacidad criminal es media y su pronóstico reservado a

control de impulsos; no se consideró tampoco la edad, el nivel

de educación, las costumbres, condiciones sociales,

económicas y culturales de mi Defenso sujeto (sic); no valoró

el Juez las condiciones fisiológicas y psíquicas especificas en

que se encontraba el activo en el momento de la comisión del

delito; sobre las circunstancias del activo y pasivo antes y

durante la comisión del delito, que sean relevantes p%a
■V.'iV

individualizar la sanción, así como el comportamiento
■'<+ -j '

posterior del acusado con relación al delito cometido. fo
que se considera que el Juez violentó en mi /p

establecido en los artículos 51 y 52, del Cód/fifÓ'
Federal, al haberle calificado con un grado de cuípabilidad

señalado anteriormente, puesto que fue omiso en valorar

todos los aspectos contenidos en los preceptos legales

invocados, puesto que no se puede considerar la peligrosidad

del suscrito sólo con los hechos que nos ocupan, sino

esencialmente esto debe ser en base a los dictámenes

periciales tendientes a conocer la personalidad del sujeto y

los demás elementos conducentes y que son precisamente

los estudios de personalidad y ficha signalética que le fueron
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aplicados, en los que consta la verdadera personalidad del

hoy quejoso.- Sirven de fundamento los siguientes criterios

emitidos en vía de Jurispruaencia: "PENA, INCORRECTA

INDIVIDUALIZACIÓN DE LA, CUANDO SE INCLUYA LA

VIOLENCIA LEGISLATIVAMENTE CONSIDERADA." (Se

transcribe texto y / aatos de localización).-
"CULPABILIDAD Y PEL GROSIDAD. SU DIFERENCIA."

(Se transcribe texto y datos de localización).- "PENA,

INDIVIDUALIZACIÓN PEI LA. PRECISIÓN DEL

para designar el grado

DEBE DETERMINARSE EN

O," (Se transcribe texto y

"Fena. su individualización

OE MANERA PRECISA EL

)AD DEL ACUSADO." (Se

transcribe texto y datos d^ocallzaclón).- "PENA, DEBE
SER CONGRUENTE CON EL GRADO DE CULPABILIDAD

DEL SENTENCIADO, LA CUAL DEBE ESTABLECERSE

EN FORMA INTELIGIBLa Y PRECISA." (Se transcribe

texto y datos de localización).- "INDIVIDUALIZACIÓN

JUDICIAL DE LA PENA, NO SE TRANSGREDE EL

ARTÍCULO 52, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, SI AL

MOMENTO DE LA, EL JUZGADOR TOMA EN

CONSIDERACIÓN LOS ANTECEDENTES DEL

VOCABLO EMPLEADO
k"

DÉ CULPABILIDAD,
-

CADA CASO CONCR

dato^de localización).-

IMPLICA DETERMINAR

GRADO DE PELIGROSl
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ACUSADO." (Se transcribe texto y datos de

localización).- "PENAS, APLICACIÓN DE LAS.

INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 51 Y 52, DEL
CÓDIGO PENAL FEDERAL." (Se transcribe texto y datos
de localización).- La sentencia emitida por el Juez de

primera instancia, fue recurrida por el suscrito, recurso de

apelación que fuera admitido en ambos efectos por auto de

fecha 27 de junio del año 2003, remitiendo al Cuarto Tribunal

Unitario de Circuito del Distrito Federal (sic) el expediente de

primera instancia.- 5.- El expediente de primera instancia fue

turnado al H. Cuarto Tribunal Unitario de Circuito del Óiri^ito

Federal (sIc), a efecto de que se substanciara el r^cút^^e
apelación a que se hace referencia en el numeral aníéfiÓr cj^e
se tramitó bajo el toca de apelación númerofUUm^jeslel

r  , MATERIA Rí ;JAL Ccaso que con fecha 7 de agosto del año 2003i:[R¿j^e^j^a

autoridad responsable, se celebró la audiencia de Vista, a V

que se refiere el artículo 373, del Código Federal de

Procedimientos Penales.- 6.- El Tribunal Unitario señalado

como autoridad responsable en el presente juicio de garantías,

violó en perjuicio de mi Defenso la norma esencial del

procedimiento con su sentencia que se impugna de fecha 3

de diciembre del año 2003, contenida en el articulo 363, del

Código Federal de Procedimientos Penales, que a

continuación me permito transcribir: Artículo 363. (Se
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transcribe).' Esto en razón de que presuntamente la

autoridad responsable, hace en su parte considerativa un

análisis sobre la legalidad <h la resolución emitida en la

causa penal número seguida ante el C. Juez Séptimo

de Distrito de Procesos Penales Federales, en fecha 23 de

junio de 2003, en la que el aitBdo Juzgador determinó la plena

responsabilidad penal del i }<ly quejoso, sin que para ello se

cumplieran con diversaU formalidades esenciales del
procedimiento.- En primer '^rmino constituye una violación a

I-
las normas esenciales del

Juzgador de primera h

rocedimiento en virtud de que el

síancia emitió su resolución,

atendiendo EXCLUSIVAMÍENTE EN EL ESTUDIO DEL

CUCR^p DEL DELITO DE POSESIÓN DE NARCÓTICO
COI^' FINES DE COMBIKIO HIPÓTESIS DE VENTA,
imputado al hoy quejoso, cuando tal estudio sólo opera en el

caso del libramiento de I una orden de aprehensión o al
momento de emitir el auto de formal prisión, sin embargo para

el efecto de emitir una sentencia en un juicio del orden penal,

el Juzgador está obligado a respetar el contenido de los

artículos 4° y 94, del Código Federal de Procedimientos

Penales y que el Tribuna^

disposiciones legales

transcribir: Artículo 4®.

transcribe).' En este o

de segunda instancia omitió valorar,

:fue a continuación me permito

^$e transcribe).- Artículo 94, (Se

^den de ideas se hace valer desde

í i /
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este momento la violación consistente en que el Tribunal de

segunda instancia emitió una resolución sin considerar todos

los elementos objetivos, subjetivos y normativos, derivados

de los hechos que constituyeron el proceso seguido al hoy
quejoso, transgrediendo en su perjuicio garantías individuales y
consagradas en su favor como gobernado y normas

esenciales del procedimiento que lo dejaron en total estado

de indefensión, ya que desde la sentencia emitida en primera

instancia el Juez Séptimo de Distrito de Procesos Penales

Federales, repito, sólo hizo un estudio sobre el cuerpo del

delito imputado al suscrito, situación que la propia

responsable anotó en su resolución que se combate, éori el

argumento que aparece a fojas 35 y 36 de la misma, ̂ ^su

considerando cuarto y que solicito se tenga por repr^^q¡<Jo
en todo su contenido y extensión en esta parte de la p/§Mhte

demanda de garantías.- En este sentido es evidente que se -V

violaron en perjuicio del hoy quejoso, normas esenciales del

procedimiento, ya que la Sala (sic) OMITIÓ CUMPLIR CON

LO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 363, DEL CÓDIGO DE

PROCEDIMIENTOS PENALES PARA EL DISTRITO

FEDERAL (sic), YA QUE SU OBLIGACIÓN DE ESTUDIAR

LA LEGALIDAD DE LA SENTENCIA FUE OMISO EN

CONSTITUIR LA REVOCACIÓN DE LA RESOLUCIÓN DE

PRIMERA INSTANCIA, YA QUE EL A QUO LA DICTÓ SIN

86



D.P.-16/2006

PODER JUDOU. H LA FEOHUCIÓN

í'

CONSIDERAR LO ESTABLEADO EN LOS ARTÍCULOS 4°
Y 94, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS

PENALES, COMO LA PROPIfí RESPONSABLE LO AFIRMA,

POR LO QUE SE DEBE ¡CONSIDERAR QUE SI EL
TRIBUNAL UNITARIO ADMRTIÓ QUE LA SENTENCIA

EMITIDA POR EL JUEZ DE PRIMERA INSTANCIA HABÍA

SIDO DICTADA CONTRÁVINIENDO DISPOSICIONES

PROCESALES CITADAS, EN CONSBQUENCIA DICHA
RESOLUCIÓN ES A TODAB LUCfiS ILEGAL YA QUE UN
JjJICIO DEL ORDEN CRIMINAL NÓ PUEDE RESOLVERSE

,^YORÍA DE RAZÓN, SINO
LÉCIDO EN EL ARTÍCULO 14

PARTIR DEL ESTUDIO

PpR ANALOGÍA NI POR
'il'

iéONFORME A LO ESTATi
eonmiTucioNAL y »

MINUCIOSO DE I^ DESÍRIPCIÓN TÍPICA DEL DELITO,
POR LO QUE SI LA SALA (L/^HABÍA ADVERTIDO QUE LA
SENTENCIA ''QUE FUERA IMPUGNADA HABÍA SIDO

DICTADA EN CONTRAVENCIÓN DE NORMAS

ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO, SU OBLIGACIÓN

ro QUE EN CASO CONTRARIO,

ACONTECIÓ LA SALA (sic)
RESPONSABLE LEGITm\ó DE FACTO LA VIOLACIÓN
CÓMETIDA PÓR EL A QL 'O, además la responsable violó lo

dispuesto por el articulo 1í2, de la Ley de Amparo, que obliga

a los Jueces y Tribunales a respetar el contenido de la

E^A REVOCARLA, PUES

LO QUE AL FINAL
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jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la

Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito, siendo

procedente en este sentido hacer valer los siguientes

criterios: "CUERPO DEL DELITO, CONCEPTO DEL. SÓLO

ES APLICABLE A LA ORDEN DE APREHENSIÓN Y AL

AUTO DE FORMAL PRISIÓN, DE ACUERDO CON LAS

REFORMAS A LOS ARTÍCULOS 16 Y 19, DE LA

CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA,
PUBLICADAS EL OCHO DE MARZO DE MIL

NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE." (Se transcribe
texto y datos de localización).- "SENTENCIA PENAL. NO

SATISFACE LOS REQUISITOS CONSTITUCIONAL^ DE

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, SI CON LA SÍÍH^PI^
RELACIÓN DE PRUEBAS SE CONCLUYE QUE "SE

KCTOíiVx.n,
ACREDITARON LOS ELEMENTOS DEL CUERPOi^ítOEm

CIRCUI :o I

DELITO." (Se transcribe texto y datos de localización).-

Ahora bien la sentencia dictada por el Tribunal de segunda

instancia, en el toca de apelación a que se ha hecho

referencia, es violatoria de garantías individuales y de normas

esenciales del procedimiento en perjuicio de mi Defenso

(sic), en razón de que CONFIRMA como penalmente

responsable del delito imputado por la Representación

Social.~ Dichas violaciones en perjuicio del suscrito,

trasgreden el contenido de los artículos 134, 168, 180 y

V
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demás relativos aplicables,

Procedimientos Penales y artí

Penal Federal, en razón

responsabilidad penal por la

Salud, sin que en el sumari\

idóneas y contundentes que lac

quejoso cometió el delito

el Código Federal de

os 7, 9 y 15, del Código

que se le atribuye la

isión del delito Contra la

existan pruebas suficientes,

editen que efectivamente el

virtud del cual el Ministerio

Público de la Federación ejehip acción penal en su contra y
el Q. Juez de primera insta icip lo sentenció como culpable

í-"' f
dmJfínsmo y que confirma ua autoridad señalada como

I
r^ponsable, máxime que qe constancias que obran en el
slamario, se aprecia la ^¡stencia indubitable de UNA

EXGUSA ABSOLUTORIA
I  L. -RíMtíl

Siryi&ron de pruebas para dí Tribunal mencionado, dizque

^AVOR DEL SUSCRITO-

para emitir su resolución, /ais siguientes: (Se transcriben

pruebas).' En primer términ) constituye una violación a las

normas esenciales del procedimiento en virtud de que el

Juzgador de segunda in üancia emitió su resolución,

atendiendo EXCLUSIVAMENTE EN EL ESTUDIO DEL

CUERPO DEL DELITO CONTRA LA SALUD, imputado al

hoy quejoso, y que fue scbre los elementos materiales u

objetivos y normativos, presuntamente de acuerdo a lo

establecido por los artículqs 134, 168 y 180, del Código

Federal de Procedimientos Penales, cuando tal estudio sólo
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opera en el caso de libramiento de una orden de aprehensión

o al momento de emitir el auto de formal prisión, sin embargo
para el efecto de emitir una sentencia en un juicio del orden

penal, el Juzgador está obligado a respetar el contenido de

los artículos 16, de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos en su primer Párrafo y 168, del Código
Federal de Procedimientos Penales, que a continuación me

permito transcribir: Artículo 16 Constitucional. (So

transcribo).' Articulo 168, del Código Federal de

Procedimientos Penales. (Se transcribe).- En este orden
de ideas se hace valer desde este momento la violapión

consistente en que el Tribunal de segunda instancia ¿imitíó
fí V ',}-una resolución sin considerar todos los elementos ol^S^os,

subjetivos y normativos, derivados de los hechos diie^
50(70 '

constituyeron el proceso seguido al hoy clbWjOsa,^
,  1 CIRCUIT(J ii,"
transgrediendo en su perjuicio garantías individuales

consagradas en su favor como gobernado y esenciales del

procedimiento que lo dejaron en total estado de indefensión,

además del articulo 192, de la Ley de Amparo, que obliga a
los Jueces a respetar en contenido de la jurisprudencia

emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los

Colegiados de Circuito, siendo procedente en este sentido

hacer valer los siguientes criterios: "CUERPO DEL DELITO,

CONCEPTO DEL. SÓLO ES APLICABLE A LA ORDEN DE
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APREHENSIÓN Y AL AUTO DE doRMAL PRISIÓN, DE
ACUERDO CON LAS REFORMASIA LOS ARTÍCULOS 16

Y 19, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA

REPÚBLICA, PUBLICADAS EL OCHO DE MARZO DE MIL

NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE." (Se transcribe

texto y datos de localizaclónU fSENTENCIA PENAL. NO
SATISFACE LOS REQUISITOS ¡CONSTITUCIONALES DE
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, SI CÓN LA SIMPLE

RELACIÓN DE PRUEBAS

ACREDITARON LOS ELEME,
Ó$Lp'0." (Se transcribe textc
A^' ̂repito que el suscritó

CONCLUYE QUE SE

OS DEL CUERPO DEL

\y datos de locaiización).-

1, no
.es j^^l^aímente responsable del delito Contra la Salud, el cual

.ft«< , (l
quedó establecido en el auto ae formal prisión dictado en

fecha 9 de febrero del año 2003 )sn la causa penal que se le
siguió en primera instancia, la sentqncia emitida en el juicio

natural y que confirmó el Tribunal Unitario responsable, en

razón de que sin/en de Pruebai al quejoso para acreditar que

no se integraron todos los elei nentos objetivos, subjetivos y

normativos del delito por el cual se le sentenció

indebidamente, las que asi obmn en autos y en consecuencia

la inculpabilidad se adecúa a lo establecido en la fracción II,

del artículo 15 y el contenid a del artículo 199, ambos del

Código Penal Federal, así como lo establecido por los

91



D.P.-16/2006

artículos 523, 524 y 525, del Código Federal de

Procedimientos Penales que a continuación se transcriben:

Del Código Penal Federal: Artículo 15. (Se transcribe).-

Artículo 199. (Se transcribe),- Del Código Federal de

Procedimientos Penales: Artículo 523. (Se transcribe).-

Artículo 524. (Se transcribe).- Artículo 525. (Se

transcribe).- Lo anterior en virtud de los siguientes

razonamientos: Por lo que a la excluyante de

responsabilidad que la Ley otorga el beneficio al suscrito

de declarado inculpable del delito que se le imputa, prevista en

la fracción II, del articulo 15, del Código Penal Federal quedó

debidamente demostrado en el sumario, que no com^iÓ el
£  \

delito especificado en el auto de formal prisión y que es%l de

Contra la Salud en su modalidad de comercio (hipótesis dé
SEXTO

venta), en cuanto a que el cuerpo del delito que nos odH^ino
Circuí,.j.,,j

ha quedado debidamente acreditado en la secuencia lógica de

los hechos que incriminan al suscrito, 134, 168, del Código

Federal de Procedimientos Penales, transcritos anteriormente,

por lo que describe a continuación: En fecha 5 de febrero del

2003, los agentes Federales de Investigación de nombras

ERNESTO BAUTISTA CARRILLO y RENÉ SÁNCHEZ

HERNÁNDEZ, manifestaron en su parte informativo que: (Se

transcribe).- Es el caso que siendo las 21:15 horas del día 5

de febrero del año 2003 el C. HILDEBERTO MENDOZA
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GARCÍA emitió un dictamen méaico en el que concluyó que:

(Se transcribe).' En estricto sep tido debo hacer notar que el
hecho de que conste en el sunje rio un dictamen médico que
certifique que el suscrito Sí ER/. ADICTO A LA COCAÍNA y la

que me fuera encontrada NO E ̂pEDM PARA SU ESTRICTO
CONSUMO PERSONAL, es ¡)^eba suficiente para que el
Tribunal de segunda instancia

favor, del delito imputado por

^ecretara la absolución en mi

el Ministerio Público, en virtud

dq que para que se estime aáreditada la excusa absolutoria
1

por el artículo 199,1 del Código Penal Federal,
'•f , ,

resistente en que al férmaco^pendiente que posea algún

fiércótico, para su estricto consumo personal, no se le aplique
\

penad$^una, resulta ner^ario que exista una opinión técnica

miqpada del grado de adiccidfíj que presente como

fármacodependienté, así como de la naturaleza del

narcótico, la cantidad apropiada y frecuencia que pudiera

requerir el sujeto para satisfacer su necesidad adictiva; todo
\

ello después de haberse practicado las operaciones o

experimentos que la ciencia s ¡giere, conforme lo previene el

artículo 234, del Código Pede, al de Procedimientos Penales.

Es decir, que debido al estud o técnico realizado al suscrito,

se determinó que es adicto al estupefaciente, lo que fue

determinante para concluir que ante esta circunstancia y la

cantidad del narcótico asegurado, se deduce que es para el
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consumo estrictamente personal, lo cual no valoró el

Tribunal responsable y que por ello violó normas
esenciales del procedimiento que trascendieron a la

sentencia impugnada, máxime que dicha excluyante el Juez,
no estaba obligado a analizar hasta cuando dictara

sentencia, sino que es operante desde el momento en que
exista un dictamen médico que diagnostique que el

inculpado es toxicómano y que la cantidad de droga que le
fue encontrada era sólo la necesaria para su consumo, pues
la finalidad de dicha excusa absolutoria es que el indiciado
sea puesto a disposición de las autoridades de salubridad

pública para su tratamiento.- Sirven de fundamento a lo

anterior, los siguientes criterios emitidos en via%de

jurisprudencia; "SALUD, DELITO CONTRA LÁ.

CONSTITUCIONALIDAD DE LOS ARTÍCULOS 524
,  CÍRCUífl

DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS

PENALES." (Se transcribe texto y datos de

localización).- "FÁRMA CODEPENDENCIA. REQUISITOS
QUE DEBE CONTENER EL DICTAMEN PERICIAL PARA

QUE OPERE LA EXCUSA ABSOLUTORIA PREVISTA EN

EL ARTÍCULO 199, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL." (Se
transcribe texto y datos de localización).- "POSESIÓN

DE NARCÓTICOS. LA EXCUSA ABSOLUTORIA A QUE SE

REFIERE EL ARTÍCULO 199, DEL CÓDIGO PENAL

'RCUífo ,Á

k
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FEDERAL PUEDE SER ANALIZADA EN CUALQUIER

MOMENTO DE LA INSTRUCCIÓN." (Sq transcribe texto y

datos de localización).- "SaLuD, DELITO CONTRA LA.
POSESIÓN. PARA DET^MINAR EL CONSUMO
PERSONAL A QUE SE REFIl RE EL ARTÍCULO 199, DEL

CÓDIGO PENAL FEDERAL E i NECESARIO QUE EL JUEZ

NATURAL SE AUXILIE DE U

(Se transcribe texto y

"POSESIÓN DE NARCÓTI

CONSUMO PERSONAL DE

l4 excusa ABSOLUTOR,

199, DEL CÓDIGO PENAL

PERITO EN LA MATERIA."

datos localización}.-

^OS PARA EL ESTRICTO

fArmacodependiente.

EVISTA EN EL ARTÍCULO

DERAL, NO SE SUJETA A

NA." (Se transcribe texto yCmDICIÓN TEMPOá/^ AL
datos de tocalIzaclónh^FÁRMACODEPENDENCIA.
INTERPRETACIÓN DEL ARTíáULO 199, DEL CÓDIGO
PENAL FEÓERAL." (Se
localización).- "POSESIÓN

■ V.

ESTÍ^TO CONSUMÓ

Mrmacodependiente.

PREVISTA EN EL ARTÍCU

'anscribe texto y datos de

DE NARCÓTICOS PARA' EL

PERSONAL DEL

LA EXCUSA ABSOLUTORIA

O 199, DEL CÓDIGO PENAL

FEDERAL, NO SE SUJETA A CONDICIÓN TEMPORAL

ALGUNA." (Se transcribe texto y datos de localización).-

"POSESIÓN DE NARCÓTICOS. LA EXCUSA

ABSOLUTORIA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 199,
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DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL PUEDE SER ANALIZADA

EN CUALQUIER MOMENTO DE LA INSTRUCCIÓN." (S«

transcribe texto y datos de localización).- Así también, el

Tribunal de segunda Instancia, desatendiendo lo acontecido

durante la tramitación de la primera instancia, en ia que el Juez

omitió valorar el hecho que con fecha 19 de marzo del año

2003, ei Defensor Particular del suscrito, el Licenciado JOB

GUADALUPE TORRES RAMÍREZ, presentó un escrito en

ei cual renuncia al cargo que le fuera conferido, dizque por no

haber llegado a un arreglo respecto de sus honorarios con la

familia del suscrito, situación que me dejó en total estado de

indefensión ya que en ningún momento el Juez de ia causa me

notificó respecto de la renuncia que había realizado mi
% 'r'

Defensor Particular, ello para estar en condiciones de que ipl

suscrito pudiera nombrar otro y de tajo emitió el acuet^'^^'

continuación me permito transcribir: (Se transcribe).-

constituye una violación a las leyes del procedimiento, ya que

la fracción IX, del articulo 20 Constitucional, establece:

Artículo 20. (Se transcribe).- Y es el caso que no consta en

el sumario de primera instancia que el suscrito haya sido

requerido para nombrar un nuevo defensor ante la renuncia

del primero, no existe constancia en la que el suscrito no

haya querido o no haya podido nombrar un defensor

particular, lo cual constituye una flagrante violación a las
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normas del procedimiento que se hace valer en el presente

juicio de garantías, que desatendió el Tribunal de alzada.

Sirvieron de fundamento a lo anteripr los siguientes criterios,
el primero interpretado a contrario ̂ nsu: "PROCEDIMIENTO
PENAL, INADECUADA DEFENSA EN EL. NO EXISTE

VIOLACIÓN PROCESAL CUANDO SE ADVIERTE QUE EL

QUEJOSO DESIGNÓ ASIST^CIA O DEFENSOR." (Se
transcribe texto y datos de lotal/zaciónj.- "DEFENSOR

DE OFICIO. SU DESIGNACLON POR EL JUEZ SÓLO

PUi^BE REALIZARSE CUANDO EL INCULPADO NO
QUIERA O NO PUEDA NOUBRARLO DESPUÉS DE

SIDO REQUERIDO PARA HACERLO." (Se

t^nsgñlfe texto y datos de

procedente que el

que se le imputa, por tener en

realización).- En este mismo

iscrito fuera absuelto del delito

favor el principio in dubio pro

reo, cuyo aforismo no tiene más alcance que el consistente en

que en ausencia de prueba plerj\^debe absolverse al acusado.-
Esto resulta evidente ya c/Je los agentes Federales de
Investigación y el denunciante de nombraW/mH^Kj/lgM

haber faltado a la verdad acerca de las

circunstancias en que se deseÍTollaron los hechos, se acredita

en forma dubitable la partiapación del suscrito en dichos

acontecimientos, lo que se traduce en su inocencia al carecer

de prueba plena como que cometió el mencionado ilícito, asi
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como también por el hecho de que 'no se acreditó el elemento

normativo que el delito señala respecto de la POSESIÓN CON
FINES DE COMERCIALIZACIÓN con el que debe actuar el
activo.- Sirve de fundamento a lo anterior el siguiente criterio

jurisprudencial: "DUDA ABSOLUTORIA. ALCANCE DEL
PRINCIPIO IN DUBIO PRO REO." (Se transcribe texto y
datos de localización).- 7.- Manifiesto además a este

Tribunal Colegiado, que derivado de todo lo anterior el suscrito

hoy a la fecha de presentación de esta demanda de garantías,
se encuentra privado de su libertad en el Reclusorio Preventivo

Sur del Distrito Federal.- V.- FECHA EN QUE FUE
NOTIFICADA LA SENTENCIA IMPUGNADA AL QUEJOÍM:
Dicha sentencia, fue notificada al suscrito con fecha 10 ̂

.  '..•' ■-i ■'diciembre del año 2003, sin embargo como el acto reclamado a
u :.üLlas responsables implica un ataque a la libertad persoriál dé

■■¡'UJíiü. iiUiCisuscrito, la Ley de Amparo en su artículo 22, fracción II,
establece que la demanda de amparo puede interponerse en
cualquier tiempo, precepto que me permito transcribir a
continuación: Artículo 22. (Se transcribe).- VI.- LOS
PRECEPTOS CONSTITUCIONALES VIOLADOS Y LOS
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN.- Se violan en perjuicio del
quejoso, las garantías individúalos consignadas en los
artículos 14, 16 y 20, fracción IX, de la Constitución Federal y
consta que fueron violadas la normas esenciales del
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procedimiento que estebiece eí artículo 160, en sus fracciones
II y XVII además en relación Ixfn el 192, ambos de la Ley de
Amparo y los ya señalados akículos del Código Penal Federal
y Código Federal de Procedimientos Penales, en el

capítulo de antecedentes ¡de la presente demanda de
garantías.^ CONCEPTOS DE VIOLACIÓN.- PRIMER

CONCEPTO.- El artículo

segundo párrafo, establece

las formalidades esencia

objetiva se relacionan

gs^antizan las debidas ac
■ #

Administrar justicia, tambié

14 Constitucional en su primer y

Se transcribe).- Si bien es cierto

del procedimiento, en forma

^pecialmente en aquellas que

jaciones de los Tribunales para

lo es que en el Derecho Penal,

es/nc/ameote Itos dos párrafos anteriormente
tfánscritos del artículo 14 i¡ nstitucional, existe un principio
que en resumen es aquel

nullum crimis sine lege, e.

activo debe adecuarse al

aplicación de lo anterior n

qú^NO HAY DELITO SIN LEY,
7 amplio sentido, la conducta del

delito de que se trata, la exacta

ns lleva a la conclusión de que, y

como se manifestó en el cjapitulo de la presente demanda de
garantías, se presentaron violaciones a disposiciones que

regulan el procedimiento las cuales derivaron en una indebida
3

apreciación de la descripción típica del delito imputado a mi
defensa (sic), solicitandó se tenga por reproducido como

r

formando parte del presente concepto de violación, todo lo
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manifestado por el suscrito en el capítulo de antecedentes de

la presente demanda de garantías, en vía de fundamento y
argumento del mismo.- SEGUNDO CONCEPTO,- El párrafo

primero, del artículo 16, de la Constitución Federal establece:

(Se transcribe).- Derivado de todo lo anteriormente

expresado, es evidente que el acto reclamado a las

responsables, no se encuentra debidamente fundado ni

motivado, máxime que la violación de este precepto ha sido

recurrente en perjuicio del hoy quejoso, desde la fase

indagatoria de la causa penal que se le instruyó, ya que se

ejercitó la acción penal y se le condenó, por un delito que no

fue acreditado en cuanto a su aspecto descriptivo. - En el juicio,

del orden de donde emanan los actos reclamados, rUí^^hay ̂
constancia que acredite la comisión, por parte del ho^íjfttejQSoícc

en su aspecto descriptivo formal del delito de POSEs/SWüñ 1
NARCÓTICO CON FINES DE COMERCIO FIIPÓTESIS DE

VENTA como indebidamente lo consideran las responsables,

ya que se encuentran probados los elementos del mismo.- En

razón a lo anterior y con fundamento en el artículo 15, del

Código Penal Federal, era procedente se le absolviera del

delito de robo agravado (sic) que se le imputa, en virtud de

que no existen constancias fehacientes que demuestren que

están integrados los elementos del cuerpo de dicho delito, y si

así existieran no serían suficientes para tenerlo por
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domostrddo, máxime que le doctiine temblón prevé que los
Jueces están obligados a absolver a los procesados, cuando

de las constancias que obran en el sumario, se acredita que

existe una DUDA RAZONALE sobre la integración del
cuerpo del delito de específica isla), ya que es evidente que

respecto a las circunstanciaL especiales con las que se
desarrollaron los hechos.- Además las responsables violaron

en perjuicio de mi Defensa (s/cj, normas esenciales del

prpcedimiento que traen llomo consecuencia que su
/n/u/7cíacfa e mmotivada legalmente, cuando

pa^h su emisión sólo se consideraron los elementos del
cuerpo del delito y que dizque se estudiaron para arribar a la

GQ^^sión de que mi Defensa \ísicj es penalmente responsable
(fe la misma, cuando era oali^ción de los Tribunales (sic)
emitir su resolución en estnato cumplimiento a los artículos 4

y 94, del Código Federal eje Procedimientos Penales, tal y
como se manifestó en el capítulo de antecedentes de la

presente demanda de gamntías solicitando se tenga por

reproducido como formanch parte del presente concepto de

violación, todo lo manifestado por el suscrito en el capítulo de

antecedentes de la presente demanda de garantías, en vía de

fundamento y argumento ce/ mismo.- TERCER CONCEPTO:

Así también el Tribunal dt» segunda instancia, desatendió lo

acontecido durante la tramitación de la primera instancia, en
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/a que el Juez omitió valorar el hecho que con fecha 19 de

marzo del año 2003, el defensor particular del suscrito, el

Licenciado JOB GUADALUPE TORRES RAMÍREZ, presentó

un escrito en el cual renuncia al cargo que le fuera conferido,

dizque por no haber llegado a un arreglo respecto de sus

honorarios con la familia del suscrito, situación que me dejó

en total estado de indefensión ya que en ningún momento el

Juez de la causa me notificó respecto de la renuncia que

había realizado mi defensor particular, ello para estar en

condiciones de que el suscrito pudiera nombrar otro y de taj&

emitió el acuerdo que a continuación me permito transcribir: ̂'

(Se transcribe).- Lo cual constituye una violación a las /ayéC-

del procedimiento, ya que la fracción IX, del articulo 2Ói^

Constitucional, establece: Artículo 20. (Se transcribe)Jr. Y es i
el caso que no consta en el sumario de primera instancia que

el suscrito haya sido requerido para nombrar un nuevo

defensor particular, lo cual constituye una flagrante violación

a las normas del procedimiento que se hace valer en el

presente Juicio de garantías, que desatendió ei Tribunal de

alzada y que constituye la violación que se hace valer.- Vil.-

LEYES QUE SE APLICARON INEXACTAMENTE O LAS

QUE SE DEJARON DE APLICAR: Las responsables dejaron

de aplicar los artículos 4, 94, 363 y demás relativos

aplicables del Código Federal de Procedimientos Penales,
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asi como el artículo 192, dé la Ley de Amparo.- Las

responsables aplicaron Inexacjamente todos y cada uno de
los preceptos legales en los que fundan la sentencia que

constituye el acto reclamado,

garantías.- Por último la resppn

ín la presente demanda de

sable en su sentencia que se

Impugna Incurrió en la viole clón de la norma esencial del

procedimiento contenida en

artículo 160, de la Ley de Am

hs fracciones H y XVII, del

lili

ro...'

QUINTO.- Este Tribuna Cotegiado estima que los

^ífbeptos de violación expr^«Jos por el quejoso, en parte
^atendíbles y en parte inundados, por las siguientes

'"'^"i^.ideraciones:

En primer término, po

precisar que- Ipn inatendibles,

los que el quejoso alega vic

averiguación previa, pues éstí

los supuestos previstos por

Amparo y, en todo caso, ello

de la aplicación de los principié

prueba.

cuestión de método cabe

los conceptos de violación en

laciones durante la etapa de

s no se encuentran dentro de

3l artículo 160, de la Ley de

3S materia de análisis a través

s que rigen la valoración de la
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Es aplicable la tesis de jurisprudencia número J/38,

visible en la página 1016, Tomo XVI, agosto del año dos mil

dos, Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época del

Semanario Judicial de la Federación, que dice;

l

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INATENDIBLES. LO

SON AQUELLOS QUE ALEGAN VIOLACIONES

COMETIDAS DURANTE LA AVERIGUACIÓN PREVIA,

CUANDO SE RECLAMA LA SENTENCIA DEFINITIVA

DICTADA EN EL JUICIO PENAL. De conformidad con el

articulo 158 de la Ley de Amparo, el juicio uninstancial

procede contra sentencias definitivas o laudos o resoluciones

que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales,

administrativos o del trabajo, respecto de los cuales

proceda ningún recurso, ya sea que la violación se cometa.<pp '

tales resoluciones o que, cometida durante el procedimiento,

afecte las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado

del fallo; por su parte, el artículo 160 de la Ley de Amparo

contempla las violaciones al procedimiento en el juicio penal,

susceptibles de reclamarse en amparo directo, dentro de las

cuales no se encuentra ninguna que se refiera a la etapa de

averiguación previa cuya integración corresponde al

Ministerio Público, sino que del análisis del numeral citado, se

advierte que sólo hace referencia a las violaciones procesales
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que se cometan ante el Juez nafijrai y su alzada, y no antes;
por tanto, los conceptos en lodlque se aleguen violaciones
cometidas en la averiguación Previa resultan inatendibles,

pues aun cuando efectivamenjé existan tales violaciones, no
están contenidas en el artículd 1^0 referido."

Así como la tesis db jurisprudencia número J/8,

noy^ecientos noventa y sie
¿üito, Novena Época, c

publicada en la página 37^, |Tomo VI, noviembre de mil

Tribunales Colegiados de

Semanario Judicial de la

-  . ración y su Gaceta, que d ce:

1

'moofWNiSTERIO PÚBLICO. LAS DILIGENCIAS

PRACTICADAS EN AVERIGUACIÓN PREVIA NO PUEDEN

CONSTITUIR VIOLACIONES f^OCESALES. El concepto

de violación que se endereza a hacer patentes las

irregularidades cometidas por el Ministerio Público durante la

fase de averiguación previa, es inatendible, ya que las

diligencias practicadas por el Ministerio Público como

autoridad no deben ser consideradas como violaciones

procesales, por no encontrarse encuadradas en ninguna de

las hipótesis previstas por el artículo 160 de la Ley de

Amparo, ya que éstas se refk ren a las diligencias practicadas

por el Juez del proceso, sit jación que no acontece en las

-'i
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diligencias que practica el Ministerio Público en la fase

indagatoria."

También son inatendibles los conceptos de violación, en
los que el quejoso impugna violaciones cometidas por el Juez ^
A quo, tanto al ratificar la legal detención como al momento

de dictar sentencia, habida cuenta que la sentencia dictada

en primera instancia no es objeto de estudio en el amparo

directo, pues dicha resolución al haber sido motivo del

recurso de apelación quedó sustituida procesalmente por la

que dictó el Cuarto Tribunal Unitario en Materia Penal 'deíj

Primer Circuito y la calificación de la detención es liri actcl|
consumado de manera irreparable para efectos de esté juicio^'
de amparo. %

■  , ,,

\  LL

Es aplicable la tesis de jurisprudencia número J/23, V

publicada en la página 607, Tomo IV, Segunda Parte-2, julio a

diciembre de 1989, Octava Época, del Semanario Judicial de

la Federación, que dice;

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INATENDIBLES

CUANDO ATACAN LA SENTENCIA DE PRIMERA

INSTANCIA. Si la quejosa se concreta a exponerlos términos

en que se apoyó su primer agravio formulado en la apelación,
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al señalar las causas por las que ló enderezó en contra de

toda la sentencia de primera instancia, este Tribunal

Colegiado no puede hacer pronunciamiento alguno, pues la
Sala ya se ocupó de los argumentóa que hizo valer en vía de

agravio, pero aun considerando gup todo lo aducido por el

inconforme fuera tendiente a atacar la sentencia de primera

instancia, de cualquier manera lísfe Tribunal Colegiado no

podría ocuparse de tales argume itps, pues dicha resolución,

al haber sido motivo del recurso

,éste hizo valer la parte ho^

de apelación que en contra

quejosa, quedó sustituida

^^esalmente por la que dictó iJ^ Sala, por lo que cualquier
é^ravio que le pudiera haber caus> ido dejó de surtir efectos."
■GIAOOEM
PRIMER

ID.F. La tesis consultable en la pái jina 809, Tomo XIV, julio de
1994, Octava Época del Semanar o Judicial de la Federación,
que dice;

"SENTENCIA DE PRIMElU INSTANCIA. NO ES EL

OBJETO DEL AMPARO DIRECTO. El Juicio constitucional
en la via directa no tiene por objeto resolver si las
consideraciones hechas en la sentencia de primera instancia
fueron o no correctas, pues ello fue materia de estudio por
parte del Tribunal de apelación a la luz de los agravios que le
hicieron valer; sino de analizar ¿i los fundamentos vertidos en
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el fallo de segundo grado, que se ocuparon de aquellos

agravios, son o no violatorios de garantías."

Y la tesis de jurisprudencia número VI.2°.J/170, visible

en la página 1296, del Tomo IX, del Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta, marzo de 1999, que dice:

"DETENCIÓN ILEGAL, CONSUMACIÓN

IRREPARABLE DE LA. La omisión del Juez del proceso de

calificar la legalidad o ilegalidad de la detención, como lo

dispone el párrafo sexto del artículo 16 constitucional,, pp

constituye una violación al procedimiento de las que p^fé,

afectar las defensas del quejoso y trascender al resultado d^
fallo pueden reclamarse a través del amparo WrectOi^

conforme a los artículos 158, 160 y 161 de la Ley de Ampaivl^
y dar lugar a la anulación y reposición del proceso, sino que

se trata de una violación que debió reclamarse por la vía de

amparo indirecto y que al no haber sido impugnada

oportunamente durante el proceso, quedó consumada en

forma irreparable al dictarse la sentencia de primera

instancia, conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del

artículo 73, fracción X, reformado, de la citada ley".
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Ahora bien, el quejoso sostiet^ que en el procedimiento
de averiguación previa hubo divefsas violaciones, pues a las

tres horas con veinte minutos

tres, el agente del Ministerio Pú

Averiguación Previa

constar la puesta a disposicíó

agentes Federales de lnv<

Carrillo y René Sánchez H

qu%se investigaron en la m<

)ron porque así lo afir

lies de Investigación,

_ entre I

fA/con auince mli

d

s

n

e

'

.

inco de febrero de dos mil

de la Federación inició la

en el cual se hizo

el quejoso por parte de los

gación Ernesto Bautista

ández, cuando los hechos

ionada Averiguación Previa,

n los mencionados agentes

SÍ como el quejoso y

diecinueve horas y las cero

:A/con quince minutos dk los días cuatro y cinco de

j^&rero de dos mil tres; que al naber iniciado formalmente la

averiguación previa hasta las tres horas con veinte minutos

del cinco de febrero de dos mil tres, se aprecia que los

agentes de la Policía Judicial, lo presentaron ante la autoridad

encargada de la citada indajatoria, ocho horas después a

que fuera detenido el quejóse

declaración de los agente!

, de acuerdo a su declaración y

tres horas después de q je fuera detenido, según la

federales remitentes, lo cual

constituye una violación a las Leyes del Procedimiento que lo

dejaron en total estado de irjdefensión, de conformidad a los
artículos 123, 124 y 126, del Código Federal de
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Procedimientos Penales; que era obligación de los agentes

Federales de investigación, ponerlo a disposición del

Ministerio Público sin demora alguna, lo cual quiere decir que

al haber iniciado la averiguación previa hasta las 03:20 horas

del cinco de febrero de dos mil tres, el quejoso estuvo privado

de su libertad, sin el conocimiento de una autoridad

legitimada para retenerlo en calidad de indiciado, lo que

indudablemente transgrede las disposiciones legales

anteriormente citadas, al tratarse de una detención hecha en

flagrancia, es decir que debió ponerse a disposición sin

retraso, sin dilación, en forma inmediata. 'íf,
í/ü

1

Al respecto cabe señalar, como ya se mencionó,

violaciones que atribuye al procedimiento de avériguaciófr:
.  '.o

previa deben estimarse como actos consumados de manersc

irreparable para efectos de la presente instancia V

constitucional, además, las infracciones que hubiere cometido

al practicar las diligencias de averiguación previa, por haber

violado las normas que rigen su actuación, deberán

analizarse a través de los principios que rigen la valoración de

la prueba que al efecto se expusieron en la sentencia

reclamada.
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No obstante lo anterior, debé indicarse que de las

constancias que integran el sumarjfo, se desprende que la
detención del quejoso se realizó a/las cero horas con quince
minutos del cinco de febrero del otado año, y fue puesto a

disposición a las tres horas con/veinte minutos en que se

inició la indagatoria, de manera tal que es infundado, el

señalamiento del quejoso de quje su detención fue entre las

diecinueve horas del día cuatro

minptos del día cinco y, que

P®| |%o lo dispuesto en el
C<^^ucional.

las cenj horas con quince

por ello se infringió en su

artículo 16, cuarto párrafo

elv^ícuIoHs de la Constitución Federal
Aifione que en los casos ele x^elito flagrante, cualquier
persona puede detener al indiciado poniéndolo sin demora a

disposición dé la autoridad ini

prontitud, a la del Ministerio Pú

ediata y ésta, con la misma

)lico, debe decirse que ante la

existencia de delito flagrante, el término "sin demora" para

poner a disposición a un inculpado debe ser continuo y breve,

sin embargo, ello no debe entenderse como algo instantáneo

e inmediato y en cada caso ello debe examinarse de manera

particular.
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Al respecto cabe citar, la tesis VII.P.96 P, publicada en

la página quinientos siete del Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta iX, Febrero de 1999, Tribunales

Colegiados de Circuito, Materia Penal, Novena Época, que

dice:

"FLAGRANCiA. EL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL

NO ESTABLECE QUE EL DETENIDO SEA PUESTO A

DISPOSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE MANERA

INSTANTÁNEA O INMEDIATA. El artículo 16 constitucional

no exige que en los casos de delito flagrante el detenido deba

de ser puesto a disposición del Ministerio Público de mahp^
i'

instantánea o inmediata, sino que ello se verifique sjn

demora, como ocurrió en el caso, tomando en cuénta la
Sí:XTr''''lt/(v

circunstancia de que dicha detención se efectuó a las^cinég

de la mañana y en el transcurso de esta misma fue puesto a V

disposición del titular de la acción penal".

En ese sentido, el hecho de que el quejoso fuera puesto

a disposición del agente del Ministerio Público de la

Federación, a las tres horas con veinte minutos del cinco de

febrero de dos mil tres, al haber sido detenido a las cero

horas con quince minutos de ese día, el lapso que medió

entre ello no estima excesivo para poder considerar que se le
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retuvo de manera indebida, sino

los trámites conducentes para

codetenido, así como para rea

disposición, incluso, para su rev

la averiguación previa cond

estimarse que fue retenido ile

estado de indefensión al

dispuesto por los artículos 123

de Procedimientos Penales.

■V

e fue a consecuencia de

traslado del quejoso y

r el informe y puesta a

h médica, para dar inicio a
te, por tanto no puede

lente y que se le dejara en

so, por contravenirse lo

1^4 y 126, del Código Federal

ce

al

mr§ lo anterior, tambiéiji debe estimarse que es
lo señalado por el ouejoso en el sentido que se

perjuicio la garfentia de seguridad jurídica
del artículo 14 y 20, de la

ados Unidos Mexicanos, toda

cqgjS|gTada en el párrafo segu
Constitución Política de los Es

vez que del análisis del procedimiento penal instruido en su
contra, se desprende que se respetó su garantía de audiencia
y con ello las formalidades es

que incluso, desde la fase de

unciales del procedimiento, ya

averiguación previa, antes de
rendir su declaración ministerial, se hizo de su conocimiento,
los derechos que a su favor lestablece el artículo 20, de la
Constitución Federal, de conrormidad con lo que dispone al
efecto el artículo 128, del Código Federal de Procedimientos

Penales, habiendo nombrado como su persona de confianza
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a  aceptó y protestó el cargo

(foja 20 de la causa) y, asistió al quejoso al rendir su

declaración ministerial, suscribiendo la misma, en la que negó
los hechos que se le imputan; ante el Juzgado Séptimo de

Distrito de Procesos Penales Federales en el Distrito Federal,

previamente a rendir su declaración preparatoria,

nuevamente se le hicieron de su conocimiento los derechos

que consagra a su favor el artículo 20 Constitucional y

designó como su defensor particular al Licenciado Job

Guadalupe Torres Ramírez y en dicha diligencia ratificó su

deposado ministerial (fojas 53 y 54 de la causa); dentro del

plazo constitucional, se dictó auto de formal prisión pi^r ú
'W 'i'

delito Contra la Salud, en la modalidad de contérci^

(hipótesis de venta) de clorhidrato de cocaína, previstq.;y

sancionado en el artículo 194, fracción I, en reláfi&ÍÓn ''^
V.; PEÍ

artículo 193, del Código Penal Federa y. en la modalidad^dé

posesión de clorhidrato de cocaína, con fines de

comercio (venta), previsto y sancionado por el artículo 195,

primer párrafo, en concordancia a los artículos 193 y 194,

fracción I, todos del Código Punitivo Federal y, se decretó la

apertura del procedimiento sumario (fojas 58 a 73 de la

causa): inconforme con tal determinación su Defensor

Particular, interpuso recurso de apelación del que

correspondió conocer al Magistrado del Cuarto Tribunal
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>

Unitario en Materia Penal del Prime/ Circuito, quien por

resolución de catorce de mayo de do^mil tres, dictada en el

HBB (confirmó el auto de fornial prisión impugnado
(fojas 224 a 249 de la causa); en la/fase de instrucción se
admitieron las pruebas que su defef^a ofreció, como lo son:
1.- Las testimoniales a cargo de

y  2.- Ampliación

de declaración de los policías

Federal de Investigación Ernesto

Sa^j^ez Hernández; 3.- Amplii

litantes de la Agencia

fautista Carrillo y René

ión de declaración del

4.- Los careos

coij^t^cionales y procesalesll que resulten; 5.- La
I

ír^rumental de actuaciones y, st La presuncional leqal y
colegjadoen I\

(fojas 85 a 88 de la fodusa); mediante escrito
■XICODf. T

presentado el diecinueve de marzo de dos mil tres, el

Licenciado Job Guadalupe Torres Ramírez, defensor

particular del quejoso, renunció ^1 nombramiento conferido,
por lo que en esa misma fechá y con fundamento en el

artículo 20, fracción IX, de la Cor stitución Federal y 160, del
Código Federal de Procedimientos Penales, el Juez A quo le
nombró al Defensor Público de ha Federación adscrito para
que lo asistiera, profesionista íque en la propia fecha se
impuso de los autos (fojas 166 a/168 de la causa); por ocurso
presentado el veintiséis de marzo de dos mil tres, el Defensor
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Público Federal ofreció como prueba la testimonial a cargo

admitida en la

fecha antes señalada (fojas 173 y 174 de la causa);

probanzas que se desahogaron en su oportunidad, a

excepción de la testimonial de f||H|||[|H[[||||[|[|m||P la
cual fue declarada desierta, no sin antes haberse agotado

todos los medios al alcance del Juez para la localización del

testigo, que según la defensa es un indigente y está

trastornado de sus facultades mentales y, tampoco las

testimoniales cargo de y

imiim||||||H|Hquienes se comprometió a presentar la
defensa y no lo hizo, no obstante que ante su inasistenpia só

le requirió a la defensa para que los presentara o manifestara
'va,

si tenían interés en que se desahogaran dichas probanzas»,^

lo cual manifestó la defensa y el quejoso que se desistían d^

dichas probanzas; previa acusación de la Representación

Social y conclusiones de la defensa, se dictó sentencia en su

contra por el delito referido y, contra lo decidido en segunda

instancia, el quejoso promovió el presente juicio de amparo.

V

Por lo anterior se considera que en el presente caso no

se violó en perjuicio del quejoso la garantía contenida en el

párrafo segundo, del artículo 14 Constitucional, por cuanto a

que se observaron las formalidades esenciales del
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procedimiento.

>

tesis de jurisprudencia

al Pleno de la Suprema

n sesión de veintitrés de

Es aplicable al respecto la^

P./J.47/95, aprobada por el Trib

Corte de Justicia de la Nación,

noviembre de mil novecientos nofrdnta y cinco, publicada en

la página 133, del Semanario Jupipial de la Federación y su

Gaceta; Tomo: II, diciembre de 1 >, que dice:

il^íMPORMALIDADES
V>*\i J-

Í^IMIENTO. SON <4$,
VADA Y OPORTUNA DI

Pff¥A>TíVO. La garantía de a

zSENCIALES DEL

)UE GARANTIZAN UNA

■ENSA PREVIA AL ACTO

jdiencia establecida por el

aifkkllo 14 constitucional consisÚen otorgar al gobernado la
oportunidad de defensa previam^te al acto privativo de la
vida, libertad, propiedad, posesion&so derechos, y su debido

respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la

de que en el juicio que se siga

esenciales del procedimiento',

necesarias para garantizar la

acto de privación y que, de me ñera genérica, se traducen en

los siguientes requisitos: 1)

procedimiento y sus consecué
ofrecer y desahogar las prueb£

L

'se cumplan las formalidades

Estas son las que resultan

defensa adecuada antes del

a notificación del inicio del

ncias; 2) La oportunidad de

s en que se finque la defensa;
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3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución
que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos
requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de
audiencia, que es evitarla Indefensión del afectado."

Así como la tesis de jurisprudencia número I.^PJ/e,
publicada en la página 388, Tomo VI, Segunda Parte-1, Julio
a Diciembre de 1990, Tribunales Colegiados de Circuito,

Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, que
dice:

"PROCEDIMIENTO, FORMALIDADES /Vo/fe
violan las reglas del procedimiento penal, si se cumpíin

debidamente las fases procesales relativas, es decir, quicon
posterioridad a la consignación el Juez reciba al Indiciado su

declaración preparatoria con las formalidades de Ley, dicte
auto de término constitucional y desahogue las pruebas

ofrecidas durante la Instrucción; que celebrada la audiencia

de derecho, previa acusación del Ministerio Público se dicte la

sentencia correspondiente y que Interpuesto recurso de

apelación, se trámite conforme a la Ley y se resuelva,

analizando los agravios expresados".
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Resulta infundado el señalamiento del quejoso en

cuanto a que el diecinueve de mwzo de dos mil tres, su

Defensor Particular Licenciado /Job Guadalupe Torres
Ramírez, presentó un escrito en el icual renunció al cargo que

le fuera conferido, por no haber lidiado a un arreglo respecto
de sus honorarios con la familia djeU quejoso, situación que lo
dejó en total estado de indefensión J pues en nihgún momento
fue notificado respecto de dicqaj renuh^a para que éste

puc(i^ra nombrar otro abogado.
■ V f-

■ I {yi

y En efecto, de las constasu^ |S de autos, a foja 167 vuelta

de^iiopausa, se advierte que el quejoso quedó legalmente

nol^ado del proveído reca^ al citado escrito, donde se
le hizo saber lo -Relacionado a Ih renuncia de su defensor

particular y la nueva designación

del Defensor^4^bílco de la Federa

impuso de los autos (foja 168

considera legal, ya que contrario

con ello no se le vulneró su gara

designación realizada por el Jue2

a lo señalado por el párrafo segundo del artículo 160, del

Código Federal de Procedimient )s Penales, además de que

tal nombramiento no fue realizac o en forma definitiva, como

lo contempla la tesis que invoca el quejoso con el rubro;

por parte del Juez A quo,

ción, quien de inmediato se

de la causa), lo cual se

a lo que afirma el quejoso,

ntía de defensa, sino que la

A quo, fue en cumplimiento
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"DEFENSOR DE OFICIO. SU DESIGNACIÓN POR EL JUEZ

SÓLO PUEDE REALIZARSE CUANDO EL INCULPADO NO

QUIERA O NO PUEDA NOMBRARLO DESPUÉS DE

HABER SIDO REQUERIDO PARA HACERLO", dado que

nada le impidió nombrar diverso defensor para que lo

asistiera en el proceso instaurado en su contra, por el

contrario al ser requerido el quejoso en términos del artículo

371, del Código Federal de Procedimientos Penales, para

designar defensor que lo patrocinara en la segunda instancia,

reiteró la designación del Defensor Público de la Federación

(foja 355 de la causa), por lo que no se da el supuesto a que

alude el artículo 160, fracciones II y XVII, de la Leyode
1*.,

Amparo, para estimar alguna violación a las leyesídel

procedimientos que afectaran las defensas del quejoso. %

-  ,

Cabe citar, la tesis de jurisprudencia la./J. 31/2003,Tde

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

visible en la página cuarenta y nueve del Semanario Judicial

de la Federación y su Gaceta XVII, Junio de 2003, Materia

Constitucional, Penal, Novena Época, que dice:

"DEFENSA ADECUADA. DIFERENCIAS ENTRE LOS

ALCANCES Y EFECTOS DE LAS GARANTÍAS

CONSAGRADAS EN LAS FRACCIONES IX YX, PÁRRAFO
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CUARTO, APARTADO A, DÉL ARTÍCULO 20

CONSTtTUCIONAL. Una recta interpretación de lo dispuesto

en las fracciones IX y X, párrafo (Larto, apartado A, del
articulo 20 constitucional, permite <mducir la existencia de

significativas diferencias entre los alcances y efectos de las

garantías de defensa adecuada Consagradas en dichas
fracciones; esto es asi, porque Jurídica y fácticamente existe

imposibilidad para que ambas see

de circunstancias, en virtud de qui

observadas en igualdad

b/ campo de su aplicación

peh^wpe a fases procedimentalejs distintas, además de que

ése imfiW^ por reglamentaciones es
^  f

128 y 160 del Código

n cificas contenidas en los

-pderal de Procedimientos

En efecto, para el ejei áicio de esta prerrogativa

cop^f^l^dhal en la fase indagaiqria de un proceso penal
feBSM^ no es factible jurídica
garantía pueda ser exigible y exi

para que su otorgamiento pueda Kerse antes del desahogo

de la diligencia de declaración inicial a cargo de los

inculpados y, por tanto, el mandat o constitucional que obliga

a la designación de abogado o pe "sona de su confianza que

los asista durante el desahogo

ministeriales que al respecto sean

previa, debe ser interpretado en í orma sistemática y lógica,

no literal, a fin de que tenga la debida consistencia Jurídica,

de todas las diligencias

practicadas en esta fase

i materialmente que esa

:tan condicionantes reales
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pues es inconcuso que existe imposibilidad real y objetiva

para que esta garantía sea observada en aquellas diligencias

probatorias que ya hubiesen sido desahogadas con

antelación, en razón de que únicamente cuando se llega a
ese estado procedimental (toma de declaraciones

ministeriales), la autoridad persecutora de delitos se

encuentra real y jurídicamente en condiciones de saber si los

hechos investigados son constitutivos de delito federal y si el

o los detenidos se encuentran en calidad de inculpados o de

testigos de esos hechos, pues sólo hasta ese momento

ministerial, el representante social federal, con base en los

resultados que arrojen las diligencias probatorias aludida^les
factible que cronológicamente se encuentre en posibilidé^e
cumplir y hacer cumplir la garantía constitucional aludidaT-lo

que no sucede respecto del derecho de defensa ejercidp^^n
las diversas etapas que en términos de lo previsto eri^'-él

"s-Uu'u íviEx

artículo 4o. del Código Federal de Procedimientos Penales,

conforman el proceso penal federal (preinstruccíón,

instrucción, primera instancia y segunda instancia) pues en

tales casos, el juzgador federal desde el auto de radicación

tiene conocimiento do los hechos consignados y de la calidad

de las personas puestas a su disposición, por lo que no existe

impedimento alguno para que desde ese momento procesal y

hasta la total conclusión del juicio pueda ser ejercida y
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cumplida la garantía constitucional ení cita; luego entonces,
los indiciados, procesados y sentenciados tienen la atribución
legal debida de exigir y ejercer conjEficiencia y eficacia esa
garantía desde eí momento mismo de su puesta a disposición
ante el órgano jurisdiccional fecjeral, o bien, durante el
transcurso de los diversos perjodos que comprende el
proceso penal federal".

Por otra parte, es infundado

en el sentido de que se violó er

exa^a aplicación de la ley en n
l'lj)' t/;

artífító 14, tercer párrafo Consti

el/señalamiento del quejoso
u perjuicio la garantía de

:eria penal, prevista en el

ional, pues en el caso no
hubo una aplicación por analogía Ui por mayoría de razón, ya
QueJ^^ltes hechos que se atriDuyeron al quejoso, se
ehifuadraron en las normas sustantivas previstas en el
Código Penal Federal, y se expilisieron las razones de ello
como se analizará en el presente fallo.

.X.

Lo anterior, porque el T ibunal Ad quem con los
elementos de prueba aportaos a la causa, aplicó
exactamente la ley penal y respe tó los principios reguladores
de la valoración de la prueba, p jes apreció en conciencia el
valor de todas las presunciones existentes en contra del

mismo, hasta poder considerar su conjunto como prueba
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plena, tomando en cuenta los hechos denunciados, los

elementos de convicción aportados al proceso y el enlace

natural más o menos necesario entre la verdad histórica y la

buscada, evidenciándose que había suficientes elementos de

prueba para dictar sentencia condenatoria en contra del

quejoso, asimismo, una vez analizados los elementos de

convicción, se aprecia que se cumplieron las reglas

fundamentales de la prueba circunstancial al haberse

probado los hechos de los cuales derivan las presunciones y
que existe un enlace natural más o menos necesario entre la

verdad conocida y la que se busca.

.>

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisijruden^
268, publicada en la página 150, Tomo II, Parte "

Primera Sala del Apéndice de 1995, que dice; ^
íií<C.; i'0,MEXH

"PRUEBA CiRCUNSTANCIAL, VALORACIÓN DE LA.

La prueba circunstancial se basa en el valor incriminatorio de

los indicios y tiene, como punto de partida, hechos y

circunstancias que están probadas y de los cuales se trata de

desprender su relación con el hecho inquirido, esto es, ya un

dato por complementar, ya una incógnita por determinar, ya

una hipótesis por verificar, lo mismo sobre la materialidad del
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delito que sobre su identificación del cfjlpable y acerca de las
circunstancias del acto incriminado".

Y, la tesis publicada en la pág'víd 222, Tomo VII, abril de
1991, Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, del

Semanario Judicial de la Federación,/que dice:

"PRUEBAS CIRCUNSTANCIAL Y DIRECTA,

DIFERENCIAS ENTRE LAS. Lá ¡prueba circunstancial es

dm de la directa, pues en tanto que en ésta debe

sa^aperse los diversos requisitos que fija la ley, para que

mi n la prueba circunstancial

de distintas fuentes, que

ca la eficacia demostrativa

ór debe calificar hech

v^gfddos sin infringir las leye^ de la lógica y la razón,

conduzcan a establecer la verdaá que se busca conforme a

un proceso ordinario y natural deias cosas; que no lleve a

suponer que otra persona distirita enjuiciado fue quien
realizó el hecho criminoso. Por e sas razones, la responsable

no podía analizar y razonar ¡as pruebas directas como
indicios, sino únicamente estudiar si en ellas se reunieron los

requisitos que la propia ley estatlece para su estimación".

En ese sentido, es infundí

en cuanto a que el Tribunal

do lo alegado por el quejoso

responsable, al analizar la
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legalidad del fallo apelado debió verificar la existencia del

delito, en términos de los artículos 4° y 94, del Código Federal
de Procedimientos Penales, esto es, que el Tribunal Unitario

responsable no debió acreditar el cuerpo del delito, ya que los
numerales 16 y 19, Constitucionales, hacen alusión al cuerpo
del delito y consecuentemente la probable responsabilidad
del indiciado, para la emisión de una orden de aprehensión o

de comparecencia y para el auto de plazo constitucional, pero
dicha figura no aplica a las sentencias; y, que al resolver

analizando el cuerpo del delito, pasó por alto las tesis con los

rubros: "CUERPO DEL DELITO, CONCEPTO DEL. SÓLO

ES APLICABLE A LA ORDEN DE APREHENSIÓN

AUTO DE FORMAL PRISIÓN, DE ACUERDO CO^
REFORMAS A LOS ARTÍCULOS 16 Y 19, DE

CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBU

PUBLICADAS EL OCHO DE MARZO DE

NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE." y, "SENTENCIA

PENAL NO SATISFACE LOS REQUISITOS

CONSTITUCIONALES DE FUNDAMENTACIÓN Y

MOTIVACIÓN, SI CON LA SIMPLE RELACIÓN DE

PRUEBAS SE CONCLUYE QUE SE ACREDITARON LOS

ELEMENTOS DEL CUERPO DEL DELITO"; contraviniendo lo

dispuesto por el artículo 192, de la Ley de Amparo y 363, del

Código Federal de Procedimientos Penales.
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Al respecto, se tiene en consideradón que en el caso el

Magistrado del Cuarto Tribunal Unitarlofen Materia Penal del

Primer Circuito, en la sentencia que se reclama, confirmó el

criterio del Juez de primera instancia /al analizar en términos
del artículo 168, del Código Federal de Procedimientos

Penales, el cuerpo del delito por/una parte y dentro del
capítulo de responsabilidad, la culpabilidad al referirse a las

excluyentes de responsabilidad.

al Colegiado de Circuito

con lo establecido en los

aderal de Procedimientos

mente a los tribunales

ese sentido, este -Miur

cc^lj^ra en principio, pe acuerde
aS^ios 4° y 94. dei^ódigo F
P¡fj]í|l^í corresponde exclusiva
peSáfes declarar, en la forma y rerminos que ella misma
establece, ciAndo un hecho ejecutado es o no delito, así
como declarar la responsabilidad o no responsabilidad de las

persóhas acusadas ante ellos, para posteriormente aplicar, si

fuere el caso, las sanciones correspondientes, a través de

una sentencia que deba contener

consideraciones y los fundamen

entre otros aspectos, las

os legales, así como la

condenación o absolución respetiva y los demás puntos
resolutivos de la litis.

r:
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A efecto, de considerar si resultan aplicables o no al
caso, los numerales que refiere el quejoso, no se soslaya que
hasta antes de la reforma constitucional de septiembre de mil

novecientos noventa y tres, para el dictado del auto de plazo

constitucional se exigían, entre otros requisitos, el

acreditamiento del cuerpo del delito y de la probable

responsabilidad del indiciado, interpretando la Suprema Corte

de Justicia de la Nación que el cuerpo del delito se constituía

por los elementos materiales o externos de la figura típica, es

decir, sóío los elementos objetivos del tipo.

Sin embargo, a través de la citada reforma a Ids

artículos 16 y 19 constitucionales, se sustituyó el cpñ¿^i>
"cuerpo det delito" por el de "tipo penal", es decir,¿se

cambió de un concepto con una connotación redgfóídS W
MATERIA-ÍÍNAL.

otro de contenido distinto y más extenso que el sustf1!Wídó>,E

que en consecuencia resultaba más garantista para el

inculpado.

En ese entendido, a partir de la aludida reforma de

septiembre de mil novecientos noventa y tres, en el dictado

del auto de plazo constitucional, el estudio relativo no debía

limitarse al análisis del cuerpo del delito (elementos
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objetivos), sino que debería referirse/a todos los elementos

del tipo (elementos objetivos, normatii^s y subjetivos).

Sin embargo, por decreto de cuatro de marzo de mil

novecientos noventa y nueve, pübJicado el ocho del mismo
mes y año en el Diario Oficial de/la/Federación, y en vigor al
día siguiente de la publicación,/ hubo otra reforma a los
artículos 16 y 19 constitucionales, en donde se sustituyó
de nueva cuenta el concepto derélementos del tipo" por el

de "cuerpo del delito", para q^eflar en sus textos actuales
conió sigue:

"Artículo 16. ... No
' '-''ADO EM

}drá librarse orden de

a^ñ^nsión sino por la auidridad judicial y sin que
preceda denuncia o querella íde un hecho que la ley
señale como delito, sancionado ̂ ando menos con pena
privativa de libertad y existan datos que acrediten el

cuerpo del delito y qije hagan probable la
responsabilidad del indiciado.

"Articulo 19. Ninguna ¡detención ante autoridad

judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a

partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin

que se justifique con un auto de formal prisión en el que
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se expresarán: el delito que se Impute al acusado; el

lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los

datos que arroje la averiguación previa, los que deberán

ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer

probable la responsabilidad del indiciado...."

Ahora bien, en la legislación Federal adjetiva se

dispone;

"Articulo 168. El Ministerio Público acreditará el

cuerpo del delito de que se trate y la probable

responsabilidad del indiciado, como base del ejercicio de

la acción penal; y la autoridad judicial, a su

examinará si ambos requisitos están acreditados^ e/í

autos. :';l

r,;- ^

.--m: "iiA ?t

El cuerpo del delito se tendrá por comprobddó^

cuando se acredite el conjunto de elementos objetivos o

externos que constituyen la materialidad del hecho que la

ley señale como delito, así como los normativos, en el

caso de que la descripción típica lo requiera. ..."

Al respecto, existen diferentes concepciones que han

dado los autores para definir cuerpo del delito, como los que
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lo identifican con los elementos objetivos típicos y estiman
que se integra sólo con lo meramente ftxterno del delito o los

que consideran que el dolo y la culpa iquedan situados en la

conducta; sin embargo, este concepto na sido superado y aun
cuando existen distintos puntos d® \ista, la mayoría de los
autores convergen en asegurar qu<

en algo material perceptible por

168, del Código Federal de

establece que el cuerpo del delitc

jerpo del delito consiste

Mentidos y así, el artículo

rocedimientos Penales,

tendrá por comprobado

)6 elementos objetivos ocuando se acredite el conjunto de

)s que constituyen la mate rididad del hecho que la ley

'ífomo delito y en los case
•'i? .
ripcion de la conducté

s pn que la ley incorpore en

revista como delito un

normativo, como eleriiinto constitutivo esencial
-LÜLEGMDOr '

sféféPR'Mgnecesaria la acreditacir
'^XICO D F

comprobación del cuerpo del delitc*
del mismo para la

Es decir, los elementos opjetivos son aquellos que
pueden ser constatados con la sola aplicación de los sentidos
(la vista, el oído, el gusto, el tacto y el olfato); de ahí que la

conducta (acción u omisión), la/lesión del bien jurídico, los

sujetos, el objeto material, ¡oL medios utilizados y las
circunstancias de ejecución (lugar, tiempo, modo y ocasión),

son elementos que se pueden/constatar con los sentidos y
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acreditar fácilmente con los medios de prueba existentes en
ia ley.

En este sentido, los elementos normativos requieren

de un determinado juicio de valor.

Los elementos subjetivos son aquellos que no se

pueden apreciar con los sentidos por encontrarse en el

interior de la persona humana, en su pensamiento y en su

sentimiento y, por ello, su comprobación resulta complicada,

de tal manera que sólo con la confesión apoyada en otras

pruebas se pueden acreditar, o bien, cuando no exista

con otras pruebas aplicando la prueba circunstancial
y;í:

indiciaria. ^ v S
*  'O

v  'wAL

Dentro de esos elementos encontramos al dolo

culpa, es decir, a la intención y a la imprudencia, que si bien

no se describen en el tipo penal, conforme a la teoría finalista

del derecho penal son parte de la conducta (acción u omisión)

y conforme a la causalista forman parte de la culpabilidad; de

cualquier modo, éstos deben acreditarse plenamente en la

sentencia.
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Sin embargo, también existen ybn los tipos penales
descritos en ellos, los elementos /subjetivos específicos
(distintos al dolo y a la culpa), es dedr, la ley los incorpora al
describir la conducta que son los motivos particulares,

/  /

intenciones, ánimos o propósitos #1 activo del delito; éstos
por ser constitutivos del cuer¿¿ del delito, sí deben
acreditarse de manera plena desae/las primeras etapas.

De lo anterior, se puede conoluir que el cuerpo del delito

Constitución Feaei/aren los artículos 16 y 19
/  /

concepto que deberá acreditarse para

Jo aprehensión u orden dee^P^miento de la orden

autoridad judicial, previacáWparecencia dictada por

o querella de un hiídho que la ley señale como
á'el'ifó, sancionado cuando rr enos con pena privativa de
libertad, y en un auto de formal prisión, cuando el indiciado

sea puesto a disposición de aquella que, por regla general, no

podrá exceder del término d¿ Wenta y dos horas y, el
análisis de tal institución prdcesal debe hacerse también

para sentencias definitivas,/ en que deberán acreditarse
plenamente todos los elementos constitutivos del ilícito, de
manera tal, que en la especie, si el Tribunal responsable

analizó al confirmar lo decidido por el A quo, la tipicidad,

antijuridicidad y culpabilidad, debe estimarse que estudió
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todos los elementos constitutivos del ilícito y se ajustó a
las prevenciones de los artículos 4^ y 94, del Código
Federal de Procedimientos Penales.

En esa virtud, no puede estimarse que en la especie,

haya una infracción al articulo 192, de la Ley de Amparo,

incluso, el criterio que cita el quejoso no es obligatorio para
este Tribunal Colegiado de Circuito, pues, los elementos

integradores del delito motivo de examen en una sentencia,

no pueden desprenderse aisladamente de las formalidades

de una sentencia, ni de normas procesales, sino que deben

examinarse armónicamente con aquellas normas sustantivas
v'- ' . Áique prevén los delitos y aquellas dogmáticas que alberg^ée íS

ley aplicable al caso, como lo serían las establecidas eíi

artículos 7, 8, 9, 13 y 15, entre otros, del Código PenS
Federal. VÍ

C:'CJiTC

Por lo anterior, este Tribunal Colegiado de Circuito

estima que en la especie, aun cuando la autoridad

responsable, no hubiere examinado los elementos

integradores del delito, siguiendo una determinada teoría, lo

cierto es que lo realizó observando las normas adjetivas y

sustantivas aplicables y, asi, debe estimarse que observó el

principio de legalidad a que está obligada.
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Al respecto cabe citar, la ^risprudencia J/22/9",
sustentada por el Segundo Tribuna/Colegiado en Materia
Penal del Primer Circuito, que dice:

"CUERPO DEL DELITO, ̂ Ul COMPROBACIÓN EN
SENTENCIAS DEFINITIVAS / (LEGISLACIÓN DEL
DISTRITO FEDERAL). La intarpretación armónica y

sistemática del articulo 122 pe la Ley Adjetiva Penal
(^^formado el veintiocho de enero pe dos mil cinco), con los

?/es 15, 16, 18, 22 y 29 (este a contrario sensu) del

^^Itf í^ódigo Penal, ambas lleglislaciones para el Distrito
P^m0, permite afirmar que ef cuerpo del delito recepta de
mamfá¡^integra gI contenido dogmático del tipo penal, tanto
-£ELPf{|MEH . \ I
objetiyo como subjetivo, pues éJ primer dispositivo establece
que dicha figura procesal sta comprobará cuando se

demuestre la existencia de los elementos que integran la

descripción de la conducta o hecho delictuoso, sin hacer

distingo de elemento de alguna naturaleza; a su vez, dispone

que los componentes de la I responsabilidad penal son

antijuridicidad y culpabilidad,! elementos que deberán
estudiarse a título probable en jas órdenes de aprehensión y
autos de plazo constitucional, de esta manera con mayor

razón deberán analizarse al diofar sentencia definitiva, porque
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QS en esta resolución en la que tiene que acreditarse a

plenitud dichas figuras procesales que contienen al delito

mismo, de tal manera que los dispositivos 1° y 72 de la

legislación procesal invocada, no rigen sobre la materia en

examen".

En este sentido, contrariamente a lo sostenido por el

quejoso no procedía que el Tribunal de Alzada revocara la

sentencia de primera instancia por haberse examinado el

cuerpo del delito y tampoco puede estimarse que por los

motivos expuestos hubo una aplicación por analogía de la ley

penal.
C. r .

Ahora bien, del análisis de la resolución reclamada y
"A.

las constancias de autos, contrariamente a lo argumenté^

por el quejoso, se desprende que el Ad quem respohj^áblj^,

respetando los principios reguladores de la valoración dé'fe

prueba, establecidos en los artículos 284, 285, 286, 288 y

289, del Código Federal de Procedimientos Penales, teniendo

en consideración las constancias procesales existentes en

autos y, realizando una justa valoración de las mismas, tuvo

por comprobados los elementos del delito Contra la Salud en

las modalidades de comercio (hipótesis de venta) de

clorhidrato de cocaína, previsto y sancionado en el artículo
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194, fracción I, en relación al 193, del Código Penal Federal

y, posesión de clorhidrato de cocaína, con fines de

comercio (venta), previsto y sancionado por el artículo 195,

primer párrafo, en concordancia a los diversos 193 y 194,
fracción I, del ordenamiento legaj invocado, los cuales son, la
existencia de un narcótico, en el (caso Clorhidrato de Cocaína;
que el sujeto activo, por uha

comercio respecto de dicho/na
su control y dentro del radio

parte, verifique un acto de

Gótico y por otra, tenga bajo

de acción de su inmediata

del citado narcótico, con la

^^de realizar alguna de l^s conductas a que se refiere

Penal Federal, en el caso

disponibilidad cantidad disiinta

ellpifefe 194. del Código

coi|^á)Énta en la formé de
correspondierite;

qu^J,|f^^prendió el Ad quem

venta y, sin contar con la

elementos probatorios de los

responsable que el quejoso

aproximadamente a las

cero horas con quince minutos (del cinco de febrero de dos mil
tres, sobre la flj^^HIHHIblntre las diversas,

vendió un envoltorio de material sintético

transparente contenedor de cero punto un gramo de la

sustancia que pericialmente se determinó corresponde a

clorhidrato de a |HHB||||i|||||||H|H|Wen la
cantidad de m^h^m|||mL||||^ ulteriormente, en las
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inmediaciones del referido lugar, dicho quejoso poseyó un
envoltorio en papel color azul contenedor de pequeñas
piedras blancas con peso neto de cero punto un gramo de
clorhidrato de cocaína, según se dictaminó pericialmente,
considerada estupefaciente por la Ley General de Salud, el

cual además, conforme a los antecedentes relatados, la

cantidad y forma de la envoltura de la droga, así como la

propia aceptación de cíe haber

comprado uno de los envoltorios al procesado, es de advertir

estaba destinado a su venta (elemento subjetivo específico

diverso al dolo); lo que desplegó sin contar con

autorización correspondiente a que se refiere el Título Dé'cirá'l
Sexto, Capítulo I, de la Ley General de Salud; actividad que

desplegó el quejoso como autor material en términos de (al

fracción II, del artículo 13, en relación con el 9°, primer^
párrafo, ambos del Código Penal Federal, con 1^

evidentemente puso en peligro el bien jurídico tutelado por la

norma, que en la especie, lo constituye la salud pública.

Conductas que recayeron en la venta y posesión

respectivamente de un envoltorio de material sintético

transparente que contenía cero punto un gramos de la

sustancia dictaminada pericialmente como clorhidrato de

cocaína y, un envoltorio de papel color azul conteniendo
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pequeñas piedras blancas con peso

gramo de clorhidrato de cocaína (ele

acreditara contar con la autoriz

autoridad sanitaria competente

además la conducta posesoria

desplegada por el activo quedó de

un fin precisos, esto es el acto poj

y voluntariamente un diverso o

venta del narcótico.

e

mr

ietil

l

■'ry

ito de cero punto un

to material), sin que

n expedida por la

mente normativo);

segundo envoltorio

ida entre un principio y
rio persiguió conciente

o ulterior, como es la

respecto cabe citar, l%Í||¡s/número XIV.2°.7P, de los
ITafói^ales Colegiados de Circuit), visible en la página 913

r  f a .cfél Semanario Judicial ife>ta Fediiración y su Gaceta , Tomo
■  ̂DO f I Ily.^'^^rzo de 19^^^ Materia Pen^ij Novena Época, que a la

letra dice:

"DEUTO CONTRA LA SALUD EN SU MODAUDAD
DE F^éñSIÓN DE NARCÓTICO PREVISTA EN EL PRIMER
PÁRRAFO, DEL ARTÍCULO 1i 5, DEL CÓDIGO PENAL
FEDERAL LA FINALIDAD DE REALIZAR ALGUNA DE
LAS CONDUCTAS PREVISTAS EN EL DIVERSO

ARTÍCULO 194, ES UN ELEMENTO DEL TIPO PENAL
DEL. El tipo penal previsto en é primer párrafo del numeral
195, del código punitivo federal, se refiere al delito contra la
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salud en su modalidad de posesión, de algún narcótico

señalado en el artículo 193, siempre y cuando esa posesión
sea con la finalidad de realizar alguna de las conductas

previstas en el artículo 194, ambos del mismo ordenamiento.

Lo anterior se interpreta en el sentido de gue resulta

indispensable para estimar configurado tal ilícito, que desde
el dictado del auto de formal prisión se indiquen las conductas

que intentaban realizarse con la posesión del narcótico, para
que así quede el inculpado en aptitud de alegar al respecto

durante el proceso y, por consiguiente tenga oportunidad

defensiva, razón por la cual el Ministerio Público al plantear el

ejercicio de la acción penal, y sobre todo, al formulé'. ÍQ

acusación, tendrá el deber ineludible de identificar y ̂ nal^
específicamente la finalidad correspondiente. Si no lo

indudablemente quedará en estado de indefensión,

procesado ante una imputación en abstracto y si la aúfÓnpi^
judicial llegara a dictar sentencia condenatoria sin esa

precisión, evidentemente rebasaría la acusación. No es válido

y, por ende, no basta decir, que por las circunstancias

imperantes del caso puede presumirse que la posesión del

delincuente tiene como meta la realización de alguna de esas

conductas, pues tratándose de un elemento constitutivo del

tipo delictivo, no es admisible jurídicamente apoyarse en

presunciones, sino que debe haber prueba directa a ese
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respecto. No considerarlo así, dskh lugar a que con simples
inferencias, deducciones o ccuije\uras, se le imponga al
sentenciado una sanción privatil/a ele libertad que concierne a
una posesión de narcótico casagada con una pena mayor que
la diversa prevista en el otro tipo pénal previsto por el artículo
195 bis del mismo ordenamiento pénal multicitado."

Por otra parte, centrar

quejoso, de la sentencia re

amante a lo señalado por el

ilarriada se desprende que el
q»^so conocía los elementos del hecho típico, al ser del

.  . común que es cont ario a la ley comercializar y

1 contar con la autorización

;  sin embargo, el quejoso

p^lÉalgún tipo de narcótico si

autoridad correspondiente;

clel hecho cnminal, por lo que se actualiza

efóí^mento subjetivo de dolo directo, como lo establecen los
artículos 8 y 9, párrafo primero, del Código Penal Federal.

En lo relativo al resultado, entendiendo por este

concepto como la transformación del mundo exterior, en

virtud de que se trata de un delito formal o de simple actividad

cuyo resultado no altera el mundo exterior, con lo cual sólo se

puso en peligro el bien jurídico que tutela la norma penal.

l
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En cuanto al juicio de típicídad se tonnaron en cuenta

las circunstancias exteriores de ejecución de los hechos, la

naturaleza y eficacia de las pruebas, y especialmente el
enlace lógico y natural entre ellas, concluyéndose que se

encuentran satisfechos los extremos de la norma prohibitiva

que contienen los artículos 194, fracción I y, 195, párrafo

primero, del Código Penal Federal, sin que de autos se

desprenda la existencia de causa alguna de atipicidad, o de

exclusión del delito.

La antijuridicidad se estimó demostrada, al haberste

acreditado la existencia de una conducta típica, indicio

antijuridicidad, entendida como la relación de contradiccipn

existente entre las conductas desplegadas por la activo y á

ordenamiento legal, sin que las acciones se encontraran
Cií'C' '^"0

amparadas por alguna norma de carácter permisivo, esto es,

sin que existiera una causa de justificación o licitud, como un

aspecto negativo de la antijuridicidad, que en el presente

caso el actuar del agente del delito, no estaba amparado por

un estado de necesidad justificante, ejercicio de un derecho o

cumplimiento de un deber, por lo que al no operar en su

actuar ninguna norma permisiva, consecuentemente se está

ante un injusto penal, acreditándose de esta forma la

antijuridicidad.
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Por lo anterior, contrariamenfe a lo alegado por el

quejoso, del análisis de la sentenci^reclamada, se desprende
que, la autoridad responsable no imringió en perjuicio de éste,

los principios reguladores de la/\/aloración de las pruebas,
pues como lo consideró el Magistrado Ad quem, con los
medios probatorios existentes a causa, se acreditaron los

elementos del delito Contra la

'W?» y

lud en laf modalidades de

(hipótesis de vent^)/de clorhidrato de cocaína
e cocaína, con fines de

I, apegándose la autoridad

los dispdsitivos legales adjetivos

cocp^pqq^ientes, a la vtórac ón de las pruebas, además, de
''̂ KLPPjmbr . \

queceisíf materia pehal, la ley pr<^esal, en particular las normas
relativas a la recepción y valoración de las pruebas, revelan la

y,|^^^ión de clorhidrato
(hipótesis de v

reIjbociéSble

tendencia do%|ue el Juzgador

de la verdad de los hechos, lo

lleaue al convencimiento real

que sí sucedió en la especie.

en la^ue la autoridad responsable, con la valoración de los

medios probatorios, adminicu

arribó de la verdad conocida a

ados y relacionados entre sí,

la desconocida.

Es aplicable al respecto.

Sala de la Suprema Corte de jJusticia de la Nación, publicada

la Tesis de la anterior Primera
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en ia página 1145, Tomo Clll, Quinta Época del Semanario

Judicial de la Federación, que dice:

"PRUEBA EN MATERIA PENAL En materia penal la
ley procesal, en particular las normas relativas a la recepción

y valoración de las pruebas, revelan la tendencia de que el

juzgador llegue al convencimiento real de la verdad y no

simplemente a una situación convencional de los hechos y de

la responsabilidad o Irresponsabilidad del acusado".

De manera tal, que contrariamente a lo señalado,ptoV^el
quejoso, este Tribunal Colegiado de Circuito considera qi^
en el caso se acreditaron los elementos objetivos, normativí^
y subjetivos, que integran el delito, en términps de )l
establecido en los artículos 168 y 180, del Código Federal de

Procedimientos Penales.

En ese sentido, contrario a lo estimado por el quejoso,

en el caso no se violó en su perjuicio la garantía consagrada

en el párrafo primero, del artículo 16, de la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos, que consiste en la

obligación que tiene la autoridad de fundar y motivar sus

actos, pues del análisis del fallo que se reclama al Cuarto

Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, se
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advierte que se cumplió con dicha garantía, pues en la misma
se invocan los preceptos constitucionales y legales aplicables

y, se elaboran los razonamientos/lógico jurídicos, mediante
los cuales se adecúan los hecijjbs de que se trata a las
hipótesis normativas.

Lo anterior encuentra ap^

número CXVI/2000, aprobadí

CQrte de Justicia de la Naciót

mil, que dice:

■teJíF iSt

en lo decidido en la Tesis

^or el Pleno de la Suprema
in sesión del once de julio del

.-•v-'i
-

-X "■
TUNDAMENTACIÓN

CUMm^iMfENTO A DICHA

Constitución Federal consiste

autoridad de fundar y motiva
dirija a los particulares, pero

MOTIVACIÓN. EL
GARANTÍA TRATÁNDOSE DE

f^^LUCIONES JURISDICC IONALES SE VERIFICA SIN
QUE SE INVOQUEN DE MANERA EXPRESA SUS
FUNDAMENTOS, CUANDoWoS RAZONAMIENTOS DE
ESTAS CONDUZCAN A LA^NORMAS APLICADAS. La
garantía de legalidad consagré en el artículo 16 de la

resoluciones Jurisdiccionales,

en la obligación que tiene la

todo acto de molestia que se
su cumplimiento se verifica de

manera distinta tratándose de actos administrativos y de
Lo anterior es así porque en el

acto administrativo que afecta de manera unilateral los

I h
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intereses del gobernedo, se debe cumplir con la formalidad

de invocar de manera precisa los fundamentos del mismo, a

efecto de que esté en posibilidad de conocer el sustento

jurídico del acto que le afecta, mientras que la resolución

jurisdiccional presupone el debido proceso legal en que se

plantea un conflicto o una litis entre ¡as partes, en el cual el

actor establece sus pretensiones apoyándose en un derecho

y el demandado lo objeta mediante defensas y excepciones,

constituyendo la fundamentación de la resolución el análisis

exhaustivo de los puntos que integran la litis, es decir, el

estudio de las acciones y excepciones del debate, si se

requiera de la formalidad que debe prevalecer en lQsí^a(^

administrativos, toda vez que dentro del citado análisié se ̂ ^

razonamientos que involucra las disposiciones §¡0 gue

funda la resolución, aun sin citarlas en forma exp^^q^'^Bh

consecuencia, aun cuando por regla general la autoridad

emisora de una resolución jurisdiccional está obligada a

fundar tal acto citando los preceptos con los que se cumpla

esa exigencia, excepcionalmente, si los razonamientos de la

resolución conducen a la norma aplicada, la falta de

formalidad puede dispensarse, de ahí que las resoluciones

jurisdiccionales cumplen con la garantía constitucional de

referencia sin necesidad de invocar de manera expresa el o
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los preceptos que las fundarji cuando de la resolución se
advierte con claridad el articulo en que se basa".

rk

Por lo anterior, es infurílado lo señalado por el quejoso
en el sentido de que la | sentencia recurrida no está
debidamente fundada y motivada, toda vez que dentro del

citado análisis se dan raic

disposiciones en que se func

Inamientos que involucran las

dicha resolución.

¿í^Cfembién, se considera! legal el proceder del Ad quem

ido por demostrada la plena^sable, al haber ter
'

re

reí

f

nsabilidad penal de

en oéáAí comisión del delitoVcontra la Salud en las
mOfdaüdades de comerc

clorhidrato de cocaína y

cocaína, con fines de co

concluir que el día de los ̂

calidad de autor material,

lo (hipótesis de venta) de

,  posesión de clorhidrato de

Hercio (hipótesis de venta), al

contecimientos, el quejoso en su

5n términos de la fracción II, del

artículo 13, del Código Penul Federal, aproximadamente a las

cero horas con quince miniaos del cinco de febrero de dos mil

íntre las diversas!tres, sobre la

vendió un envoltorio de material sintético

transparente contenedor de cero punto un gramo de la
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sustancia que pericialmente se determinó corresponde a

clorhidrato de cocaína a

cantidad de ulteriormente, en las

inmediaciones del referido lugar, dicho quejoso poseyó un

envoltorio en papel color azul contenedor de pequeñas

piedras blancas con peso neto de cero punto un gramo de

clorhidrato de cocaína, según se dictaminó pericialmente,

considerada estupefaciente por la Ley General de Salud, con

la finalidad de desplegar alguna de las conductas a que se

refiere el artículo 194, fracción I, del Código Penal Federal, en

el caso, la compraventa en su forma de venta, sin que

contara con la autorización correspondiente a que se refie^
el Título Décimo Sexto, Capítulo I, de la Ley General dé

Salud; conductas con las que puso en peligro el bien jurídi^

tutelado por la norma penal, que en el caso es la salud de
ítro "'M

colectividad y el evitar la degeneración de la especie, matl í :n
t

Lo anterior, como ya se dijo, se desprende del material

probatorio, primordialmente del parte informativo de los

agentes Federales de Investigación Ernesto Bautista

Carrillo y René Sánchez Hernández, debidamente ratificado

ante el agente del Ministerio Público Federal (fojas 5, 14 a 17

de la causa), donde de manera coíncidente refirieron que el

día del evento delictivo, aproximadamente a las cero horas
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n

con quince minutos, al circular (i^r la Calle

y

entre

se percateron de dos sujetos quienes

intercambiaban objetos de mano en mano, al interceptarlos el

quejoso de manera voluntara les entregó un envoltorio de

papel azul conteniendo peqiañas piedras blancas al parecer

cocaína y de su bolsa derecha sacó varios billetes de

diferentes denominaciones,/asimismo el otro sujeto traía un

envoltorio con las mismas oaracterísticas y sustancia, el cual

meripionó lo había compn

existiend

|o al quejoso por la cantidad de
ildomás la diligencia practicada

p^^étáonal del Ministeric I Público de la Federación, donde
s^giié^'fe de haber tenido,a la vista, los envoltorios precisados

cü^^^^^tenido al ser e^
-"1^ PRIMER

d^i41^inó ser clorhidrato d

^minado por peritos oficiales se

}caína.

A lo anterior, se corr>boró con : a).- La ampliación de

decláfición de los ag< intes federales de investigación

Ernesto Bautista Carrillo y René Sánchez Hernández, ante el

Juez A quo (fojas 189 y fl 90 de la causa); b).- El dictamen

químico de cinco de febijero de dos mil tres, signado por los
peritos adscritos a la Dirjección General de Coordinación de
Servicios Periciales de la Procuraduría General de la

República, Gildardo Cruz Velasco y Elsa Sánchez Barba, en
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el que concluyeron que los envoltorios examinados contienen

clorhidrato de cocaína, sustancia considerada como

estupefaciente por la Ley General de Salud y, que su peso es

de 0.1 gramos cada uno (fojas 31 a 34 de la causa); c).-

Dictamen módico del quejoso signado por el perito médico

oficial Doctor Mildeberto Mendoza García (foja 3 de la causa);

d).- Certificado médico suscrito por Amalia Gamboa Zúñiga,

perito médico oficial dependiente de la Autoridad

Investigadora Federal (foja 6 de la causa); e).- Declaración

Ministerial a cargo del testigo de cargo fHHHHij
Hm (fojas 24 a 26 de la causa); f).- Caceos

constitucionales y procesales celebrados entre el

agente pólicia^
Ernesto Bautista Carrillo (fojas 191 vuelta y 192 de

causa); g).- Careos constitucionales y

celebrados entre el quejoso*

y el agente policiaco René Sánchez Hernández (fojas 192

vuelta a 194 de la causa); h).- Careo supletorio realizado

entre el quejoso y el testigo de cargo

|(foja 273 de la causa); i).- Testimonial a cargo de

(foja 197); J).- Careos procesales

celebrados entre el testigo mH|||||||||[||y ios Agentes
Federales de Investigación Ernesto Bautista Carrillo y René

Sánchez Hernández (fojas 198 y 199 de la causa); k).- La
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declaración ministerial del quejoso

ÜHVde cinco de febrero de dosj^iil tres (fojas 20 a 22 de
la causa); la declaración preparMoria ante el Juez del

conocimiento, de siete de febrero aé dos mil tres (fojas 53 y
54 de la causa) y ampliación de dedaración de nueve de abril

de dos mil tres (fojas 190 y 191 dJia causa); 1).^ Estudio de
personalidad del quejoso (foja 108 de la causad; II).- Informe
de Ingresos anteriores a prisión bel qu^so (foja 120 de la
causa) y, m).- La ficha slgn^l^ca correspondiente al

(fojas 103 a 105 deso

íi^a).

5 >I-

-Ofv ̂  anaíizác^ los I anteriores elementos de
^'^itt^Tíamente a lo/sellado por el quejoso, el

Magistrado responsable consideró acreditada la parte
subjetiva dei^llto relativa al dolo, toda vez que el quejoso
conociendo los elementos del ilfcito penal, quiso la realización

del hécho descrito por la ley, píjesto que tuvo la intención de
ejecutar el evento delictivo, lo cual evidentemente llevó a

cabo, pues dada la mecánica en que sucedieron los hechos,

es incuestionable que la intención del quejoso era la de poner
en peligro la salud pública; lo que evidentemente quiso, pues
de no haber sido así no hubiese poseído ni enajenado el

11/
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estupefaciente de que se trata, en consecuencia, los dos

componentes del dolo, conocer y querer se actualizaron.

Al respecto cabe citar, la tesis de la Primera Sala de la

Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en la

página treinta y uno, del Semanario Judicial de la Federación

60 Segunda Parte, Materia Penal, Séptima Época, que dice;

"SALUD, DELITO CONTRA LA. DOLO NECESARIO

EN SU COMISIÓN. Los delitos contra la salud están

contenidos por diversos tipos de peligro, que afectan la salud

pública, y por cuanto a su culpabilidad son de dolo nece¡^ri(^
esto es, no pueden cometerse por imprudencia, sino s^lo b|
forma intencional; se configuran cuando el sujeto realiza cóñ\

drogas enervantes cualquiera de los actos que los propio^i

tipos de los delitos contra la salud describen". c^a;, ,í¡|

Y la tesis visible en la página quinientos quince del

Semanario Judicial de la Federación II, Segunda Parte-2,

Julio a Diciembre de 1988, Tribunales Colegiados de Circuito,

Materia Penal, Octava Época, que establece:

"SALUD, DELITO CONTRA LA. DOLO O INTENCION

DELICTUOSA. El delito contra la salud en su modalidad de
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posesión es necesariamente doloso, pues basta la

voluntariedad de la posesión tel enervante para considerar

ésta dolosa, independientemente de la finalidad a que se

destine la droga y el tiempo que haya durado la posesión.

fL

Por lo anterior, fue legj I que se tuvieran por acreditados

todos los elementos del deli :o que se reprocha al quejoso, al

demostrarse que el cinco de i febrero de dos mil tres, sobre la

[entre díyerjsa^^H^^HHIjlIj^H^^M
el quejoso y

,jjeto intercambiaban
"^0 rií
mor

de mvestigación, encontrái

)jetos de mano en mano, al

to de que son interc apeados por los agentes federales

>le al quejoso en su poder un

papel azul ttonteniendo pequeñas piedras

íS&ffcas al parecer cocaína\sustancia considerada como
estupefaciente por la Ley cineral de Salud) y de su bolsa
derecha sacó varios billetes pe diferentes denominaciones, el
otro sujeto traía un envoltorio con las mismas características

y sustancia, el cual menciG|nó que se la había comprado al
quejoso

mu conducta con la que puso en peligro el bien jurídico
tutelado por la norma penal, que en el caso es la salud de la

colectividad y el evitar la degeneración de la especie, lo que

hizo por sí y dolosamente, en términos del artículo 13,
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fracción II, en relación con el 9®, primer párrafo, del Código
Penal Federal.

De igual manera, la responsable legalmente estimó que

momento de ocurrir los hechos contaba con fHIHIHÍÍ

fjjfmiiilBK y no existe constancia de que padeciera
trastorno mental, enfermedad mental o desarrollo intelectual

retardado que le impidiera conocer el carácter ilícito de su

hecho y, que de las constancias de autos se observa qye

estaba en posibilidad de comprender el carácter antijqfídi^
de su actuar y que debía conducirse acorde a "í^dict^

comprensión. '4

•1/

Además de que no existe constancia alguna respé^to a"

encontrara en

algún error respecto de los elementos integrantes de la

descripción típica del delito que se le imputó, o que no tuviera

la posibilidad de conocer la antijuridicidad de su hecho, ya

que no se advierte que al proceder se encontrara en el

supuesto de un error de prohibición vencible o invencible ya

sea porque desconocía la existencia de la ley, o el alcance de

la misma, o estimara que estaba justificada su conducta; o

bien, no gozara de plena libertad de autodeterminación, por lo
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C|U6 pudo hsbsrs© conducido d© ©ouordo 3 dsrscho y roslizsr

otra conducta que no pusiera ̂  peligro el bien jurídico
tutelado por la norma penal.

n

En ese sentido, refiere el auejoso que debe excluírsele

del delito que se le imputa dejicuerdo a lo señalado en el
artículo 15, fracción II, pijiys no quedó plenamente
demostrado el cuerpo del c ito y, qil^dó acreditado la

^^tpncia de una excusa absc
lí^'• :^í/

H ->Co anterior es infund

l|jtoría a su favor.

feen primer lugar porque la

delito a que Ilude es incoexistente con la

5^0?^ absolutoria sé^^daA toda vez que mientras la
fracción II del artículo 15, del [bodigo Penal Federal, alude a

que se demuestra la inexistemíiaW alguno de los elementos
que integratt^ descripción tí )ica del delito, el artículo 199,

Punitivo Federal establece que no se debe

imporlW pena alguna al posee ídor de algún narcótico que no
eí^eda para su estricto (Consumo personal, esto es,
contrariamente a lo precisado por el quejoso, se presenta en

aquellos casos en los que el l^ígislador consideró conveniente

no imponer una pena, a pesiar de darse una acción típica,
antijurídica y culpable, pero para que opere dicha excusa

absolutoria no sólo debe atenderse a que el activo sea
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fármacodependiente, sino que la sustancia asegurada sea
para sí mismo y no para terceras personas, esto es, que rio

esté destinada a realizar alguna de las conductas previstas

en el artículo 194, del mismo ordenamiento penal, lo que en

el caso no acontece, toda vez que como lo ponderó el

Tribunal Ad quem, en el caso está acreditado la modalidad de

venta del estupefaciente afecto al sumario en la cantidad de

cantidad de droga que le fue asegurada tenía como fin su

venta, de manera tal que el hecho de según dictamen médico

oficial, no excediera para su estricto consumo persor>éÍ, e

es insuficiente para considerar que la fuera a consurrl

personalmente y no a comerciar. |
.•Íí;

'  ' C

Es aplicable a lo anterior la tesis de los Tribtínaleax

Colegiados de Circuito, visible en la página 632, del

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III,

mayo de 1996, en Materia Penal, que dice:

"FARMACODEPENDENCIA. INTERPRETACIÓN DEL

ARTÍCULO 199, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL. Una

correcta interpretación de lo dispuesto por el artículo 199 del

Código Penal Federal, debe ser en el sentido de que al

quedar acreditado que el procesado es fármacodependiente
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de la sustancia asegurada, es necesario que la cantidad de

droga sea para su estricto consuma personal, es decir, para

sí y no para terceras personas, esto es, que no esté

destinada a realizar alguna de l€¿ ̂ nductas previstas en el
artículo 194 del Código Penal, $in

cantidad asegurada exceda ofn

consumo diario o por un tiemf.

que se establezca que la

de la requerida para su

^terminado, puesto que el

precepto en cita no lo exii

qgítwderaciones contenidas

ados al reformar el citac

fe.

>n

Por otra parte, se conside ra correcto que el Tribunal

ni se desprende de las

la exposición de motivos

ódigo Penal Federal,"

respjpñsable otorgara valor pr >bdtorio al parte informativo y su

ratificación por los agentes -ederales de Investigación

Ernesto Bautista Carrillo ylRíné Sánchez Hernández, al

reunir sus declaraciones los re

289, del Código Federal de P

:|uisítos que exige el artículo

rocedimientos Penales, pues

sus testimonios fueron emitidcs por personas que por su

capacidad e instrucción, tienen el criterio suficiente para

juzgar el acto con imparcialida( , hechos que conocieron por

sí mismos y no por inducciones ni referencias de otro, por lo

que se estima que son imparcíales al haberles constado los

hechos que narraron, además de que no existe constancia de

que hayan sido obligados o impulsados por engaño, error o

/  /
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soborno a declarar en la forma que lo hicieron, además de

encontrarse corroborados con el resto del material probatorio

anteriormente analizado, cuyas incriminaciones sostuvieron

firmemente al quejoso en las diligencias de careos

constitucionales y procesales realizadas con el quejoso, pues

de no haber sido el quejoso quien cometió la conducta

delictiva, no tendrían por qué realizar una imputación en su

contra, mucho menos crear un escenario ficticio con la única

finalidad de perjudicarlo, aunado a que no existe ningún

elemento del cual se desprenda, que los anteriormente

señalados tienen algún motivo de animadversión en su coptráf'^

para que sin motivo alguno le imputen el hecho delictúoso^
a'-' ,4

que se le atribuye; por lo tanto se ajusta al marco de la^c

legalidad que el Ad quem responsable les confirier^^valor^
probatorio, al ser testigos presenciales de los hechos. MA?-;.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis publicada en la

página 166, del Semanario Judicial de la Federación 103-108

Cuarta Parte, Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia

de la Nación, Séptima Época, que dice:

"PRUEBA TESTIMONIAL, APRECIACIÓN DE LA. El

juzgador tiene la facultad de valorar la prueba testimonial

conforme a su prudente arbitrio, según lo establece el articulo
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l ie

419 del Código de ProcedimientoJciviles del Distrito Federal,
lo cual significa que al hacerlo ¿ebe tomar en cuenta todas
las circunstancias que puedan Influir en la independencia de
criterio de los testigos; esto es, debe examinar si por su

probidad e independencia ni su posición y por sus
antecedentes personales tienen completa imparcialidad;

además, debe apreciar que él testigo no sea inhábil en los

términos legales; que por su ¿dad, capa^dad e instrucción,
)^^á dotado del criterio nece< tirio para juzgar el acto; que el

o de que se trate sea sui tceptible de ser conocido por los

Idos y que el testigo lo mt^zca por si mismo y no por

o inducciones, de btra persona; que el testigo en

su /d^laración sea clarXL p/ic/so y se exprese sin dudas o
)^mticencias; que lé sustancia del hecho declarado establezca

la firme convicción de ser verdad que efectivamente ocurrió,

así como tft^^cualidad en ci tanto a las circunstancias que

enmarcaron el hecho materii) del testimonio, aun cuando no

es ih^pensable la absol ¡ta precisión de los detalles

accesorios, por la impos bilidad psíquica -retentiva y

reproductiva- de la persona, de percibir y recordar totalmente

todas las circunstancias de ui suceso".
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Así como la diversa Tesis 255, publicada en la página

144, Tomo II, del Apéndice al Semanario Judicial de la

Federación 1917-1995 que dice:

"POLICÍAS APREHENSORES, VALOR PROBATORIO

TESTIMONIOS DE. Por cuanto hace a las declaraciones

de los agentes aprehensores del acusado de un delito, lejos

de estimarse que carecen de independencia para atestiguar

en un proceso penal, debe darse a sus declaraciones el valor

probatorio que la ley les atribuye, como testigos de Ig^
hechos ilícitos que conocieron." '■ j

B  -i

Y la tesis que aparece publicada en la página 381, di§
Tomo Vil-Junio, Octava Época, del Semanario Judibíal de la!

MAí.ríi ■ 'I I
Federación, cuyo contenido es el siguiente: '

"PRUEBA TESTIMONIAL, TIENE EFICACIA PLENA

CUANDO LOS POLICÍAS APREHENSORES COINCIDEN
SOBRE LA FORMA DE DETENCIÓN Y LA DROGA QUE
INCAUTARON.- Es verdad que si en sus declaraciones los

testigos se expresan casi en los mismos términos, engendran
sospechas de que han sido aleccionados; sin embargo,
cuando los policías que participan en la detención de un

acusado declaran sobre esa circunstancia, es lógico que sean
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¡ ■ h

coincidsntes en ¡q forma en que la llwaron a cabo y sobre la
droga que le incautaron, sin que! ¡esto implique que las
versiones fueron elaboradas exprojeéo, sino que conocieron
personalmente los hechos, resultando imperativo otorgarles

eficacia demostrativa plena".

Lo anterior, lo concaten(y iW autoridad responsable al
dicho del testigo quien adujo que

á ser detenido le fue asegurádo/un envoltorio de papel azul
/  /pXj^lvo blanco con cocaína la/cual momentos antes de su

íción se la vendió

ma^ de la legalidad el que
su^deposición, en términos

de quien supo se llama

f, por lo que se ajusta al

s¿ confiriera valor probatorio a

leí lo establecido por el artículo

289, del Código Federal de Procedimientos Penales.

De ese modo, se estfnqa legal que la autoridad

responsable confirmara lo ícidído por el Juez A quo,

respecto a que aun cuan jo el quejoso

al rendir su declaración ministerial, que
ratificó en preparatoria, hubiese negado la imputación en su

contra en el sentido de que al momento de su detención no le

fue asegurado objeto prohibido alguno, mucho menos

cocaína; lo anterior es así en virtud de que ante la presencia
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judicial al rendir su ampliación de declaración, reconoció que

poseía un envoltorio con cocaína, la cual debe prevalecer

sobre sus primeras declaraciones, aunado a que en la propia

declaración del quejoso existen indicios que corroboran el

dicho de sus aprehensores, como son que aceptó fue

en la VHHHHIVy

como lo señalaron los agentes aprehensores y testigo de

cargo

En ese sentido, se estima legal que el Magistrado'

responsable otorgara a los dictámenes periciales, diligencia^
donde se dio fe del narcótico y numerario afectos al sumario, J

el valor de indicio, donde cada uno visto individualmente'^
resultó eficaz y suficiente para fundar ese fallo condenatorio,

lo que no se aprecia violatorio de garantías, ya que de su

análisis se advierte no está basado en uno solo de esos

indicios para acreditar los elementos del delito y la plena

responsabilidad del quejoso (declaraciones de los agentes

aprehensores), sino en la totalidad de ellos, de cuyo el enlace

conduce a la obtención de un superior estado de

conocimiento, del que deriva la certeza legal respecto de la

culpabilidad del quejoso, según el principio "singuia quae
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I

non prosunt simutunita juvant% o dicho en otro término, las
cosas que no sirven separadas, Anidas sí aprovechan.

Siendo aplicable al resjfbecto la tesis ll.2o,P.A.8 P,
publicada en la página 24o//del Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, Tdrho II, julio de 1995, Tribunales
Colegiados de Circuito, Novera Época, que dice:

"INDiaOS. CUANDÓ EXISTEN BASTANTES PARA

■■üáii
AR A LA CERTE2A, NO ES SU VALOR AISLADO

[L DEBE ATENDEPfE, SINO EL QUE RESULTA DE
O. Si cada uno, vistoÍUJ" CONCATENAMIEh

indi^^almente, no resuTa suficiente para fundar un fallo
xiícartdenatorio, ello no significa que dicha resolución sea
violatoria de garantías cuando de su análisis se advierte que
no se está basando en ut o solo de esos indicios, sino en la
totalidad de ellos y cuanc o el enlace de éstos conduce a la
obtención de un superioi estado de conocimiento, del que
deriva la certeza legal respecto de la culpabilidad del
enjuiciado, según el veltusto principio "singula quae non
prosunt simulunita juvant ', o dicho en otro término, las cosas
que no sirven separadas,^ unidas si aprovechan".
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Por otra parte, fue legal la valoración que hizo la

autoridad responsable de la probanza de descargo ofrecida

por la defensa, pues al analizar la declaración de^HBV
||||||||H|[|de acuerdo a las reglas de valoración de las
pruebas, en términos de lo dispuesto por el Código Federal

de Procedimientos Penales, correctamente negó valor

probatorio a su deposición ya que incurrió en discrepancias al

referir diferente hora y día de la detención del quejoso, pues

mencionó fue detenido el cuatro de febrero de dos mil tres,

entre ocho y nueve de la noche, en tanto los elementos

aprehensores como el testigo de cargo VHHHH
indicaron que fue detenido aproximadamente

las cero horas con quince minutos del cinco de febrero del

mismo año, sin que mencionaran la presencia del atesfcerode 'ji
,  MAl : -íAPE
descargo en el lugar de los hechos, lo cual se ajustó al marco Tc

de la legalidad.

Por lo anterior, es infundado lo referido por el quejoso

en cuanto a que los agentes aprehensores y el testigo de

cargo hubiesen faltado a la

verdad al no existir prueba alguna de la que se pueda

desprender tal circunstancia.

e
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Asimismo, en relación a lo alegado por el quejoso en el
sentido de que debe ser absuelto del delito que se le imputa,
pues no se acreditó el elemento relativo a que el sujeto activo
poseyera la droga afecta con el único fin de realizar actos de

comercialización, además de tener a su favor el principio in
dubio pro reo, consistente en, que ante ausencia de prueba
plena debe absolverse al acu$adl

l:

||>!^o anterior es infundado, ques la autoridad responsable
&f^con elementos de cortviJción suficientes que informan
l^.c^sa, aportadas por el órgano acusador, para estimar

pálmente que se demobraron tanto los elementos
■ Ol.fiG'ADOEN IJ^^Eantes de la figura delictiía que se le imputa al quejoso,
así como la plena responsa )|lidad penal de su comisión, sin
que exista insuficiencia de pftjebas, sino por el contrario, las

existentes son idóneas, bastardes y concluyentes para arribar
a la plena certidumbre de que se acreditó la corporeidad del

delito en análisis y la plena/responsabilidad del sentenciado

de su comisión; por otra parte, tampoco se actualiza la figura

jurídica de la duda absolutoria, porque los elementos

incriminatorios que informan la causa no permiten dudar
sobre la responsabilidad de quejoso, sino por el contrario, los

mismos son idóneos paríi demostrar como lo precisó la

autoridad responsable, que éste desplegó las conductas
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típicas por las que se le acusó, que se reitera, el justiciable

llevó a cabo con conocimiento de lo ilícito de su actuar, bajo

esa perspectiva, de manera consciente y voluntaria lo ejecutó

en forma dolosa.

Asimismo, respecto a que el Tribunal responsable omitió

cumplir con lo establecido en el artículo 363, del Código

Federal de Procedimientos Penales, es infundado toda vez

que se observa que en la sentencia recurrida se aplicó la ley

exactamente y no se violaron los principios reguladores de la

valoración de la prueba, así como que no se alterarom

hechos y, se fundó y motivó correctamente como ya ̂  ha

mencionado con anterioridad.

'is,
,r

f

■  "'iAi

Por las anteriores consideraciones se estima que

aspecto analizado, la sentencia reclamada no infringe

garantías en perjuicio del quejoso.

SEXTO.- El Cuarto Tribunal Unitario en Materia Penal

del Primer Circuito, para imponer las penas correspondientes

"...QUINTO.- En cuanto a la individualización de las

penas impuestas al acusado, suplidos en su deficiencia los
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istí

conceptos de violación de la de/ensa pública del acusado,

procede modificar la sentencia apelada en los siguientes

términos. Conforme a lo establecido por los artículos 21, de la
Constitución Política de los

52 y 193, párrafo tercero, de,

federal de primera instancia

las circunstancias exteriora

circunstancias de tiempo,

dos Unidos Mexicanos, 51,

digo Penal Federal, el Juez

ó en consideración y valoró

le ejecución del delito, las

módo y lugi^r, así como las

vi

di^^liares del acusado; el es tupio clínico criminológico que le

'^eticado al acusado dsfícual se desprende que tiene

criminal mec^ adaptabilidad social media e

de estado peligroso m^ )pio y pronóstico reservado, con
cóf^ de impulsos. I\lm^bst^te que reportó en el entonces
Migado Décimo de Distrito
Federal, un proceso por el de

Materia Penal en el Distrito

ontra la salud en el cual fue

sentenciado é cinco meses de prisión y multa de tres mil

itd

pesos, resolución confirma ia por el Segundo Tribunal
i',

UnitáPíQ del Primer Circuito; i n virtud de que es una potestad
del juzgador imponer las pe ñas y medidas de seguridad al

inculpado, en aras de concretar su readaptación social; de tal
manera que en el caso, jal ponderar las circunstancias
objetivas de comisión delictual, en relación a las personales
del acusado, se estima que lo procedente es asignarle un

grado de culpabilidad mínimo, y conforme a los márgenes de
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punibilidad establecidos en el artículo 194, del Código Penal

Federal, se le impone las penas de DIEZ AÑOS DE PRISIÓN

y CIEN DiAS MULTA, equivalente a $4,365M CUATRO MIL

TRESCIENTOS SESENTA Y CINCO PESOS, en atención a

que el salario mínimo vigente en la época de suceder los ^

hechos era a razón de $43.65 (cuarenta y tres pesos con

sesenta y cinco centavos el día), pues no adujo percibir el

monto total de sus percepciones de conformidad con lo

expuesto en el artículo 29, del Código Penal Federal.-

Pecuniaria que podrá ser sustituida por cien Jomadas de

trabajo no remuneradas en favor de la comunidad, ante di
''5;

caso de insolvencia comprobada, en cuyo cumplimien^
deberé observarse lo dispuesto en los artículos 29, déi

Código Penal Federal y 66, de la Ley Laboral, para el <^_dÍ
que se negare a cubrir el importe de la sanción alucM^si^
cobro se hará efectivo mediante el procedimiento económico >

coactivo.- Por otra parte, resulta infundado lo argüido por el

agente del Ministerio Público de la Federación en sus motivos

de disenso, al solicitar se modifique la sentencia, dado que si

bien es cierto no se trata de un concurso real, el Juez está

aplicando un concurso ideal de delitos, el cual se aplica a la

mayor de las modalidades, asimismo, considera que debió

analizar una mayor culpabilidad en el juicio de reproche por

haber perpetrado dos modalidades, debiendo ponderarse la
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cantidad de droga en cada una, y na es acorde lo resuelto por

el juzgador al señalar que presenü un grado de culpabilidad
entre el mínimo y el máxin/o; y, debe Imponerse al
sentenciado un grado de culpibltdad superior a la media,
tomando en consideración el estudio de criminalidad que le

fue practicado y el anteceden

infundado lo aseverado por el

ó penal con que cuenta.- Es

ispal Federal, en sus motivos

de inconformidad, en atención a que el Juez de Distrito

dfit^mninó al individualizar la ptína de prisión en el procesado
I

culpabilidad entre ej mínimo y el medio, pero no

]mo lo aduce; por otra parte,¡mínimo y el máximo

t iendo la pena de pñsk« y multa se modificó comoM:

q&&dáD(^tablecido en el considerando que antecede dicha
pemFno irroga agravio alguna e la Representación Social,

porque partiendo de la base qieerhel delito contra la salud
se efectuaron varias modalidac es requeridas para producir la

puesta en peligro con la droga > concretamente individualizada,

por ello, la medida del daño potencial no la da el número de
\

modalidades realizadas, ni el grado de avance hacia su

consumación, pues en cualquier caso la magnitud en la

afectación es la misma, prohibición que tutela el bien Jurídico

consistente en la salud de los posibles consumidores del

estupefaciente. Así, cuando se realizan diversas conductas

en acciones y ocasiones diferentes, relativas a una única y
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concreta clase y cantidad de enervantes, estamos en

presencia de un solo delito. Por ello no es procedente aplicar

dos penas de prisión como lo solicita. Además, la

cuantificación de las penas corresponde exclusivamente al

juzgador, quien goza de plena autonomía para fijar el monto

que su amplio arbitrio estime justo, sin más limitación que la

observancia de las reglas de la individualización de la pena.

Para ello, el Juez de Distrito no consideró la aplicación como

concurso en razón de que se trata de un solo delito, aun

cuando sean diversas modalidades, partiendo de ese

no es dable aumente la pena impuesta.- Tiene aplicación 'M

criterio sustentado en la jurisprudencia número 239, visible eti

la foja 178, del Apéndice al Semanario Judicial de la'

Federación 1917-2000, Tomo II, Materia Penal, cuyo rubro es'

el siguiente; "PENA, INDIVIDUALIZACIÓN DE LA. ARBITRIO

JUDICIAL".- En otro orden, resulta procedente convalidar la

determinación del Juez federal de primera instancia, al negar

al sentenciado Wm^BmUIIII^/os beneficios a que
se refieren los artículos 70 y 90, del Código Penal Federal,

toda vez que la pena impuesta excede de la mínima

necesaria para otorgarlos.- Es innecesario que el Juez de

Distrito haya ordenado el decomiso de la droga asegurada de

conformidad con lo establecido por el articulo 40, del Código

Penal Federal, pues como el mismo razonó la misma se
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agotó en su análisis químico, de!ahí que al decretar el
decomiso dicho estupefaciente era inexistente.- Es correcto

que el A quo haya decomisadq ja cantidad de cincuenta

pesos, que recibió el procesado^^^^^^^^^^^^^^^por

la venta del narcótico, no así del restante por no ser objeto,

instrumento o producto de delito.- jíocante a la determinación
de ordenar la amonestación del sentenciado, así como el

ifj^atami^nto médico respecto ce ja toxicomanía que padece,
deviene legal por resultar acorde a lo establecido por los

o

éí^ulos 42, 199, párrafo segunch, del Código Penal Federal,
0 528, del Código Federal de Procedimientos Penales.- En

-W^xaspecto, es incorrecta la c ondena a la suspensión de
■ Pf;.'MER

éferechos políticos y civiles inw jesta al inculpado de mérito

en la sentencia controvertida, cc nforme a las consideraciones

siguientes; En términos de lo cispuesto en los artículos 38,

fracción III, de la Constitución F oHfica de los Estados Unidos

Mexicanos y 45, fracción I, dol Código Penal Federal, en

relación a lo establecido en el c iverso precepto 24, parágrafo

12, del mismo ordenamiento punitivo, la naturaleza de la
suspensión de derechos, aun como resultado de la

imposición de pena de prisión, jstenta el atributo de constituir

pena pública; por ende, para que en su momento sea factible

imponerse al inculpado como responsable en la comisión de

delito sancionable con pena privativa de libertad, hace
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necesaria la cabal satisfacción por parte del órgano acusador

de los requisitos que marca el articulo 292, del Código

Federal de Procedimientos Penales, que literalmente dispone:

"Artículo 292." (Se transcribe).^ En consecuencia, al

constituir la suspensión de derechos una sanción pública, es

obvio requiere de manera imprescindible y necesaria, como

condición para su aplicación por la autoridad judicial, la

solicitud expresa, puntual, fundada y motivada a cargo de la

parte acusadora, al caso del agente del Ministerio Público, y

sus deficiencias a ese respecto de manera indefectible'^

deberán traducirse en la absolución del acusado s0i
condena, pues de subsanarse tales irregularidades por

órgano jurisdiccional, implicaría que este se irrogara de la^^
facultad persecutoria del delito, exclusiva de la institucióri^^
ministerial en términos de lo establecido en el artículo 21 c/é "'

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; lo

que a su vez generaría contravención de los principios de

legalidad y seguridad jurídica consagrados en los diversos

numerales 14 y 16 de la Carta Magna.- Apoya lo expuesto, en

lo que corresponde y por identidad jurídica, la jurisprudencia

5/93 de la anterior Primera Sala de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación, publicada en la página 11 de la Gaceta

al Semanario Judicial de la Federación correspondiente al

mes de marzo de mil novecientos noventa y cuatro, del tenor
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literal siguiente: "CONCURSO Se DELITOS POR DOBLE
HOMICIDIO, RESULTA INAF^ICABLE POR EL JUEZ,
CUANDO NO LO SOLICITÓ EllMINISTERIO PÚBLICO." (Se
transcribe texto).- Ahora bien, en el caso al solicitar el

Ministerio Público de la fjederación la suspensión de
derechos políticos y civiles ael acusado se apoyó en los
artículos 38, fracción VI, cU la Constitución Política, 45,
fracción íl y 46, del Código \lrenal Federal; sin embargo, el

-  11
^amento de suspensión ce derechos como consecuencia

'vft ^ I
imposición de una bena privativa de libertad lo

^' istituyen los preceptos 4a fracción I y 46, del Código
segurlj}) de los cuales se incluye la

cíerec/7os suspendibles que abarcan también los
del ámbito civil, asimismol afcha suspensión se realiza
durante la extinción de la pena\corporal como lo prevé el
precepto 38, fracción III, db la Constitución General de la

República; no obstante ello, el Juez Federal de Primera
Instancia incorrectamente suspendió al inculpado en sus
derechos de carácter pi\lítico atendiendo la acusación
ministerial en el primer precepto, para ello se fundó en lo
dispuesto en los artículos 38, fracción VI, de la Constitución
política y 45, fracción I, di >1 Código Penal Federal; el primer
precepto inaplicable y el segundo no invocado por el
acusador, quien por demás, como antes se expresó, fundó su
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petición en normas inaplicables. Lo expresado constituye

razón suficiente para determinar incorrecta la condena de

suspensión a los derechos políticos y civiles del inculpado en

los términos establecidos por el Juez de la causa, por ende,

al haberse modificado las condiciones de la acusación,

deviene procedente dejar sin efectos dicha específica

condena.- Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en

los artículos 363, 364, 383, 385, 389 y demás relativos del

Código Federal de Procedimientos Penales; y 29, fracción II,

de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se:

RESUELVE...". .v

y i

SÉPTIMO.- De lo trascrito respecto a la indi vid ualizac|órí|
■■.I

de la pena, este Tribunal Colegiado de Circuito estima que lá^
Sexv.:.

autoridad responsable, para determinar el gradoxi. deF¿

culpabilidad del quejoso, se apoyó en lo dispuesto por los'^'
artículos 51 y 52, del Código Penal Federal, así como 193,

párrafo tercero del mismo ordenamiento legal, que rigen el

arbitrio judicial y así, tomó en cuenta las circunstancias

exteriores de ejecución del hecho y las peculiares del

quejoso, esto es, consideró las circunstancias que

rodearon el hecho delictivo, como son: que la naturaleza de

la acción fue de índole dolosa (dolo directo), los medios

empleados para ejecutar el hecho delictivo, la magnitud del
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peligro al que fue expuesto el bien jurídico tutelado por la

norma, las circunstancias de ti^po, lugar, modo y ocasión
del hecho realizado, señalando fa mecánica de los hechos.

Asimismo, la Autorid

características personales

dijo contar con treinta y seis

personalidad se evidenció

^priedia, adaptabilidad socia

p, pronóstico reservado

brmes de anteriores in

responsable ponderó las

i\ quejoso, al considerar que

íaqos de edad, de su estudio de

tiene une^pacidad criminal

índice de estado peligroso

>n control de impulsos; que de

>s a prisión, de antecedentes

¿jjc^les y de la ficha sIgnalMca se desprende que no es la
vez que se en^^ttW a disposición de una autoridad

'PRIMER 11

•ftt.

S
✓ .1..'
7' M.

lal, ya que^estuvo a disposición del otrora Juzgado

Décimo de Distrito en Matená Penal en el Distrito Federal,

donde se l%idi|truyó la causa pehal por el delito Contra
la Salud en su modalidad |de posesión del estupefaciente

ito y sancionado por los artículos

II, del Código Penal Federal, en

den^fi^do Marihuana, previ
193, fracción I y 194, fracció

relación con los numerales 2)34, 235 y 237, de la Ley General
de Salud y por sentencia

novecientos ochenta y nuevd,

de once de septiembre de mil

se le impuso las penas de cinco

meses de prisión y multé de $3,000.00 (tres mil pesos

00/100 M.N.) (fojas 142 a 14 S de la causa).
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Circunstancias de ejecución del delito y peculiares del

quejoso que llevaron al Magistrado responsable a

considerarlo con un grado de culpabilidad mínimo,

modificando en ese aspecto el estimado por el Juez A quo.

Por lo anterior este Tribunal Colegiado de Circuito,

estima que la responsable legalmente tomó en consideración

las circunstancias externas del delito y las peculiaridades del

mismo para establecer su grado de culpabilidad.

Es aplicable la Tesis de Jurisprudencia, consultable ,Sn

la página 392, Tomo II, Parte TCC, Octava Época, del

Apéndice de 1995, que dice;

"PENA. INDIVIDUALIZACIÓN CORRECTA DE LA. La

pena impuesta es la adecuada cuando la responsable realizó

una debida individualización de la misma atendiendo a las

circunstancias externas del delito y a las peculiaridades del

delincuente, relacionando el grado de peligrosidad del

acusado en función del daño causado y a la consumación del

Ilícito".
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I- .:

Así, el Tribunal Ad quem, temando en consideración el

grado de culpabilidad y las penas previstas en el artículo 194,

del Código Penal Federal, reláfica al delito Contra la Salud,
en la modalidad de venta del naijcótíco clorhidrato de cocaína,
que son de diez a velnticinofaJ años de prisión y de cien
hasta quinientos días muitaJ impuso las penas de DIEZ

^|AS multa, equivalente esta
5.00 (cuatro mil trescientos

M.N.) a razón de ser $43.65

.N.) el salario mínimo general

»r los hechos.

AÑOS DE PRISIÓN y CIEN

Última a la cantidad de $4

iD^^senta y cinco pesos 00/1

nta y tres pesos 65/10

liante al momento de aconti

-XEGíAoo§jn embargo, el MagisVtado Ad quem, no expresó

wExca^namiento alguno tendent í^ señalar cuáles fueron los

motivos y fundamentos por los quVimpuso dicha pena y no la
prevista por la diversa modalidad en el delito Contra la Salud,
atribuido al quejoso, pues tan sólo indicó; "...de tal manera

que en el caso, al ponderar las circunstancias objetivas de

comisión delictual, en relación a las personales del acusado,

se estima que lo procedente es asignarle un grado de

culpabilidad mínimo, y conforme a los márgenes de

punibilidad establecidos en el artículo 194, del Código Penal

Federal, se le impone las penas de DIEZ AÑOS DE PRISIÓN

y CIEN DÍAS MULTA, equivalente a $4,365.00 CUATRO MIL
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TRESCIENTOS SESENTA Y CINCO PESOS, en atención a

que el salario mínimo vigente en la época de suceder los

hechos era a razón de $43.65 (cuarenta y tres pesos con

sesenta y cinco centavos el día), pues no adujo percibir el

monto total de sus percepciones de conformidad con lo

expuesto en el artículo 29, del Código Penal FederaL-

Pecuniaria que podrá ser sustituida por cien Jomadas de

trabajo no remuneradas en favor de la comunidad, ante el

caso de insolvencia comprobada, en cuyo cumplimiento

deberá observarse lo dispuesto en los artículos 29, del

Código Penal Federal y 66, de la Ley Laboral, para el caso de
%

que se negare a cubrir el importe de la sanción aludida w

cobro se hará efectivo mediante el procedimiento econórriico

coactivo...".
í:':xro
' f >\ I-,—I p

■'■'"•.iCii'í. . re

CIRCUITO

Sin que lo anterior pueda estimarse satisfecho con lo >

que expuso para estimar inoperantes los agravios del

Ministerio Público de la Federación, al sostener: "...porque

partiendo de la base que en el delito contra la salud se

efectuaron varias modalidades requeridas para producir la

puesta en peligro con la droga concretamente individualizada,
por ello, la medida del daño potencial no la da el número de
modalidades realizadas, ni el grado de avance hacia su

consumación, pues en cualquier caso la magnitud en la
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/" .

afectación es la misma, prohibicicá que tutela el bien jurídico
consistente en la salud de los jposibles consumidores del
estupefaciente. Así, cuando se Realizan diversas conductas
en acciones y ocasiones diferentes, relativas a una única y

concreta clase y cantidad tíe enervantes, estamos en
presencia de un solo delito. Ppí ello no es procedente aplicar
dos penas de prisión córjio lo solicita. Además, la
cuantificación de las penas clorresponde exclusivamente al

. Juzgador, quien goza de pléna autonomía para fijar el monto
i  isu amplio arbitrio estime uusto, sin más limitación que la

^  1 1^í^í^servancia de las reglas Ide la individualización de la pena.
yMPara ello, el Juez de Distrito . ?o consideró la aplicación como
f^mncurso en razón de qúe ¿e trata de un solo delito, aun

'^Mcuando sean diversas modaudades, partiendo de ese tópico
no es dable aumente la pena impuesta...".

De lo que se advierta qúe el Magistrado responsable

confirmó lo decidido por al Juez A quo, sin embargo, no
expuso los motivos y fundamentos para arribar a la pena

impuesta, esto es, por que impuso la pena correspondiente
para la modalidad de venta del narcótico afecto al sumario y
no así la establecida paraía diversa de posesión con fines de
comercio (hipótesis de venta), a que se refiere el diverso

numeral 195, párrafo priiriero, del Código Penal Federal, lo
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cual debe estimarse infringe en perjuicio del quejoso la

garantía de legalidad prevista en los artículos 14, segundo

párrafo y 16, primer párrafo de la Constitución Federal, e

impide que este Tribunal Colegiado de Circuito se encuentre

posibilitado para analizar la legalidad de la pena impuesta al

desconocer los motivos y fundamentos que tomó en

consideración el Ad quem para decidir en los términos en que

lo hizo.

En esta virtud, procede conceder el Amparo y

Protección de la Justicia Federal para que el Magistrad^
responsable tomando en consideración el grado

culpabilidad del quejoso exponga los motivos^y
fundamentos conducentes para la imposición de la pená

que corresponda al quejoso, en el entendido que la

no podrá ser mayor a la impuesta en la sentencia reclamada.

En lo que corresponde al lugar donde deberá compurgar

la pena de prisión el quejoso y abono de la prisión preventiva,

asi como la forma de pago de multa a imponer, por virtud del

amparo concedido en los términos antes precisados, la

autoridad responsable, tendrá que pronunciarse nuevamente.
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1'

Por lo que hace, hace a ios sustitutivos y beneficio

establecidos en los artículos 70 y 90, del Código Penal

Federal, este Tribunal Colegiado! de Circuito, considera que

por virtud del amparo concedpo en los términos antes
precisados, el Magistrado reroinsable nuevamente tendrá
que pronunciarse al respectó, como lo tendrá que hacer

respecto de la suspensión de derechos políticos del quejoso.

5^

fí¿^e se hubiera ordenado s
¿;^|ifeíncidencia, en términos diíl

eral y, en relación a

Por otra parte, no viol^ garantía alguna del quejoso, el

monestación para evitar su

artículo 42 del Código Penal

(lecomiso del estupefaciente

clorhidrato de t< icaína, de conformidad con lo

P®"" artículo 40, d^citado ordenamiento legal, fue
innecesario, pues como lo pr^isó la autoridad responsable
se agotó en su análisis clínico.

De igual manera, fue correcto que el Tribunal

responsable confirmara el (lecomiso de la (cantidad de

cincuenta pesos, que recípió el quejoso

por la venta del narcótico y que

confirmara la devolución de seiscientos veinte pesos, a quien

acreditara su legal propiedad, pues dicho numerario no
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constituyó el objeto o instrumento del delito y, no existió

inconformidad por parte del Ministerio Público.

Asimismo este Tribunal Colegiado de Circuito, considera

fue legal que el Magistrado responsable, estimara que en el

caso no procedía la suspensión de los derechos civiles del

quejoso, como sí, la de sus derechos políticos, modificando

en ese aspecto el fallo de primera instancia, en virtud que el

ilícito por el que fue condenado, no guarda relación con

alguno de los derechos civiles, que de manera limitativa

enumera el artículo 46, del Código Penal Federal, pues dicha

sanción opera sólo cuando está en función del ilícito cometió
<<i .y,,
UJ ll

por el sentenciado, esto es, que con motivo del mismo h^
■

sido quebrantada la confianza filial o legal que le fue

encomendada y con ello fuera necesaria dicha suspensíSfio lo

que no aconteció en el caso. írc \

Al respecto resulta aplicable lo decidido en al tesis de

jurisprudencia número 1.9®.P J/1, visible en la página 1101,

del Tomo XVI, del Semanario Judicial de la Federación y su

Gaceta, noviembre de 2002. Novena Época, que dice:

"SUSPENSIÓN DE DERECHOS POLÍTICOS Y

CIVILES DEL SENTENCIADO. REQUISITOS PARA SU
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PROCEDENCIA. La suspensión dé los derechos políticos del
sentenciado, a que se refiere el ni^eral 35 de la Constitución
Política de los Estados UnidcL Mexicanos, durante la
extinción de una sanción privatilá de libertad, no requiere la
petición expresa por parte de Ministerio Público de la

Federación, por ser aquélla una cjonsecuencia necesaria de la
pena de prisión impuesta en la sentencia condenatoria; sin

embargo, por lo que hace a i 3 Luspensíó^ de los "derechos
civiles" de aquél, esto es, cu Brido Ja condena no se refiere

^  ̂̂ ^^ohos que de man&ra limitativa enumera el
Cód/gfo Perk m Federal, es necesario que

cíos aspectos para uue proceda la suspensión de
If^ ellos: el primero, que ̂a re^esentación social lo solicite

EíPR^^resamente, y.el otro, que e/ro esté en función con el ilícito
coar , l\

cometido y la necesidad de que sea suspendido al haber sido

quebrantada^^ confianza filial p le^l que fue generada, ello
por no encontrarse contemplada esta sanción en esos

térn^Hí^, en alguna de las ̂ /pptes/s previstas en el precepto
legal de referencia".

Y la tesis de jurisprudencia 1a./J. 67/2005, de la Primera

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en
la página ciento veintiocho, del Semanario Judicial de la
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Federación y su Gaceta, Tomo XXII, julio de dos mil cinco,

que dice:

"DERECHOS POLÍTICOS. PARA QUE SE

SUSPENDAN CON MOTIVO DEL DICTADO DE UNA

SENTENCIA QUE IMPONGA UNA SANCIÓN O LA PENA

DE PRISIÓN, NO ES NECESARIO QUE ASÍ LO HAYA

SOLICITADO EL MINISTERIO PÚBLICO. Los derechos

políticos del ciudadano señalados en el articulo 35 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,

encuentran su limitación en las hipótesis suspensivas

contempladas en las fracciones II, III y VI del articulo

constitucional, de manera que cuando se suspenden %s
derechos políticos durante la extinción de una pena privativa

StXTO lA

de libertad en términos de la citada fracción III, se estéi^m»
CíKCU,

presencia de una pena regulada en los artículos 24, inciso 12,

45, fracción I y 46 del Código Penal Federal, asi como en los

diversos 30, 56, 57, fracción I y 56 del Nuevo Código Penal

para el Distrito Federal, al prever, como una de las clases de

suspensión de derechos, la que se establece por ministerio

de ley como consecuencia necesaria de la imposición de una

sanción o de la pena de prisión. Ahora bien, la circunstancia

de que la suspensión de derechos políticos, se imponga por

ministerio de ley como consecuencia necesaria de la citada
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imposición, implica que una vez que el gobernado se ubica en

la hipótesis constitucional -comb cuando se extingue una

pena privativa de libertad-, no sja requiere un acto voluntario
diverso para que se produzcan jus consecuencias, sino que
operan de manera inmediata, de esta forma, la suspensión
de derechos por ministerio ae ley, es la que de manera

intrínseca se produce como consecuencia necesaria de la

imposición de una sanción o ce la pena de prisión, que el

Juez debe tomar en cuent \ ineludiblemente al dictar

óncia; por lo que es inreo osario que en estos casos el

iterio Público (del fueio común o del fuero federal)

hite la indicada suspensión en la etapa procedimental en

formula sus corclusiones acusatorias. En
L DÍl PRIMEíi
Ex¡c(fiQPsecuenc/a, si el órganoUirisdiccional, al momento de

dictar la sentencia respectiva Wen ejercicio de sus facultades,
suspende los derechos pol/tico^el sentenciado, no rebasa la
acusación, ya que dicha suspensión no está supeditada a la

solicitud del Ministerio Público, sino a lo dispuesto por una

norma constitucional, la cual se desarrolla por otra de

carácter secundario en los términos apuntados".

En consecuencia, al violar garantías individuales la

sentencia dictada por el Cuarto Tribunal Unitario en Materia

Penal del Primer Circuito, el tres de diciembre de dos mil tres,

ívir
rj:
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en el toca penal número lo procedente es

Protección de la Justicia de la Unión que solicita, para

que el Tribunal responsable manteniendo subsistentes los

aspectos examinados de la sentencia reclamada, tomando en

consideración el grado de culpabilidad del quejoso exponga

los motivos y fundamentos conducentes para la

imposición de la pena que corresponda al quejoso, en el

entendido que la misma no podrá ser mayor a la

impuesta en la sentencia reclamada; así como para que

determine nuevamente lo relacionado al lugar donde
.  •<

deberá compurgar la pena de prisión el quejoso, el aboné

de la prisión preventiva y la forma de pago de multa f
imponer, de la procedencia o no de los sustitutivos y

beneficio establecidos en los artículos 70 y 90,
'  CIRC

Código Penal Federal y, de la duración de la suspensión

de los derechos políticos del quejoso.

Concesión que debe hacerse extensiva a los actos de

ejecución reclamados al Director General de Ejecución de

Sanciones del Órgano Administrativo Desconcentrado,

Prevención y Readaptación Social de la Secretaría de

Seguridad Pública Federal (denominación correcta de ia

señalada por el quejoso como Director de Ejecución de
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Sanciones de la Dirección General de Prevención y
Readaptación Social dependiente de la Secretaría de

Seguridad Pública Federal), toda hez que su ilegalidad se
hizo depender de la del acto/emitido por la autoridad
ordenadora, al no ser recíamadq^ por vicios propios sino por
vía de consecuencia.

Sirve de apoyo a lo ant^iór, la tesis de la Tercera Sala
siDo^® Suprema Corte de Justiíji^ de la Nación, publicada en la
«íít. •áLjís, V

a 70, Tomo VI, Quinta ÉJoca del Apéndice 2000, que

líomcZ^^^TORIDADES EJB
VAl l

itoras, actos de, no

POR V/C/Ot^PROP/OS. Si la sentencia de
amparo considera violatoria ae garantías la resolución que

ejecutan, igual declaración détbe hacerse respecto de los
actos de ejecución, si no se íectawan, especialmente, vicios
de ésta".

Por lo expuesto y fundado y, además en apoyo en lo

establecido en los artículos t03 y 107, fracciones I, inciso a) y

VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos, 158, 160 y 184, de la Ley de Amparo y 1°,
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fracción III y 34 y 37, fracción I, inciso a), de la Ley Orgánica

del Poder Judicial de la Federación; se:

RESUELVE:

ÚNICO.- La Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE

a HHHliHHHiHIHHV actos
reclamados al Cuarto Tribunal Unitario en Materia Penal del

Primer Circuito, que quedaron precisados en el resultando

primero para los efectos señalados en el último

considerando de esta ejecutoria.

NOTiFiQUESE; remítase testimonio de la prese^^'
ejecutoria y los autos enviados al Cuarto Tribunal Unit^^^^,
Materia Penal del Primer Circuito y, en su oportuní(|||^jQy
archívese el expediente como asunto concluido.

Así, lo resolvió el Sexto Tribunal Colegiado en Materia

Penal del Primer Circuito, por UNANIMIDAD de votos de los

Magistrados Ricardo Paredes Calderón (Presidente), Tereso

Ramos Hernández y Roberto Lara Hernández (Relator).
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Firman el Presidente y Magistrados que integran el

Tribunal, ante la Secretaria de Acuerdos que autoriza las

actuaciones y da fe.

V.

V'í
ir
■ >

f-'i'íOOEN!
■^Rim
O.Dj:

magjstrado presidente.

LIC. RICARDO PAREDEfe CALDERÓN.

IVI^ISTRADOS.

R

UC. TE SO OS

HE DEZ.

SECRETARIA DE ACUERDOS

LIC. VIRGINIA ME RODRIGUEZ.
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Se hace constar que esta hoja corresponde al D.P.- 16/2006,

promovido por NORBERTO ÁLVAREZ MEDINA, en el que se resolvió:

"ÚNICO.- La Justicia de la Unión AMPARA Y PROTEGE a

NORBERTO ÁLVAREZ MEDINA, contra los actos reclamados al

Cuarto Tribunal Unitario en Materia Penal del Primer Circuito, que

quedaron precisados en el resultando primero para los efectos

seflalados en el último considerando de esta eiecutoria".

SECRET^

LIC. VIRGINI

DE ACUERDOS

OME RODRÍGUEZ.

CON ESTA FECHA
030306

SE ENGROSÓ, FIRMÓ Y

DEVUELVE A LA SECRETARIA DE ACUERDOS EL PRESENTE

ASUNTO.- DOY FE.

í" .  V SECRETARI/ypE ACUERDOS

LIC. VIRGINIA ME RODRÍGUEZ. 1^'
tefR) i
IttFT-
Cu

*^CT/tncpc*

tH n6h^

POR LISTA OE ESTA MISMA FECHA SE HIZO lA

PUBUCACIÜN DE LEY DE LA RESOLUCIO*

ÍWTEHWR QUE ORDENA LA FRACCION 111 DEL

^TKULO » Q£ LA LEY DE AMMRO.'

Í.U'ilL
a > y ti L
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a las catón» horas m di por hecha la

noMsaoión del acuerdo que anteoada
por íM hateras pnsentado las parlas a

oir notilcaciói pertonal en tiaspe

(fortano, habiéndose bscho la pubkedbn

da lay. DOY FE.;

I  Ir r u D IDUr
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El diez de mayo de dos mil dieciocho, el Licenciado David Maciel Olaiz. Coordinador de Administración
y Resguardo de Archivos Judiciales del Centro Archivístico Judicial, hace constar: que en términos del
artículo 113, fracción I de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en esta
versión pública se suprimió el nombre del quejoso, autorizados, domicilio, dinero y número de
expedientes por tratarse de información confidencial. Conste.


